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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
4959 Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa 

del empleo.

I

La evolución de la crisis sanitaria derivada del COVID-19 ha precipitado la adopción de 
un conjunto de medidas de todo orden, y entre ellas, con especial calado e intensidad, 
medidas de carácter laboral.

En el caso de España, la expansión de la enfermedad obligó inicialmente a la adopción 
de medidas por parte de las autoridades sanitarias y, posteriormente, llevó a la aprobación 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se estableció el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que conllevó 
importantes medidas restrictivas de la movilidad y la actividad económica, y que ha sido 
prorrogado en varias ocasiones. Estas medidas de contención implicaron el establecimiento 
de medidas preventivas específicas en la prestación laboral con el fin de reducir el número 
de personas expuestas, así como el tiempo de exposición de las mismas, a través del cese 
parcial o total de determinadas actividades.

A esta situación de emergencia respondió el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, en cuyo capítulo II se establecían un conjunto de medidas de flexibilización que 
permitían agilizar los mecanismos previstos legalmente para que las empresas y las 
personas trabajadoras pudieran suspender o reducir su actividad, permitiendo, de esta 
forma, el acceso a las prestaciones económicas necesarias.

Estas medidas respondían a un doble objetivo:

a)  Establecer los mecanismos necesarios para que los procedimientos de suspensión 
o reducción de la jornada que resultan aplicables, conforme a la legislación vigente, 
tuviesen la agilidad necesaria para garantizar que las consecuencias socioeconómicas de 
la situación de emergencia sanitaria tuvieran el menor impacto posible en el empleo.

b)  Proteger a las personas trabajadoras, tanto su salud y seguridad, conteniendo la 
progresión de la enfermedad mediante el confinamiento y otras medidas de contención, 
como garantizando el acceso a ingresos sustitutivos a todas aquellas personas 
trabajadoras que se vieran afectadas por los Expedientes de Regulación Temporal de 
Empleo (ERTE).

A las medidas anteriores se añadieron las previsiones recogidas en el Real Decreto-
ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias en el ámbito 
laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19. Entre otras, esta norma prevé que 
las causas a las que se refieren los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, no pueden entenderse como justificativas de la extinción de los contratos de 
trabajo. Asimismo, se prevé la interrupción del cómputo de la duración máxima de los 
contratos temporales, que persigue garantizar que estos puedan desplegar plenos efectos, 
en cuanto a la prestación de servicios, la formación que llevan aparejada y la aportación a 
la actividad empresarial, durante el tiempo inicialmente previsto, de forma tal que la 
situación de emergencia generada no prive a la empresa de su capacidad real para 
organizar sus recursos. Esta es una medida de extraordinaria importancia a fin de evitar 
que un mercado como el español, con un alto índice de contratación temporal, vea su 
población asalariada drásticamente reducida.
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En suma, se trata de una estrategia que, pese a la situación creada por la emergencia 
sanitaria, ha sido capaz de contener de manera significativa la destrucción de empleo y de 
tejido empresarial, posibilitando, tal y como adelantaba la exposición de motivos del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, «evitar la salida del mercado de empresas solventes 
y afectadas negativamente por esta situación transitoria y excepcional, contribuyendo a 
aminorar el impacto negativo sobre el empleo y la actividad económica.»

II

Cumplido su objetivo inicial, se impone la necesidad, tras este periodo excepcional, de 
reactivar de manera progresiva la economía, mediante la dinamización de aquellos 
sectores cuya actividad continúa limitada por restricciones sanitarias derivadas, entre otras 
situaciones, por las medidas de confinamiento y contención acordadas en el marco del 
estado de alarma.

El objetivo, por tanto, es proporcionar una respuesta ponderada ante la situación 
descrita, teniendo en consideración los efectos que la emergencia sanitaria y las medidas 
de contención y las limitaciones han causado en la actividad de las empresas y en los 
contratos de trabajo, y en especial sobre las rentas salariales, a la par que atender al 
panorama de desescalada y a la reanudación progresiva de la actividad económica, que 
requiere de los mecanismos de sostén, racionalidad social y protección necesarios.

De todo lo anterior son conscientes las organizaciones empresariales más 
representativas de nuestro país, la Confederación Española de Organizaciones 
Empresariales (CEOE), la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa 
(CEPYME), y las organizaciones sindicales más representativas, Comisiones Obreras 
(CC.OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT).

Por ello, las medidas recogidas en este real decreto-ley han sido producto del diálogo 
social y el acuerdo alcanzado entre los agentes sociales y el Gobierno el día 8 de mayo 
de 2020, día del primer centenario del Ministerio de Trabajo.

Tras tres semanas de intensas negociaciones, estas medidas pretenden dar una 
respuesta adecuada para que las empresas adopten los ajustes dinámicos necesarios que 
les permitan transitar hasta un escenario de «nueva normalidad», salvaguardar el empleo 
y proteger especialmente a las personas trabajadoras.

III

Los ERTE por fuerza mayor derivada del COVID-19 están regulados en el artículo 22 
del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que establece lo que debe considerarse 
fuerza mayor temporal derivada del COVID-19, a los efectos de permitir suspender el 
contrato o reducir la jornada por esta causa y acceder a las medidas laborales especiales 
reguladas en los artículos 24 y 25 de dicho real decreto-ley.

Conforme al artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se consideran 
provenientes de fuerza mayor temporal con los efectos previstos en el artículo 47.3, que 
remite al artículo 51.7, ambos del texto refundido del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, las suspensiones y 
reducciones de jornada que tengan su causa directa en pérdidas de actividad ocasionadas 
por el COVID-19, incluida la declaración el estado de alarma, que impliquen suspensión o 
cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia pública, restricciones 
en el transporte público y, en general, de la movilidad de las personas y las mercancías, 
falta de suministros que impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la 
actividad, o bien en situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la 
plantilla o la adopción de medidas de aislamiento preventivo decretados por la autoridad 
sanitaria, que queden debidamente acreditados.

La definición concreta de las causas que integran la fuerza mayor por COVID-19, 
responde así a una causa externa y perentoria cuyos efectos y ámbitos concretos son 
decididos en cada momento por las autoridades competentes por razones de salud 
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pública, lo que tiene como consecuencia que las distintas medidas puedan ser aplicadas 
con una intensidad y graduación diferenciada.

Por consiguiente, procede seguir aplicando las medidas de suspensión y reducción de 
jornada en aquellas empresas que, por efecto de las restricciones o «pérdidas de 
actividad» derivadas e incluidas en el citado artículo 22.1 y que aún persisten, sigan 
imposibilitadas para recuperar su actividad.

Esta fuerza mayor se extiende al periodo durante el cual estuvieran afectadas por las 
causas descritas en dicho precepto que impidan el reinicio de su actividad, mientras duren 
las mismas y, en principio, hasta el 30 de junio de 2020.

En situación de fuerza mayor parcial derivada del COVID-19 se consideran, por tanto, 
aquellas empresas y entidades que cuenten con un expediente de regulación temporal de 
empleo autorizado en base al artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
desde el momento en el que las causas descritas en dicho precepto, y por razón de las 
cuales se aplicaron las distintas medidas de flexibilidad en forma de suspensiones o 
reducciones de jornada, permitan la recuperación parcial de su actividad, hasta el 30 de 
junio de 2020.

Estas empresas y entidades deberán proceder a reincorporar a las personas 
trabajadoras afectadas, en la medida necesaria para el desarrollo de su actividad, 
primando los ajustes en términos de reducción de jornada.

El objetivo es facilitar el tránsito hacia las reducciones de jornada, que suponen un 
menor impacto económico sobre la persona trabajadora y que permitirán atender de 
manera paulatina a la oferta y demanda de productos y servicios de las empresas, en la 
medida en la que la actividad y estructura de personal lo permitan. Asimismo, lo anterior 
permite garantizar una mejor gestión del tiempo de trabajo, reduciendo los tiempos de 
exposición, de conformidad con la información actualizada por parte de las autoridades 
públicas sobre la prevalencia del COVID-19.

Por tanto, el esquema es el propio del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
manteniéndose las causas y las medidas extraordinarias incluidas en el mismo, que 
permite responder plenamente y con carácter dinámico a las necesidades tal y como 
fueron planteadas inicialmente, dejando de hacerlo por razón de su desafectación o 
desvinculación sobre la actividad y la plantilla de la empresa, sin imponer nuevas y 
gravosas condiciones de procedimiento.

De esta manera, las empresas pueden recuperar la totalidad o parte de su actividad 
si es que, por las razones comentadas, las personas trabajadoras vuelven a desempeñar 
sus tareas con carácter completo o parcial, renunciando o modificando en su aplicación 
las medidas excepcionales que se adoptaron en un escenario de interrupción de la 
actividad empresarial o de mayor rigor en el confinamiento, con el único requisito de 
comunicar, con carácter previo, a la autoridad laboral competente la renuncia total a las 
mismas, y al Servicio Público de Empleo Estatal aquellas variaciones que se refieran a la 
finalización de la aplicación de la medida respecto a la totalidad o a una parte de las 
personas afectadas.

Por su parte, a las empresas que, a partir de la entrada en vigor de este real decreto-
ley y hasta el 30 de junio, pasen a aplicar medidas de suspensión o reducción de jornada 
por razones objetivas, económicas, técnicas, organizativas y de producción, les resultará 
de aplicación el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

A fin de evitar innecesarias interrupciones que redunden en un perjuicio o desprotección 
de las personas trabajadoras, se dispone de manera expresa la posibilidad de que los 
efectos de las medidas de reducción de jornada o suspensión de contratos retrotraigan sus 
efectos a la fecha de finalización de los expedientes por causa de fuerza mayor que los 
precedieran.

Para las situaciones previstas en este real decreto-ley se siguen aplicando medidas 
extraordinarias en materia de protección por desempleo y se establecen nuevas medidas 
extraordinarias en materia de cotización.
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Respecto de las medidas en materia de protección por desempleo vinculadas a las 
medidas extraordinarias establecidas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, incluidas las que se apliquen a partir de la entrada en vigor del presente 
real decreto-ley, y con las especialidades descritas en sus artículos 1 y 2, se mantienen, 
hasta el 30 de junio, todas las especialidades previstas en los apartados 1 a 5 del 
artículo 25 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Asimismo, y conjugando el necesario equilibrio entre recuperación de la actividad y 
sostenibilidad de la capacidad económica de las empresas, se aplican a los expedientes 
por causa de fuerza mayor exoneraciones en las cuotas, con alcance diferente según sea 
la situación de fuerza mayor total o parcial, en el que se encuentre la empresa, 
distinguiendo, del mismo modo, a los efectos del porcentaje de exoneración, entre el 
reinicio de la actividad y el mantenimiento parcial de las medidas de suspensión o 
reducción de jornada. El objetivo, por tanto, es permitir una transición adecuada que 
posibilite la recuperación gradual de la actividad empresarial y que se desarrolle de forma 
acompasada con la recuperación de la actividad económica general, contando, para ello, 
con el estímulo necesario.

Por último, se prevén sendas disposiciones adicionales, la primera sobre la facultad 
reconocida al Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros, de prorrogar las 
medidas de suspensión y reducción de jornada por causa de fuerza mayor, total y parcial, 
si persisten las restricciones de la actividad vinculadas a razones sanitarias, y la segunda 
acerca de la creación de una Comisión de Seguimiento tripartita laboral.

A las medidas de racionalidad económica acompañan las necesarias medidas de 
racionalidad social, manteniendo la vigencia de aquellas medidas complementarias de 
protección del empleo que se entienden precisas para garantizar la necesaria estabilidad 
y evitar el efecto de una alta flexibilidad cuantitativa externa, a través de despidos y 
destrucción de puestos de trabajo.

Respecto de la salvaguarda de empleo prevista en la disposición adicional sexta del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se concretan, a través de la modificación 
acordada en esta norma, en sus ámbitos subjetivo y objetivo, medidas vinculadas y 
consecuencias de su incumplimiento, teniendo en cuenta además las características 
específicas de los distintos sectores y la normativa laboral aplicable y, en particular, las 
especificidades de aquellas empresas que presentan una alta variabilidad o estacionalidad 
del empleo.

De esta forma, este real decreto-ley se estructura en cinco artículos, dos disposiciones 
adicionales y tres disposiciones finales.

IV

Este real decreto-ley cumple con los principios de buena regulación exigibles 
conforme al artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Así, responde a la necesidad de 
minimizar el riesgo de un impacto incontrolado e irreversible de la situación de emergencia 
extraordinaria provocada por el COVID-19 tanto en la actividad económica, como en el 
empleo y en los recursos disponibles de las personas trabajadoras, evitándose, de esta 
forma, situaciones de vulnerabilidad y desprotección.

Es eficaz y proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para conseguir su 
objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación temporal y extraordinaria 
descrita. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el 
resto del ordenamiento jurídico.

Asimismo, cumple con el principio de transparencia, ya que identifica claramente su 
propósito y se ofrece una explicación, sin que se hayan realizado los trámites de 
participación pública que se establecen en el artículo 26 de la Ley 50/1997, al amparo de 
la excepción que, para los reales decretos-leyes, regula el apartado 11 del aludido 
precepto.
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Finalmente, es coherente con el resto del ordenamiento jurídico nacional y cumple con 
el principio de eficiencia, dado que su aplicación no impone cargas administrativas 
innecesarias o accesorias.

V

Respecto del supuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad establecido 
en el artículo 86.1 CE, el contenido del real decreto-ley se fundamenta en motivos 
objetivos, de oportunidad política y extraordinaria urgencia que requieren su aprobación 
inmediata, entre otros la situación grave y excepcional que persiste como consecuencia de 
la situación de crisis sanitaria provocada por el COVID-19, lo que hace indispensable dar 
una respuesta adecuada a las necesidades que se plantean en el ámbito laboral.

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar reales decretos-leyes «en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de 
las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento constitucionalmente lícito, 
siempre que, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional 
(sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de 
julio, F. 3, y 189/2005, de 7 julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica 
la legislación de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos 
gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa 
inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento 
de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación 
de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar el presente real decreto-
ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno 
(SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, 
sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de 
enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en dar una 
respuesta adecuada que permita restablecer el funcionamiento normal de la actividad 
económica y productiva de las empresas, la necesaria seguridad jurídica y la protección de 
los colectivos que pudieran resultar vulnerables ante la concurrencia de la situación 
descrita y que se definen por su condición extraordinaria y urgente.

Todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, 
FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3), existiendo la necesaria conexión entre la situación 
de urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, sin que 
constituya un supuesto de uso abusivo o arbitrario del referido instrumento constitucional.

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar 
con el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el 
procedimiento de urgencia.

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de las Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la 
legislación laboral, así como sobre la legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.
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En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social y del 
Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 12 de mayo de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Especialidades aplicables a los expedientes de regulación temporal de empleo 
basados en las causas recogidas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico 
y social del COVID-19 durante el desconfinamiento.

1.  A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, continuarán en situación de 
fuerza mayor total derivada del COVID-19, aquellas empresas y entidades que contaran 
con un expediente de regulación temporal de empleo basado en el artículo 22 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y estuvieran afectadas por las causas referidas en 
dicho precepto que impidan el reinicio de su actividad, mientras duren las mismas y en 
ningún caso más allá del 30 de junio de 2020.

2.  Se encontrarán en situación de fuerza mayor parcial derivada del COVID-19, 
aquellas empresas y entidades que cuenten con un expediente de regulación temporal de 
empleo autorizado en base al artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
desde el momento en el que las causas reflejadas en dicho precepto permitan la 
recuperación parcial de su actividad, hasta el 30 de junio de 2020.

Estas empresas y entidades deberán proceder a reincorporar a las personas 
trabajadoras afectadas por medidas de regulación temporal de empleo, en la medida 
necesaria para el desarrollo de su actividad, primando los ajustes en términos de reducción 
de jornada.

3.  Las empresas y entidades a las que se refiere este artículo deberán comunicar a 
la autoridad laboral la renuncia total, en su caso, al expediente de regulación temporal de 
empleo autorizado, en el plazo de 15 días desde la fecha de efectos de aquella.

Sin perjuicio de lo anterior, la renuncia por parte de estas empresas y entidades a los 
expedientes de regulación temporal de empleo o, en su caso, la suspensión o 
regularización del pago de las prestaciones que deriven de su modificación, se efectuará 
previa comunicación de estas al Servicio Público de Empleo Estatal de las variaciones en 
los datos contenidos en la solicitud colectiva inicial de acceso a la protección por 
desempleo.

En todo caso, estas empresas y entidades deberán comunicar al Servicio Público de 
Empleo Estatal aquellas variaciones que se refieran a la finalización de la aplicación de la 
medida respecto a la totalidad o a una parte de las personas afectadas, bien en el número 
de estas o bien en el porcentaje de actividad parcial de su jornada individual, cuando la 
flexibilización de las medidas de restricción que afectan a la actividad de la empresa 
permita la reincorporación al trabajo efectivo de aquellas.

Artículo 2.  Procedimientos de suspensión y reducción de jornada por causas económicas, 
técnicas, organizativas y de producción comunicados a partir del desconfinamiento.

1.  A los procedimientos de regulación temporal de empleo basados en causas 
económicas, técnicas, organizativas y de producción iniciados tras la entrada en vigor del 
presente real decreto-ley y hasta el 30 de junio de 2020, les resultará de aplicación el 
artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con las especialidades recogidas 
en este precepto.

2.  La tramitación de estos expedientes podrá iniciarse mientras esté vigente un 
expediente de regulación temporal de empleo de los referidos en el artículo 1.

3.  Cuando el expediente de regulación temporal de empleo por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción se inicie tras la finalización de un expediente 
temporal de regulación de empleo basado en la causa prevista en el artículo 22 del 
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Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la fecha de efectos de aquél se retrotraerá a la 
fecha de finalización de este.

4.  Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a la fecha de entrada 
en vigor del presente real decreto-ley seguirán siendo aplicables en los términos previstos 
en la comunicación final de la empresa y hasta el término referido en la misma.

Artículo 3.  Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo.

1.  Las medidas de protección por desempleo previstas en los apartados 1 al 5 del 
artículo 25 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta el 30 
de junio de 2020.

2.  Las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo reguladas en 
el artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta 
el 31 de diciembre de 2020.

Artículo 4.  Medidas extraordinarias en materia de cotización vinculadas a las medidas 
reguladas en el artículo 1.

1.  La Tesorería General de la Seguridad Social exonerará, respecto a las cotizaciones 
devengadas en los meses de mayo y junio de 2020, a las empresas y entidades a las que 
se refiere el apartado 1 del artículo 1 del abono de la aportación empresarial prevista en el 
artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas por 
conceptos de recaudación conjunta, siempre que, a 29 de febrero de 2020, tuvieran menos 
de cincuenta trabajadores, o asimilados a los mismos, en situación de alta en la Seguridad 
Social. Si las citadas empresas y entidades tuvieran cincuenta trabajadores, o asimilados 
a los mismos, o más, en situación de alta en la Seguridad Social, la exoneración de la 
obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la aportación empresarial.

2.  Las empresas y entidades a las que se refiere el apartado 2 del artículo 1 quedarán 
exoneradas del abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social y 
por conceptos de recaudación conjunta, en los porcentajes y condiciones que se indican a 
continuación:

a)  Respecto de las personas trabajadoras que reinicien su actividad a partir de la 
fecha de efectos de la renuncia y de los periodos y porcentajes de jornada trabajados 
desde ese reinicio, la exención alcanzará el 85 % de la aportación empresarial devengada 
en mayo de 2020 y el 70 % de la aportación empresarial devengada en junio de 2020, 
cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta trabajadores o asimilados a los 
mismos en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020. Si en esa 
fecha la empresa hubiera tenido cincuenta o más trabajadores o asimilados a los mismos 
en situación de alta, la exención alcanzará el 60 % de la aportación empresarial devengada 
en mayo de 2020 y el 45 % de la aportación empresarial devengada en junio de 2020.

b)  Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que continúen con sus 
actividades suspendidas a partir de la fecha de efectos de la renuncia y de los periodos y 
porcentajes de jornada afectados por la suspensión, la exención alcanzará el 60 % de la 
aportación empresarial devengada en mayo de 2020 y el 45 % de la aportación empresarial 
devengada en junio de 2020, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta 
trabajadores o asimilados a los mismos en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020. Si en esa fecha la empresa hubiera tenido cincuenta o más trabajadores, 
o asimilados a los mismos, en situación de alta, la exención alcanzará el 45 % de la 
aportación empresarial devengada en mayo de 2020 y el 30 % de la aportación empresarial 
devengada en junio de 2020. En este caso, la exoneración se aplicará al abono de la 
aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
así como del relativo a las cuotas por conceptos de recaudación conjunta.
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3.  Las exenciones en la cotización se aplicarán por la Tesorería General de la 
Seguridad Social a instancia de la empresa, previa comunicación sobre la situación de 
fuerza mayor total o parcial, así como de la identificación de las personas trabajadoras 
afectadas y periodo de la suspensión o reducción de jornada.

Para que la exoneración resulte de aplicación esta comunicación se realizará, por cada 
código de cuenta de cotización, mediante una declaración responsable que deberá 
presentarse, antes de que se solicite el cálculo de la liquidación de cuotas correspondiente, 
a través del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 
(Sistema RED), regulado en la Orden ESS/484/2013, de 26 de marzo.

4.  A efectos del control de estas exoneraciones de cuotas, será suficiente la 
verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal proceda al reconocimiento de la 
correspondiente prestación por desempleo por el período de que se trate.

La Tesorería General de la Seguridad Social podrá establecer los sistemas de 
comunicación necesarios con el Servicio Público de Empleo Estatal para el contraste con 
sus bases de datos del contenido de las declaraciones responsables y de los periodos de 
disfrute de las prestaciones por desempleo.

5.  Las exenciones en la cotización a que se refiere este artículo no tendrán efectos 
para las personas trabajadoras, manteniéndose la consideración del período en que se 
apliquen como efectivamente cotizado a todos los efectos, sin que resulte de aplicación lo 
establecido en el artículo 20 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

6.  Las exoneraciones reguladas en este artículo serán a cargo de los presupuestos 
de la Seguridad Social en el caso de la aportación empresarial por contingencias comunes, 
de las mutuas colaboradoras en el caso de la aportación empresarial por contingencias 
profesionales, del Servicio Público de Empleo Estatal en el caso de la aportación 
empresarial para desempleo y por formación profesionales y del Fondo de Garantía 
Salarial en el caso de las aportaciones que financian sus prestaciones.

Artículo 5.  Límites relacionados con reparto de dividendos y transparencia fiscal.

1.  Las empresas y entidades que tengan su domicilio fiscal en países o territorios 
calificados como paraísos fiscales conforme a la normativa vigente no podrán acogerse a 
los expedientes de regulación temporal de empleo regulados en el artículo 1 de este real 
decreto-ley.

2.  Las sociedades mercantiles u otras personas jurídicas que se acojan a los 
expedientes de regulación temporal de empleo regulados en el artículo 1 de este real 
decreto-ley y que utilicen los recursos públicos destinados a los mismos no podrán 
proceder al reparto de dividendos correspondientes al ejercicio fiscal en que se apliquen 
estos expedientes de regulación temporal de empleo, excepto si abonan previamente el 
importe correspondiente a la exoneración aplicada a las cuotas de la seguridad social.

No se tendrá en cuenta el ejercicio en el que la sociedad no distribuya dividendos en 
aplicación de lo establecido en el párrafo anterior, a los efectos del ejercicio del derecho de 
separación de los socios previsto en el apartado 1 del artículo 348 bis del texto refundido de 
la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

Esta limitación a repartir dividendos no será de aplicación para aquellas entidades que, 
a fecha de 29 de febrero de 2020, tuvieran menos de cincuenta personas trabajadoras, o 
asimiladas a las mismas, en situación de alta en la Seguridad Social.

Disposición adicional primera.  Extensión de los expedientes de regulación temporal de 
empleo basados en la causa prevista en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, y de las medidas extraordinarias en materia de protección por 
desempleo y de cotización.

1.  Mediante acuerdo de Consejo de Ministros se podrá establecer una prórroga de 
los expedientes de regulación de empleo a los que se refiere el artículo 1, en atención a 
las restricciones de la actividad vinculadas a razones sanitarias que subsistan llegado 
el 30 de junio de 2020.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
49

59
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

8



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 134	 Miércoles 13 de mayo de 2020	 Sec. I.   Pág. 32265

2.  Este acuerdo podrá, a su vez, prorrogar las exenciones reguladas en el artículo 4, 
o extenderlas a los expedientes de regulación temporal de empleo basados en causas 
objetivas, así como prorrogar las medidas de protección por desempleo previstas en el 
artículo 25.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, por el período de tiempo y 
porcentajes que en él se determinen.

Disposición adicional segunda.  Comisión de Seguimiento tripartita laboral.

1.  Se crea una Comisión de Seguimiento tripartita laboral del proceso de 
desconfinamiento, que estará integrada por las personas al efecto designadas por el 
Ministerio de Trabajo y Economía Social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la 
Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), y las 
organizaciones sindicales más representativas, Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión 
General de Trabajadores (UGT).

2.  Esta Comisión se reunirá, con carácter ordinario, el segundo miércoles de cada 
mes, previa convocatoria remitida por el Ministerio de Trabajo y Economía Social y con 
carácter extraordinario, siempre que lo soliciten tres de las cuatro organizaciones 
integrantes de la misma.

3.  Esta Comisión de Seguimiento tripartita laboral tendrá como función principal el 
seguimiento de las medidas que, en el ámbito laboral, se están adoptando durante la fase 
de excepcionalidad atenuada, el intercambio de los datos e información recabada por las 
organizaciones integrantes y el Ministerio de Trabajo y Economía Social al respecto, así 
como la propuesta y debate de aquellas medidas que se propongan por este o por 
cualquiera de las organizaciones que la integran.

Esta Comisión, en cualquier caso, deberá ser consultada con antelación suficiente y con 
carácter previo a la adopción de las medidas recogidas en la disposición adicional primera.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19.

Se modifica el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, en los 
siguientes términos:

Uno.  El apartado 1 del artículo 24 queda redactado como sigue:

«1.  En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada 
autorizados en base a fuerza mayor temporal vinculada al COVID-19 definida en el 
artículo 22, la Tesorería General de la Seguridad Social exonerará a la empresa del 
abono de la aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas por 
conceptos de recaudación conjunta, durante los meses de marzo y abril de 2020, 
cuando, a 29 de febrero de 2020, tuviera menos de 50 personas trabajadoras, o 
asimiladas a personas trabajadoras por cuenta ajena, en situación de alta en la 
Seguridad Social. Si la empresa tuviera 50 personas trabajadoras, o asimiladas a 
personas trabajadoras por cuenta ajena, o más, en situación de alta en la Seguridad 
Social, la exoneración de la obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la aportación 
empresarial.»

Dos.  Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 24, con la siguiente redacción:

«5.  Las exoneraciones reguladas en este artículo serán a cargo de los 
presupuestos de la Seguridad Social en el caso de la aportación empresarial por 
contingencias comunes, de las mutuas colaboradoras en el caso de la aportación 
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empresarial por contingencias profesionales, del Servicio Público de Empleo Estatal 
en el caso de la aportación empresarial para desempleo y por formación profesional 
y del Fondo de Garantía Salarial en el caso de las aportaciones que financian sus 
prestaciones.»

Tres.  La disposición adicional sexta queda redactada como sigue:

«Disposición adicional sexta.  Salvaguarda del empleo.

1.  Las medidas extraordinarias en el ámbito laboral previstas en el artículo 22 
del presente real decreto-ley estarán sujetas al compromiso de la empresa de 
mantener el empleo durante el plazo de seis meses desde la fecha de reanudación 
de la actividad, entendiendo por tal la reincorporación al trabajo efectivo de 
personas afectadas por el expediente, aun cuando esta sea parcial o solo afecte a 
parte de la plantilla.

2.  Este compromiso se entenderá incumplido si se produce el despido o 
extinción de los contratos de cualquiera de las personas afectadas por dichos 
expedientes.

No se considerará incumplido dicho compromiso cuando el contrato de trabajo 
se extinga por despido disciplinario declarado como procedente, dimisión, muerte, 
jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de la persona 
trabajadora, ni por el fin del llamamiento de las personas con contrato fijo-
discontinuo, cuando este no suponga un despido sino una interrupción del mismo. 
En particular, en el caso de contratos temporales el compromiso de mantenimiento 
del empleo no se entenderá incumplido cuando el contrato se extinga por expiración 
del tiempo convenido o la realización de la obra o servicio que constituye su objeto 
o cuando no pueda realizarse de forma inmediata la actividad objeto de contratación.

3.  Este compromiso del mantenimiento del empleo se valorará en atención a 
las características específicas de los distintos sectores y la normativa laboral 
aplicable, teniendo en cuenta, en particular, las especificidades de aquellas 
empresas que presentan una alta variabilidad o estacionalidad del empleo.

4.  No resultará de aplicación el compromiso de mantenimiento del empleo en 
aquellas empresas en las que concurra un riesgo de concurso de acreedores en los 
términos del artículo 5.2 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

5.  Las empresas que incumplan este compromiso deberán reintegrar la 
totalidad del importe de las cotizaciones de cuyo pago resultaron exoneradas, con 
el recargo y los intereses de demora correspondientes, según lo establecido en las 
normas recaudatorias en materia de Seguridad Social, previas actuaciones al efecto 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que acredite el incumplimiento y 
determine las cantidades a reintegrar.»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por 
el que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los 
efectos derivados del COVID-19.

La disposición final tercera del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se 
adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados 
del COVID-19, queda modificada como sigue:

«Disposición final tercera.  Entrada en vigor y vigencia.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado", manteniendo su vigencia durante el estado de alarma 
decretado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus posibles prórrogas.

Los artículos 2 y 5 mantendrán su vigencia hasta el 30 de junio de 2020.»
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Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 12 de mayo de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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I. DISPOSICIONES GENERALES

CORTES GENERALES
5051 Resolución de 13 de mayo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la 

que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-
ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para 
apoyar la economía y el empleo.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, el Congreso 
de los Diputados, en su sesión del día de hoy, acordó convalidar el Real Decreto-
ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la 
economía y el empleo, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 112, de 22 de 
abril de 2020.

Se ordena la publicación para general conocimiento.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de mayo de 2020.–La Presidenta del 
Congreso de los Diputados, Meritxell Batet Lamaña.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

CORTES GENERALES
5052 Resolución de 13 de mayo de 2020, del Congreso de los Diputados, por la 

que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-
ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para 
hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, el Congreso 
de los Diputados, en su sesión del día de hoy, acordó convalidar el Real Decreto-
ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al 
COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» número 119, de 29 de abril de 2020.

Se ordena la publicación para general conocimiento.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de mayo de 2020.–La Presidenta del 
Congreso de los Diputados, Meritxell Batet Lamaña.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL
5073 Resolución de 6 de mayo de 2020, de la Secretaría General de Formación 

Profesional, por la que se amplía, de forma extraordinaria por la situación 
derivada del COVID-19, el plazo de ejecución de las actuaciones de los 
Programas de Cooperación Territorial de Evaluación y acreditación de las 
competencias profesionales, de Calidad de la Formación Profesional del 
Sistema Educativo, de Formación Profesional Dual, y de Formación, 
perfeccionamiento y movilidad del profesorado; cuyos criterios de distribución 
a las Comunidades Autónomas para su financiación se formalizan por 
Acuerdos del Consejo de Ministros de 22 de noviembre de 2019.

Ante la situación excepcional provocada por el COVID-19, el Gobierno de España 
decretó el estado de alarma mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
modificado por el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo.

Con fecha 22 de noviembre de 2019 y mediante Acuerdos de Consejo de Ministros se 
formalizaron los criterios de distribución a las comunidades autónomas, así como la 
distribución resultante, aprobados por la Comisión General de Educación de la Conferencia 
Sectorial de Educación en las sesiones celebradas el 21 de octubre de 2019, para financiar 
las actuaciones de «Desarrollo de acciones de calidad en formación profesional del sistema 
educativo español», y el 11 de noviembre de 2019, para financiar las actuaciones de 
«Evaluación y acreditación de las competencias profesionales», «Financiar el impulso a la 
Formación Profesional Dual», y la «Formación, perfeccionamiento y movilidad del 
profesorado», todas ellas, con la cofinanciación del Fondo Social Europeo.

Las comunidades autónomas, en los citados acuerdos, se comprometen a desarrollar 
las acciones financiadas con los créditos recibidos, desde el 1 de septiembre de 2019 y 
hasta el 31 de diciembre de 2020.

Además, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria, no más tarde del 31 de marzo de 2021, las 
Comunidades Autónomas remitirán al Ministerio de Educación y Formación Profesional, 
un estado de ejecución indicando las cuantías totales de compromisos de créditos, 
obligaciones reconocidas y pagos realizados detallado para la aplicación presupuestaria 
del Presupuesto General del Estado desde la que se realice la transferencia de crédito. 
Las Comunidades Autónomas deberán proceder a un adecuado control de los fondos 
recibidos que asegure la correcta obtención, disfrute y destino de los mismos por los 
perceptores finales.

De la misma manera y para cumplir con la normativa comunitaria, la Comunidad 
Autónoma se compromete a justificar las actuaciones al Organismo Intermedio del 
Ministerio de Educación y Formación Profesional, de acuerdo con la normativa 
comunitaria aplicable a los Fondos Estructurales, y en particular al FSE, y con las 
decisiones que en aplicación de la misma dicten la Comisión Europea, la Autoridad de 
Gestión del FSE en España y el propio Organismo Intermedio. Para facilitar la 
transmisión y conservación de la información, se utilizarán los sistemas telemáticos 
establecidos por el Organismo Intermedio y la Autoridad de Gestión para el registro y 
almacenamiento informatizado de los datos agregados correspondientes a las 
actuaciones cofinanciadas.

Debido al contexto actual, cierre de centros públicos y de servicios administrativos de los 
territorios, numerosas comunidades autónomas han dictado planes de contingencia, pero sin 
posibilidad de predecir la capacidad de la actividad y la disposición de recursos humanos 
suficientes para poder realizar las acciones y por ello, han solicitado una ampliación en los 
plazos de ejecución de las citadas actuaciones por causa de fuerza mayor.
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En el contexto actual de estado de alarma, decretado por el gobierno de la nación 
mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, modificado por el Real 
Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y de conformidad 
con la disposición adicional tercera, que establece la suspensión de plazos 
administrativos y que indica, entre otros, que «se suspenden términos y se interrumpen 
los plazos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. 
El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el 
presente real decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo».

Sin perjuicio de lo anterior, el apartado cuarto de dicha disposición señala que, desde 
la entrada en vigor del citado Real Decreto, las entidades del sector público podrán 
acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos administrativos que 
vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del 
estado de alarma, o que sean indispensables para la protección del interés general o 
para el funcionamiento básico de los servicios.

Asimismo, el estado de alarma decretado en el citado RD 463/2020 es susceptible de 
ser ampliado, previa autorización del Congreso de los Diputados, de acuerdo con la 
evolución de la situación que la ha generado. Esta posibilidad crea una inseguridad en 
las administraciones afectadas de plazos, por lo que es aconsejable hacer uso de la 
situación de excepcionalidad prevista en la disposición adicional tercera 3, que determina 
que «…, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución motivada, las 
medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar perjuicios 
graves en los derechos e intereses del interesado en el procedimiento y siempre que 
este manifieste su conformidad…»

Esta Secretaría General, ante las circunstancias actuales, ha resuelto:

Primero.

Ampliar el plazo de ejecución de los créditos distribuidos, con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado 2019, para financiar las actuaciones de los 
Programas de Cooperación Territorial 2019, una vez finalizado el plazo legal del período 
de vigencia del estado de alarma, establecido por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, y sus prórrogas en todo el territorio nacional, en dos 
meses. A este plazo de ejecución, se le añadirá el de tres meses para el período de 
justificación de los fondos librados por el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional.

Segundo.

Considerar incluidos a efectos de lo previsto en el punto primero, los siguientes 
créditos:

Evaluación y acreditación de las competencias profesionales.
Desarrollo de acciones de calidad en formación profesional del sistema educativo 

español.
Impulso a la Formación Profesional Dual.
Formación, perfeccionamiento y movilidad del profesorado.

Tercero.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 39.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los efectos de la 
presente resolución se retrotraen a la fecha de entrada en vigor del Real 
Decreto 463/2020, en lo que produzca efectos favorables al interesado, siempre que los 
supuestos de hecho necesarios existieran ya en dicha fecha y no lesione derechos e 
intereses legítimos de otras personas.
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Cuarto.

Esta resolución será efectiva desde el día siguiente de su firma, y será comunicada 
de forma fehaciente a las Administraciones interesadas, en los términos previstos en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, sin perjuicio de la suspensión de plazos previstos en la 
disposición adicional tercera del RD 463/2020, de 14 de marzo.

Madrid, 6 de mayo de 2020.–La Secretaria General de Formación profesional, Clara 
Sanz López.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
4929 Orden INT/401/2020, de 11 de mayo, por la que se restablecen 

temporalmente los controles en las fronteras interiores aéreas y marítimas, 
con motivo de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Mediante la Orden INT/239/2020, de 16 de marzo, por la que se restablecen los 
controles en las fronteras interiores terrestres con motivo de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, se restablecieron estos controles como medida 
complementaria a las restricciones a la movilidad dentro del territorio español impuestas 
por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Dicha 
medida se adoptó en virtud del artículo 28 del Reglamento (UE) 2016/399 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2016, por el que se establece un 
Código de normas de la Unión para el cruce de personas por las fronteras (Código de 
fronteras Schengen), con la máxima duración permitida, de diez días.

Mediante las Órdenes INT/283/2020, de 25 de marzo, INT/335/2020, de 10 de abril, 
INT/368/2020, de 24 de abril, e INT/396/2020, de 8 de mayo, se han prorrogado 
sucesivamente tales controles en las fronteras interiores terrestres hasta el 23 de mayo 
de 2020, inclusive.

La evolución de la crisis sanitaria y la duración previsible del proceso de desescalada 
siguen requiriendo que las medidas restrictivas remanentes en el territorio español se 
acompañen de otras proporcionales en las fronteras interiores. A su vez, a medida que 
se pueda avanzar en el proceso de desescalada, los riesgos de contagio derivados de 
los movimientos permitidos serán mayores, añadiendo complejidad al objetivo prioritario 
de contener la expansión del COVID-19.

Además, teniendo en cuenta que, durante el proceso de desescalada, se aplica a los 
residentes en España la restricción de movimientos interprovinciales, al tiempo que se 
relajan las medidas dentro de estos ámbitos geográficos, se considera conveniente 
limitar también el acceso a tales demarcaciones desde otros Estados miembros por vías 
aérea y marítima. La proporcionalidad de esta medida al momento actual se concluye del 
propio alcance del Plan de Transición hacia una nueva normalidad aprobado por el 
Gobierno. En dicho Plan, distribuido en fases, se conforma, como se exponía 
previamente, el alzamiento progresivo de las medidas de confinamiento vigentes. El 
alzamiento progresivo conllevará razonablemente que personas residentes en el exterior 
decidan viajar a nuestro país, entrando en contradicción con las limitaciones de 
movilidad internas. Conviene recordar que la unidad territorial en el desarrollo del Plan 
de Transición, sin perjuicio de excepciones que puedan aprobarse, es la provincia. Las 
limitaciones de movilidad interna obedecen a la necesidad de garantizar en todo 
momento la salud pública como derecho y bien constitucional, y presupuesto 
imprescindible para alcanzar la nueva normalidad. En este contexto, conviene recordar 
que el mero hecho de poseer una vivienda no acredita la residencia en España.

Esta medida, al igual que la Orden INT/396/2020, de 8 de mayo, se adopta en virtud 
del artículo 25 del Código de fronteras Schengen. La imprevisibilidad de la evolución de 
la enfermedad ha impedido realizar la comunicación a los demás Estados miembros y a 
la Comisión con cuatro semanas de antelación, por lo que se hace uso de la posibilidad, 
contemplada en el artículo 27 del Código de fronteras Schengen, de hacerlo en un plazo 
más corto. Esta medida se considera proporcionada a la gravedad de la situación y 
congruente con el mantenimiento de los controles restablecidos en las fronteras 
interiores por parte de un número significativo de Estados miembros de la Unión 
Europea. Son un total de catorce Estados miembros y Estados Asociados Schengen los 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 133 Martes 12 de mayo de 2020 Sec. I.   Pág. 32118

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
49

29
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

17



que han restablecido los controles en las fronteras interiores aéreas (Alemania, Bélgica, 
República Checa, Dinamarca, Estonia, Eslovaquia, Finlandia, Francia, Hungría, Islandia, 
Lituania, Noruega, Polonia, Suiza) y nueve en las marítimas (Lituania, Dinamarca, 
Polonia, Noruega, Alemania, Estonia, Finlandia, Bélgica e Islandia).

De acuerdo con lo expuesto, como autoridad competente delegada, al amparo de lo 
previsto en el artículo 4, apartados 2 y 3, del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
dispongo:

Artículo único. Restablecimiento temporal de controles en fronteras interiores aéreas y 
marítimas.

1. Se restablecen temporalmente los controles en las fronteras interiores aéreas y 
marítimas desde las 00:00 horas del día 15 de mayo de 2020 hasta las 00:00 horas 
del 24 de mayo de 2020.

2. Sólo se permitirá la entrada en el territorio nacional por vía aérea y por vía 
marítima a las siguientes personas:

a) Ciudadanos españoles.
b) Residentes en España, debiendo acreditar su residencia habitual.
c) Trabajadores transfronterizos.
d) Profesionales sanitarios o del cuidado de mayores que se dirijan a ejercer su 

actividad laboral.
e) Aquellas que acrediten documentalmente causas de fuerza mayor o situación de 

necesidad.

3. Queda exceptuado de estas restricciones el personal extranjero acreditado como 
miembro de las misiones diplomáticas, oficinas consulares y organismos internacionales 
sitos en España, siempre que se trate de desplazamientos vinculados al desempeño de 
sus funciones oficiales.

4. Con el fin de asegurar la continuidad de la actividad económica y de preservar la 
cadena de abastecimiento, estas medidas no son aplicables al transporte de mercancías, 
incluyendo los tripulantes de los buques, a fin de asegurar la prestación de los servicios 
de transporte marítimo y la actividad pesquera, y el personal aeronáutico necesario para 
llevar a cabo las actividades de transporte aéreo comercial. Será condición indispensable 
que estas personas tengan asegurada la inmediata continuación del viaje.

Tampoco serán aplicables las medidas arriba expuestas a quienes por vía aérea o 
marítima lleguen al territorio español por cualquier otro motivo exclusivamente laboral, 
además de los señalados en el apartado 2, siempre que se acredite documentalmente.

5. Para evitar recurrir al procedimiento administrativo de denegación de entrada, se 
colaborará con los operadores de transporte de viajeros y con las autoridades de los 
demás Estados miembros y Estados Asociados Schengen al objeto de impedir el viaje.

Disposición final primera. Notificación de la medida.

Esta medida se notificará, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, a los Estados miembros de la Unión Europea, a la Comisión 
Europea, al Parlamento Europeo y al Consejo en los términos previstos en el artículo 27 
del Reglamento (UE) 2016/399 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo 
de 2016, por el que se establece un Código de normas de la Unión para el cruce de 
personas por las fronteras (Código de fronteras Schengen).

Disposición final segunda. Entrada en vigor y efectos.

1. Esta orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» y producirá efectos a las 00:00 horas del 15 de mayo de 2020 en las 
fronteras interiores aéreas y marítimas.
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2. Tendrá vigencia hasta las 00:00 horas del 24 de mayo de 2020, sin perjuicio de 
las prórrogas que pudiesen acordarse.

Madrid, 11 de mayo de 2020.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska 
Gómez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
4960 Orden INT/407/2020, de 12 de mayo, por la que se adoptan medidas para 

flexibilizar las restricciones establecidas en el ámbito de Instituciones 
Penitenciarias al amparo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

La expansión de la pandemia ocasionada por el COVID-19 dio lugar a la aprobación 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el que 
se adoptan importantes medidas restrictivas de la movilidad y que, ante la evolución de 
la pandemia, ha sido prorrogado por los Reales Decretos 476/2020, de 27 de marzo, 
487/2020, de 10 de abril, 492/2020, de 24 de abril, y 514/2020, de 8 de mayo.

Como consecuencia de las medidas de contención adoptadas durante el tiempo que 
ha transcurrido desde la declaración del estado de alarma, se ha logrado una reducción 
sustancial y sostenida de los diferentes indicadores de expansión de la enfermedad en 
nuestro país.

En el marco de las medidas previstas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 
conforme a las atribuciones conferidas al Ministro del Interior, en virtud de su artículo 4.2.b), 
como autoridad competente delegada en el área de su responsabilidad, y en ejercicio de las 
facultades que le atribuye su artículo 4.3, se dictó la Orden INT/227/2020, de 15 de marzo, 
en relación con las medidas que se adoptan en el ámbito de Instituciones Penitenciarias al 
amparo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

En el momento actual, y dado que en España se ha iniciado un proceso de reducción 
gradual de las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto 
social establecidas mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el objetivo 
de conseguir la recuperación paulatina de la vida cotidiana, preservando la salud pública, 
minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la población, y 
evitando que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar, se 
hace necesario acomodar el ámbito penitenciario a la nueva situación actual.

En consecuencia, de acuerdo con lo expuesto, como autoridad competente 
delegada, al amparo de lo previsto en el artículo 4, apartados 2 y 3, del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, dispongo:

Artículo único. Régimen penitenciario.

Se reanudarán en los centros penitenciarios del Estado, de forma paulatina y 
gradual, manteniendo como referencia la protección de la salud pública, las siguientes 
actividades:

a) Las comunicaciones ordinarias de los internos.
b) Las salidas de permiso y las salidas programadas, de acuerdo con las 

indicaciones de la autoridad sanitaria.
c) Los internos clasificados en tercer grado o que tengan aplicado el régimen de 

flexibilidad y se hallen destinados en centros de inserción social, secciones abiertas o 
centros ordinarios, podrán seguir saliendo para la realización de las actividades 
expresamente relacionadas en el artículo 7 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, adoptándose los protocolos establecidos cuando 
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regresen al centro penitenciario. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán 
respetarse las recomendaciones y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.

d) Los traslados de los internos cuando sean solicitados por las autoridades 
judiciales, los traslados por razones sanitarias y aquellos que por circunstancias 
regimentales o tratamentales se requieran, según sean las indicaciones sanitarias que, 
en cada caso y momento, se vayan adoptando.

e) Las actividades educativas, formativas, terapéuticas, deportivas, culturales y 
religiosas en el interior de los centros penitenciarios, en función de la situación de estos y 
de las medidas que se puedan ir adoptando por las autoridades competentes en la 
materia.

Las actuaciones y actividades anteriormente citadas podrán revertirse si la situación 
epidemiológica así lo aconseja, de forma global o individualizada para uno o varios 
centros penitenciarios.

Disposición derogatoria única.

Queda derogada la Orden INT/227/2020, de 15 de marzo, en relación con las 
medidas que se adoptan en el ámbito de Instituciones Penitenciarias al amparo del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 12 de mayo de 2020.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska 
Gómez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
5053 Orden INT/409/2020, de 14 de mayo, por la que se prorrogan los criterios 

para la aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles 
desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por 
razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

Los miembros del Consejo Europeo acordaron, el 17 de marzo de 2020, aplicar por 
un periodo de treinta días una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde 
terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen.

El acuerdo tenía por objeto limitar la expansión del contagio del COVID-19. España 
aplicó este acuerdo mediante la Orden INT/270/2020, de 21 de marzo, por la que se 
establecen criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen 
por razones de orden público y salud pública, con motivo de la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. Esta restricción se inscribía en el marco del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, y se unía a medidas como las adoptadas mediante la Orden INT/239/2020, 
de 16 de marzo, por la que se restablecen los controles en las fronteras interiores 
terrestres con motivo de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se ha 
prorrogado en España hasta, de momento, el 24 de mayo a las 00:00 horas. Se han 
prorrogado también sucesivamente los controles en las fronteras interiores terrestres, 
ampliándolos a las aéreas y marítimas, de modo que en virtud de la Orden INT/
396/2020, de 8 de mayo, y de la Orden INT/401/2020, de 11 de mayo, están vigentes 
hasta las 00:00 horas del 24 de mayo.

Tras evaluar la situación de la pandemia en los Estados miembros, en los Estados 
asociados Schengen y terceros países, la Comisión Europea recomendó prorrogar hasta 
el 15 de mayo la restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros países 
a la Unión Europea y países asociados Schengen. Esta recomendación se recogía en la 
Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo y al Consejo 
sobre la evaluación de la aplicación de la restricción temporal de viajes no 
imprescindibles a la Unión Europea, de 8 de abril.España la puso en práctica mediante la 
Orden INT/356/2020, de 20 de abril, por la que se prorrogan los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. De igual 
modo obraron todos los demás Estados del espacio Schengen.

De nuevo, en su Comunicación sobre la restricción de los viajes no imprescindibles a 
la Unión Europea, de 8 de mayo, la Comisión recomienda la prórroga de las citadas 
restricciones, en este caso hasta el 15 de junio.

En su virtud, al amparo de lo previsto en el artículo 4, apartados 2 y 3, del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, dispongo:

Artículo 1. Criterios aplicables para denegar la entrada por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

1. A efectos de lo establecido en los artículos 6.1 e) y 14 del Reglamento (UE) 
2016/399 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2016, por el que se 
establece un Código de normas de la Unión para el cruce de personas por las fronteras 
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(Código de fronteras Schengen), será sometida a denegación de entrada, por motivos de 
orden público o salud pública, toda persona nacional de un tercer país, salvo que 
pertenezca a una de las siguientes categorías:

a) Residentes habituales en la Unión Europea, en los Estados asociados Schengen 
o Andorra, que se dirijan directamente a su lugar de residencia.

b) Titulares de un visado de larga duración expedido por un Estado miembro o 
Estado asociado Schengen que se dirijan a éste.

c) Trabajadores transfronterizos.
d) Profesionales sanitarios o del cuidado de mayores que se dirijan o regresen de 

ejercer su actividad laboral.
e) Personal dedicado al transporte de mercancías en el ejercicio de su actividad 

laboral, dentro del que se consideran comprendidos los tripulantes de los buques, a fin 
de asegurar la prestación de los servicios de transporte marítimo y la actividad pesquera; 
y el personal de vuelo necesario para llevar a cabo las actividades de transporte aéreo 
comercial. Será condición indispensable que tengan asegurada la inmediata 
continuación del viaje.

f) Personal diplomático, consular, de organizaciones internacionales, militares y 
miembros de organizaciones humanitarias, en el ejercicio de sus funciones.

g) Personas viajando por motivos familiares imperativos debidamente acreditados.
h) Personas que acrediten documentalmente motivos de fuerza mayor o situación 

de necesidad, o cuya entrada se permita por motivos humanitarios.

2. A efectos de lo dispuesto en los artículos 4.3 y 15 del Real Decreto 240/2007, 
de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos 
de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo, se considerará procedente denegar la entrada por 
motivos de orden público o salud pública a los ciudadanos de la Unión y sus familiares 
que no pertenezcan a una de las siguientes categorías:

a) Registrados como residentes en España o que se dirijan directamente a su lugar 
de residencia en otro Estado miembro, Estado asociado Schengen o Andorra.

b) El cónyuge de ciudadano español o pareja con la que mantenga una unión 
análoga a la conyugal inscrita en un registro público, y aquellos ascendientes y 
descendientes que vivan a su cargo, siempre que viajen con o para reunirse con éste.

c) Las comprendidas en los párrafos c) a h) del apartado 1 de este artículo.

3. Con el fin de no tener que recurrir al procedimiento administrativo de denegación 
de entrada en los casos previstos en los dos apartados anteriores, se colaborará con los 
transportistas y las autoridades de los Estados vecinos al objeto de que no se permita el 
viaje.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación en la frontera 
terrestre con Andorra ni en el puesto de control de personas con el territorio de Gibraltar, 
sin perjuicio de la posibilidad de realizar controles policiales en sus inmediaciones para 
verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2. Cierre de puestos habilitados.

Se mantiene el cierre, con carácter temporal, de los puestos terrestres habilitados 
para la entrada y la salida de España a través de las ciudades de Ceuta y Melilla, 
acordado en la Orden INT/270/2020, de 21 de marzo, de acuerdo con el artículo 3 del 
Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009, aprobado 
por el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril.
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Disposición final única. Efectos.

1. Esta orden entrará en vigor a las 00:00 horas del 16 de mayo de 2020.
2. Tendrá vigencia hasta las 24:00 horas del 15 de junio de 2020, sin perjuicio, en 

su caso, de las eventuales prórrogas que pudiesen acordarse.

Madrid, 14 de mayo de 2020.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska 
Gómez.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 136 Viernes 15 de mayo de 2020 Sec. I.   Pág. 33177

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
50

53
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

https://www.boe.es BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO D. L.: M-1/1958 - ISSN: 0212-033X

24



I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD
4931 Orden SND/402/2020, de 10 de mayo, por la que se establecen medidas 

especiales para garantizar el abastecimiento de antisépticos para la piel sana 
que contengan digluconato de clorhexidina en la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, contempla 
una serie de medidas dirigidas a proteger la salud y seguridad de los ciudadanos, 
contener la progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública.

En el artículo 4.3 del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se habilita a las 
autoridades competentes delegadas para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones 
e instrucciones interpretativas que, en la esfera específica de su actuación, sean 
necesarias para garantizar la prestación de todos los servicios, ordinarios o 
extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y lugares, mediante la 
adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de la Ley 
Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Asimismo, de acuerdo con el artículo 13.a) del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, el Ministro de Sanidad, como autoridad delegada competente, puede impartir las 
órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento del mercado con los productos 
necesarios para la protección de la salud pública. En este mismo sentido, el artículo once 
de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, 
establece que durante la duración del estado de alarma se podrán ordenar medidas 
encaminadas a impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de los 
mercados.

Debido a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 existe, a día de hoy, una 
gran demanda en el mercado de antisépticos para la piel sana, tanto por la población en 
general como en el ámbito hospitalario, por su eficacia en la desinfección y la prevención 
de posibles contagios.

Los antisépticos para la piel sana son biocidas clasificados como tipo de producto 1: 
Biocidas para la higiene humana, conforme al Anexo V del Reglamento 528/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, relativo a la 
comercialización y uso de los biocidas.

Entre las sustancias activas biocidas que pueden emplearse para la fabricación de 
antisépticos de piel sana se encuentra el digluconato de clorhexidina (CAS: 18472-51-0). 
Esta sustancia está en periodo de revisión, conforme al programa de trabajo para el 
examen sistemático de todas las sustancias activas existentes contenidas en los 
biocidas que se mencionan en el Reglamento (UE) n.º 528/2012 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, relativo a la comercialización y uso de los 
biocidas, estando su comercialización como biocida regulada por el Real 
Decreto 3349/1983, de 30 de noviembre, por el que se aprueba la Reglamentación 
Técnico-Sanitaria para la fabricación, comercialización y utilización de plaguicidas, por el 
Real Decreto 1054/2002, de 11 de octubre, por el que se regula el proceso de evaluación 
para el registro, autorización y comercialización de biocidas y de acuerdo al artículo 89 
del citado Reglamento.

Conforme a lo establecido en el artículo 95 del Reglamento (UE) n.º 528/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012, toda persona que desee 
introducir sustancias activas en el mercado de la Unión Europea, por sí mismas o 
integradas en biocidas, deberá presentar un expediente o carta de acceso para cada una 
de las sustancias activas que fabrique o importe para su utilización en biocidas. Así, la 
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Agencia Europea de Sustancias y Mezclas Químicas establece una lista pública de 
personas que han presentado expedientes o cartas de acceso para introducir estas 
sustancias activas en el mercado de la Unión Europea, de modo que quien solicite 
autorización para comercializar un biocida deberá utilizar la sustancia activa procedente 
de los suministradores que aparecen en dicha lista.

La Comisión Europea, en el escrito publicado el 20 de marzo de 2020, acerca de las 
medidas disponibles para los Estados miembro para el incremento de productos 
desinfectantes, indica en su punto 5, que para aquellos productos que contienen 
sustancias activas bajo examen en el programa de revisión, los Estados miembros 
pueden considerar cualquier acción necesaria en virtud de sus disposiciones nacionales 
durante este período para abordar la necesidad de productos desinfectantes en sus 
mercados.

Por todo ello, con la finalidad de poder garantizar el abastecimiento del mercado de 
antisépticos de piel sana a base de digluconato de clorhexidina para la gestión de la 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se hace necesario adoptar medidas 
especiales que permitan disponer de digluconato de clorhexidina suficiente, y, en 
consecuencia, se dicta la presente orden en aplicación de lo establecido en el 
artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

En su virtud, resuelvo:

Primero. Objeto.

Constituye el objeto de la presente orden el establecimiento de medidas especiales 
para garantizar el abastecimiento de antisépticos para la piel sana que contengan 
digluconato de clorhexidina (CAS: 18472-51-0), para una mejor protección de la salud 
pública en la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Segundo. Autorización de uso de la sustancia digluconato de clorhexidina en 
antisépticos para la piel sana.

La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios podrá autorizar la 
fabricación de antisépticos para la piel sana que contengan digluconato de clorhexidina 
adquirido de proveedores distintos a los recogidos en el listado publicado por la Agencia 
Europea de Sustancias y Mezclas Químicas, siempre que esta sustancia activa cumpla 
con las especificaciones establecidas en la Farmacopea Europea.

Tercero. Vigencia.

Lo previsto en esta orden será de aplicación hasta la finalización del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus posibles 
prórrogas.

Cuarto. Efectos.

Esta orden producirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Quinto. Régimen de recursos.

Contra la presente orden se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en 
el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Madrid, 10 de mayo de 2020.–El Ministro de Sanidad, Salvador Illa Roca.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD
4932 Orden SND/403/2020, de 11 mayo, sobre las condiciones de cuarentena a las 

que deben someterse las personas procedentes de otros países a su llegada 
a España, durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 4, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, declaró, mediante el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, el estado de alarma en todo el territorio nacional con 
el fin de afrontar la crisis sanitaria, el cual ha sido prorrogado en cuatro ocasiones, la 
última mediante el acuerdo del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 6 de 
mayo, por la que autorizó la prórroga del estado de alarma desde las 00:00 horas del 
día 10 de mayo de 2020 hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020.

El artículo 4.2.d) del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, determina que, 
para el ejercicio de las funciones previstas en el mismo y bajo la superior dirección del 
Presidente del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad 
competente delegada, tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás 
áreas que no recaigan en el ámbito específico de competencias de los demás Ministros 
designados como autoridad competente delegada a los efectos de este real decreto.

En concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.3 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, el Ministro de Sanidad queda habilitado para dictar 
las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones interpretativas que, dentro de su 
ámbito de actuación como autoridad delegada, sean necesarias para garantizar la 
prestación de todos los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección 
de personas, bienes y lugares, mediante la adopción de cualquiera de las medidas 
previstas en el artículo once de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Asimismo, el artículo 12 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, prevé que en los 
supuestos en los que la declaración del estado de alarma se haya fundamentado en 
crisis sanitarias, tales como epidemias, la autoridad competente podrá adoptar por sí las 
medidas establecidas en las normas para la lucha contra las enfermedades infecciosas. 
En este sentido, el artículo 3 de la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas 
Especiales en Materia de Salud Pública prevé que, con el fin de controlar las 
enfermedades transmisibles, la autoridad sanitaria podrá adoptar las medidas oportunas 
para el control de los enfermos, de las personas que estén o hayan estado en contacto 
con los mismos y del medio ambiente inmediato, así como las que se consideren 
necesarias en caso de riesgo de carácter transmisible.

En base a la evolución de la situación de la epidemia por el coronavirus COVID-19 y 
por recomendación del Comité de Emergencias del Reglamento Sanitario Internacional 
(2005), el 30 de enero de 2020, el Director General de la Organización Mundial de la 
Salud declaró el brote del nuevo coronavirus COVID-19 como una Emergencia de Salud 
Pública de Importancia Internacional (ESPII), ya que su propagación internacional 
supone un riesgo para la salud pública de los países y exige una respuesta internacional 
coordinada. Elevando esta situación de emergencia de salud pública ocasionada por el 
COVID-19 a pandemia el 11 de marzo de 2020. Esta situación ha sido prorrogada en la 
tercera reunión del Comité de Emergencias celebrada el día 30 de abril de 2020.

El Plan para la transición hacia una nueva normalidad, aprobado por Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 28 de abril de 2020, tiene como objetivo fundamental conseguir la 
recuperación paulatina de la vida cotidiana y la actividad económica, minimizando el riesgo 
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que representa la epidemia para la salud de la población y evitando que el Sistema Nacional 
de Salud se puedan desbordar. En este escenario se hace preciso reforzar las capacidades 
en diferentes ámbitos, especialmente la vigilancia y control epidemiológico, llevando a cabo 
una identificación precoz y contención de las fuentes de contagio.

Asimismo, la Organización Mundial de la Salud entre los principios a tener en cuenta 
a la hora de plantear el desconfinamiento ha definido, entre otros, la necesidad de 
gestionar el riesgo de importar y exportar casos más allá de nuestras fronteras, para lo 
que recomienda la implementación de medidas de control y aislamiento para personas 
contagiadas o que provengan de zonas de riesgo.

Por ello se hace preciso limitar los riesgos derivados del tráfico internacional de personas, 
por lo que durante el periodo de desescalada se deben intensificar las medidas de vigilancia y 
control higiénico sanitarias a todos los viajeros internacionales con el objetivo de evitar la 
aparición de casos importados. En este sentido, el Gobierno ha dictado diversas órdenes 
ministeriales que limitan la entrada en España de personas procedentes del extranjero, tales 
como la Orden INT/396/2020, de 8 de mayo, por la que se prorrogan los controles en las 
fronteras interiores terrestres con motivo de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19 o la Orden INT/356/2020, de 20 de abril, por la que se prorrogan los criterios para 
la aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros países a 
la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y salud pública 
con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

En este sentido gran parte de los países europeos de nuestro entorno han venido 
adoptando medidas por las que se establecen periodos de cuarentena de 14 días a los 
viajeros que entran es sus territorios. En España, esta medida se ha venido aplicando a 
las autorizaciones excepcionales otorgadas para las repatriaciones de españoles y 
residentes en España procedentes de Italia. La favorable evolución de la situación 
epidemiológica en nuestro país y el inicio de la desescalada hacen preciso reforzar las 
medidas de control, de tal forma que teniendo presente la distribución mundial del virus y 
en base al principio de precaución, se considera necesario aplicar a las personas que 
procedan del extranjero, la necesidad de realizar una cuarentena durante 14 días.

Por todo ello, en virtud de las facultades previstas en el artículo 4 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, el artículo 12 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio y el artículo tercero de la Ley 
Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública se 
hace preciso dictar una orden ministerial previendo que todo viajero internacional, a la 
llegada España deba someterse a un periodo de cuarentena de 14 días.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

La presente orden tiene por objeto establecer las condiciones de cuarentena a las 
que deben someterse las personas procedentes de otros países a su llegada a España, 
durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 2. Período de cuarentena.

1. Las personas procedentes del extranjero deberán guardar cuarentena los 14 
días siguientes a su llegada.

2. Durante el periodo de cuarentena las personas a que se refiere el apartado 
anterior deberán permanecer en su domicilio o alojamiento, debiendo limitar sus 
desplazamientos a la realización de las siguientes actividades:

a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad.
b) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
c) Por causas de fuerza mayor o situación de necesidad.

Todos los desplazamientos se realizarán obligatoriamente con mascarilla.
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3. De igual manera deberán observar todas las medidas de higiene y/o prevención 
de la transmisión de la enfermedad provocada por el COVID-19, en especial a lo que se 
refiere a contacto con convivientes.

4. Las autoridades sanitarias podrán contactar con las personas en cuarentena 
para realizar su seguimiento. En todo caso, ante la aparición de síntomas como fiebre, 
tos, dificultad respiratoria, malestar general u otros síntomas de caso sospechoso de 
COVID-19 las personas en cuarentena deberán contactar por teléfono con los servicios 
sanitarios mediante los números habilitados por las Comunidades Autónomas, indicando 
que se encuentran en cuarentena por proceder del extranjero.

5. Quedan exceptuados de estas medidas los trabajadores trasfronterizos, 
transportistas y las tripulaciones, así como los profesionales sanitarios que se dirijan a 
ejercer su actividad laboral, siempre que no hayan estado en contacto con personas 
diagnosticadas de COVID-19.

6. Las agencias de viaje, los tour operadores y compañías de trasporte deberán 
informar a los viajeros de estas medidas al inicio del proceso de venta de los billetes con 
destino en el territorio español. En el caso de aeronaves las compañías deberán facilitar 
el formulario de salud pública para localizar a los pasajeros (Passanger Location card), 
contemplado en el Anexo 9 sobre facilitación de la Convención Internacional de Aviación 
Civil, que deberá ser entrado por el viajero a la llegada a España.

Disposición final primera. Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en 
el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Disposición final segunda. Efectos y vigencia.

La presente orden surtirá plenos efectos desde las 00:00 horas del día 15 de mayo 
de 2020 y mantendrá su eficacia durante toda la vigencia del estado de alarma y sus 
posibles prórrogas.

Madrid, 11 de mayo de 2020.–El Ministro de Sanidad, Salvador Illa Roca.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD
4933 Orden SND/404/2020, de 11 de mayo, de medidas de vigilancia epidemiológica 

de la infección por SARS-CoV-2 durante la fase de transición hacia una nueva 
normalidad.

El Reglamento Sanitario Internacional (2005) adoptado por consenso en la 58.ª 
Asamblea Mundial de la Salud, de 23 de mayo de 2005, y que entró en vigor el 15 de junio 
de 2007, obliga a los Estados Miembros, en sus artículos 5 y 6, a tener capacidad para 
detectar, evaluar y notificar eventos que puedan constituir una emergencia de salud 
pública. Este Reglamento, en el anexo II, aporta los criterios para decidir qué eventos 
deben ser notificados a la Organización Mundial de la Salud.

A nivel de la Unión Europea (UE), en 2013 se aprobó la Decisión n.º 1082/2013/UE del 
Parlamento Europeo y el Consejo, de 22 de octubre de 2013, sobre las amenazas 
transfronterizas graves para la salud y por la que se deroga la Decisión n.º 2119/98/UE. En 
ella se establecen normas sobre la vigilancia epidemiológica de las enfermedades 
transmisibles y el seguimiento de las amenazas transfronterizas graves para la salud, la 
alerta precoz en caso de tales amenazas y la lucha contra ellas, con inclusión de la 
planificación de la preparación y respuesta en relación con estas actividades, todo ello con 
la finalidad de coordinar y complementar las políticas nacionales.

La Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública recoge en su artículo 13.3 
la creación de una Red de Vigilancia en Salud Pública que incluya un sistema de alerta 
precoz y respuesta rápida que esté en funcionamiento continuo e ininterrumpido las 
veinticuatro horas del día. A su vez, la red nacional de vigilancia epidemiológica (RENAVE), 
creada por el Real Decreto 2210/1995, de 28 de diciembre, desarrolla el marco legal para 
permitir la recogida y el análisis de la información epidemiológica con el fin de poder 
detectar problemas que puedan suponer un riesgo para la salud, difundir la información a 
las autoridades competentes y facilitar la aplicación de medidas para su control.

Esta legislación ha permitido a las autoridades competentes en materia de salud 
pública tener información de la situación de la infección por SARS-CoV-2 y la COVID-19 
desde el inicio de la pandemia.

Una vez que se ha conseguido superar el momento más complicado de la crisis y 
ahora que los diferentes territorios comienzan ya a avanzar en las diferentes fases 
previstas en el Plan para la Transición a una nueva normalidad, aprobado por Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 28 de abril de 2020, se hace preciso adaptar y reforzar los 
sistemas de información para el seguimiento y la vigilancia epidemiológica, de manera que 
pueda realizarse la detección precoz de cualquier caso que pueda tener infección activa y 
que, por tanto, pueda transmitir la enfermedad.

El objetivo de la vigilancia es apoyar a la autoridad sanitaria con la mejor evidencia 
disponible para liderar y afrontar con eficacia la respuesta a esta crisis. La vigilancia en la 
fase de transición exige sistemas de información epidemiológica que proporcionen 
diariamente datos completos y precisos para la toma de decisiones. En este sentido, 
resulta conveniente hacer las adaptaciones pertinentes en los sistemas de información 
sanitaria y de vigilancia epidemiológica que permitan a la RENAVE disponer de la 
información necesaria, con un nivel de desagregación y detalle adecuado, para garantizar 
una capacidad de reacción rápida que lleve a la adopción de las medidas de control. A esta 
tarea, cada componente de la RENAVE, a nivel autonómico y estatal, debe destinar los 
recursos humanos, materiales y tecnológicos necesarios para la obtención de datos y el 
análisis continuo de los casos, así como para la gestión adecuada de los contactos.

El seguimiento del nivel de transmisión de la epidemia debe hacerse compaginando la 
información obtenida por los diferentes agentes implicados: administraciones públicas, 
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centros sanitarios y sociosanitarios, públicos y privados, y servicios de prevención de 
riesgos laborales. Para lograrlo, es preciso que los Servicios de Salud Pública de las 
comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla y los servicios asistenciales, tanto 
de la sanidad pública como de las entidades privadas o mutuas, adecúen sus sistemas 
informáticos para posibilitar la obtención de la información mínima exigida en el tiempo y 
forma indicados en las correspondientes aplicaciones informáticas establecidas.

En este sentido, en esta orden se establecen una serie de obligaciones de recogida, 
tratamiento y remisión de información, tanto individualizada como agregada, para facilitar 
el acceso electrónico y automático a los datos de relevancia epidemiológica y sanitaria que 
sean pertinentes, siempre salvaguardando los derechos de protección de datos personales.

Asimismo, los laboratorios deben estar también al servicio de la salud pública en esta 
emergencia y por esa razón se considera preciso establecer un sistema específico para 
estas entidades, ágil y seguro, que permita la recogida y remisión de información con el 
resultado de pruebas diagnósticas por PCR en España como complemento al sistema de 
vigilancia individualizada de los casos de COVID-19. Estos laboratorios son los que se 
encuentran en los servicios de microbiología de hospitales del Sistema Nacional de Salud 
y en los centros no sanitarios supervisados por un servicio de microbiología y por la propia 
comunidad autónoma.

Finalmente, se recuerda de manera específica en esta orden que el COVID-19, 
enfermedad producida por la infección por el virus SARS-CoV-2, es una enfermedad de 
declaración obligatoria urgente, calificación que en la práctica ya tenía por ser un subtipo 
de la familia SARS, prevista en los anexos I y II del Real Decreto 2210/1995, de 28 de 
diciembre, por el que se crea la red nacional de vigilancia epidemiológica.

Esta orden se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 4.2.d) del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que establece que para el 
ejercicio de las funciones previstas en el mismo, y bajo la superior dirección del Presidente 
del Gobierno, el Ministro de Sanidad tendrá la condición de autoridad competente 
delegada, tanto en su propia área de responsabilidad como en las demás áreas que no 
recaigan en el ámbito específico de competencias de los demás Ministros designados 
como autoridad competente delegada a los efectos de ese real decreto.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

Esta orden regula las obligaciones y procedimientos de obtención y comunicación de 
información para la vigilancia epidemiológica en relación a la infección del COVID-19, con 
el objetivo de asegurar que esta información sea relevante, oportuna, operativa y 
homogénea a nivel de todas las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.

Artículo 2.  Declaración Obligatoria de COVID-19.

El COVID-19, enfermedad producida por la infección por el virus SARS-CoV-2, es una 
enfermedad de declaración obligatoria urgente.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.

Lo establecido en esta orden será de aplicación al conjunto de las Administraciones 
Públicas, así como a cualquier centro, órgano o agencia dependiente de estas y a cualquier 
otra entidad pública o privada cuya actividad tenga implicaciones en la identificación, 
diagnóstico, seguimiento o manejo de los casos COVID-19.

En particular, será de aplicación a todos los centros, servicios y establecimientos 
sanitarios y sociosanitarios, tanto del sector público como del privado, así como a los 
profesionales sanitarios que trabajan en ellos.
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Artículo 4.  Obligación de información.

Los sujetos mencionados en el artículo anterior están obligados a facilitar a la autoridad 
de salud pública competente todos los datos necesarios para el seguimiento y la vigilancia 
epidemiológica del COVID-19 que le sean requeridos por esta, en el formato adecuado y 
en el tiempo oportuno, incluidos los datos necesarios para identificar de forma inequívoca 
a los ciudadanos.

Artículo 5.  Detección de casos de COVID-19.

A efectos de lo establecido en esta orden, se considerará caso sospechoso de COVID-19 
a cualquier persona con un cuadro clínico de infección respiratoria aguda de aparición 
súbita de cualquier gravedad que cursa, entre otros, con fiebre, tos o sensación de falta de 
aire. Otros síntomas atípicos como la odinofagia, anosmia, ageusia, dolores musculares, 
dolor torácico, diarreas o cefaleas, entre otros, podrán ser considerados también síntomas 
de sospecha de infección por SARS-CoV-2 según criterio clínico. Este criterio podrá 
revisarse y adaptarse en función de los procedimientos aprobados en el seno del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. Los criterios de confirmación de casos se 
establecerán asimismo en dichos procedimientos.

Los servicios de salud de las comunidades y ciudades autónomas garantizarán que en 
todos los niveles de la asistencia, y de forma especial en la atención primaria de salud, a 
todo caso sospechoso de COVID-19 se le realizará una prueba diagnóstica por PCR u otra 
técnica de diagnóstico molecular que se considere adecuada, en las primeras 24 horas 
desde el conocimiento de los síntomas.

Artículo 6.  Obtención y comunicación de datos.

Las unidades de salud pública de las comunidades y ciudades autónomas deberán 
obtener diariamente información sobre los casos sospechosos y confirmados de COVID-19 
de los servicios de atención primaria y hospitalaria, tanto del sistema público como del 
privado, así como de los servicios de prevención de riesgos laborales.

La información a obtener y comunicar al Ministerio de Sanidad a partir del 12 de mayo 
de 2020 será la siguiente:

La información individualizada de casos confirmados, de acuerdo a lo establecido en 
el anexo I de esta orden. Esta información se enviará al Ministerio de Sanidad a través de 
la herramienta de vigilancia SiViEs que gestiona el Centro Nacional de Epidemiología del 
Instituto de Salud Carlos III. Antes de las 12.00 horas de cada día se incorporará toda la 
información acumulada y actualizada hasta las 24.00 horas del día anterior. 
Excepcionalmente, el Ministerio de Sanidad podrá establecer, en coordinación con las 
unidades de salud pública de las comunidades y ciudades autónomas, mecanismos 
alternativos para el envío de esta información.

La información epidemiológica agregada en los términos previstos en el anexo II.
Las unidades de salud pública de las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y 

Melilla, así como las de la administración del Estado, adecuarán sus sistemas tecnológicos 
para que la información a la que se refiere el apartado anterior pueda transmitirse en el 
tiempo y la forma indicados a través de las correspondientes aplicaciones informáticas 
establecidas.

Artículo 7.  Comunicación de datos por los laboratorios.

Los laboratorios autorizados en España para la realización de pruebas diagnósticas 
para la detección de SARS-CoV-2 mediante PCR u otras pruebas moleculares deberán 
remitir al Ministerio de Sanidad los datos de contacto e identificación en los términos 
previstos en el anexo III de esta Orden.

Del mismo modo, deberán enviar diariamente al Ministerio de Sanidad los datos 
contenidos en el anexo IV mediante el sistema que se establezca a tal efecto.
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Artículo 8.  Gobernanza.

El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, sus comisiones, 
subcomisiones, ponencias y grupos de trabajo, velarán por el cumplimiento de lo dispuesto 
en esta orden y promoverán las medidas y actuaciones oportunas para garantizar el 
diagnóstico precoz y el seguimiento de todos los casos de COVID-19. En particular, 
velarán por el correcto funcionamiento de los sistemas de información, de modo que la 
vigilancia epidemiológica que llevan a cabo las comunidades autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla se realice de forma homogénea y las notificaciones al Ministerio de Sanidad 
se produzcan en el tiempo y la forma establecidos.

Artículo 9.  Protección de datos de carácter personal.

El tratamiento de la información de carácter personal que se realice como consecuencia 
del desarrollo y aplicación de esta orden se hará de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, y en lo establecido en los artículos ocho.1 y veintitrés de la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, General de Sanidad. En particular, las obligaciones de información a los 
interesados relativas a los datos obtenidos por los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación 
de la presente Orden se ajustarán a lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento (UE) 
2016/679, teniendo en cuenta las excepciones y obligaciones previstas en su párrafo 5.

El tratamiento tiene por finalidad el seguimiento y vigilancia epidemiológica del COVID-19 
para prevenir y evitar situaciones excepcionales de especial gravedad, atendiendo a 
razones de interés público esencial en el ámbito específico de la salud pública, y para la 
protección de intereses vitales de los afectados y de otras personas físicas al amparo de lo 
establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de abril de 2016.

El responsable del tratamiento será el Ministerio de Sanidad, que garantizará la 
aplicación de las medidas de seguridad preceptivas que resulten del correspondiente 
análisis de riesgos, teniendo en cuenta que los tratamientos afectan a categorías 
especiales de datos y que dichos tratamientos serán realizados por administraciones 
públicas obligadas al cumplimiento del Esquema Nacional de Seguridad.

El intercambio de datos con otros países se regirá por el Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, teniendo en cuenta la 
Decisión n.º 1082/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de octubre 
de 2013, sobre las amenazas transfronterizas graves para la salud y el Reglamento 
Sanitario Internacional (2005) revisado, adoptado por la 58.ª Asamblea Mundial de la 
Salud celebrada en Ginebra el 23 de mayo de 2005.

Artículo 10.  Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en el 
plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Artículo 11.  Entrada en vigor.

Esta orden entrará en vigor el mismo día su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 11 de mayo de 2020.–El Ministro de Sanidad, Salvador Illa Roca.
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ANEXO I

Encuesta para notificación de casos confirmados de COVID-19 a nivel estatal 
  

 
  

 

1. Datos identificativos del caso: 
 
Identificador del caso para la comunidad autónoma: ________________ 
Sexo: Hombre      Mujer     
Fecha nacimiento: __ __ / __ __ / __ __ __ __    Edad:  ____ (si no se dispone de fecha 
de nacimiento) 
Lugar de residencia 
 CCAA: __________ Provincia: _________ Código Postal: ______
 Municipio: _______ 

 
2. Datos clínicos   

 
Fecha de consulta1: (día, mes, año)     _ _ / _ _ / _ _ _ _ 
 
Síntomas    SI        NO       

 
En caso afirmativo indicar la fecha de inicio de síntomas (día, mes, año) _ _ / _ _ / _ _ _ _ 

   
3. Personal sanitario2 que trabaja en (respuesta única) 
 

Centro sanitario    
Centro socio-sanitario   
Otros centros   
No personal sanitario    
 

4. Ámbito de posible exposición en los 14 días previos3 (respuesta única) 
 
Centro sanitario  
Centro socio-sanitario  
Domicilio   
Laboral  
Escolar   
Otros  
Desconocido  

 
5. Caso importado de otro país 

 
SI   NO     

 
6. Contacto con caso confirmado conocido en los últimos 14 días.  

 
SI       NO     

 
7. Fecha de diagnóstico4  _ _ / _ _ / _ _ _   

 
 

 

                                                           
1 La fecha de consulta se refiere a la fecha de contacto con el sistema sanitario. En caso de que el paciente acuda a urgencias 
sería la fecha de entrada en urgencias. En el caso de positivos tras cribados no habría que poner ninguna fecha 
2 Personal sanitario incluye a los profesionales de la salud, a los técnicos sanitarios y al personal auxiliar en el cuidado de 
personas. 
3 Ámbito en el que a juicio de la persona que valora el caso se ha producido la transmisión de la infección. 
 
 
 
4 La fecha de diagnóstico se refiere a la fecha de resultado de la prueba. En caso de disponer de varias fechas se refiere a la 
primera fecha de resultado que defina el caso como confirmado. 
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8. Pruebas diagnósticas positivas  
 
PCR/Técnicas moleculares      
ELISA5      
Test rápido de Anticuerpos     
Detección de antígeno     
 
 

9. Aislamiento del caso e identificación de los contactos 
 
Fecha de aislamiento del caso _ _ / _ _ / _ _ _ _ 
Número de contactos estrechos identificados desde 2 días antes del comienzo de 
síntomas hasta la fecha de aislamiento del caso: _________ 
 

10. Evolución clínica    
 
Ingreso Hospital  Si       No      F. ingreso hospital   _ _ / _ _ / _ _ _ _   
Fecha de alta _ _ / _ _ / _ _ _ _  
Ingreso en UCI     Si       No      F. ingreso UCI       _ _ / _ _ / _ _ _ _   
Fallecimiento        Si       No      F. fallecimiento      _ _ / _ _ / _ _ _ _   
  

11. Resultado al final del seguimiento    
 
Fallecimiento                   
Alta al final de seguimiento      
Fecha (de fallecimiento o alta)   _ _ / _ _ / _ _ _ _   

 
  

                                                           
5  ELISA u otras técnicas de inmunoensayo de alto rendimiento. 
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ANEXO II

Información agregada

La información se remitirá por las unidades de salud pública de las comunidades y 
ciudades autónomas al Centro de Coordinación de Alertas y Emergencias Sanitarias 
(CCAES).

Número de casos sospechosos de COVID-19 en atención primaria.

Esta información se notificará de forma agregada con una periodicidad diaria al 
CCAES. Se notificarán antes de las 12:00 horas los casos nuevos del día anterior (que son 
los que se registren desde las 00:00 horas hasta las 24:00 horas del día anterior).

Si se dispone de información agregada de otras fuentes de información sobre casos 
compatibles (Apps, líneas telefónicas, etc.) se notificarán también, diferenciándola de la 
información procedente de la atención primaria.

Número de casos sospechosos de COVID-19 atendidos en hospitales.

Esta información se notificará de forma agregada con una periodicidad diaria al 
CCAES. Se notificarán antes de las 12:00 horas los casos nuevos del día anterior (que son 
los que se registren desde 00:00 horas hasta las 24:00 horas del día anterior).

Número de casos con infección resuelta detectados.

Se refiere a pacientes asintomáticos y que hayan tenido síntomas compatibles con la 
enfermedad hace más de 14 días (a los que no se les haya realizado una PCR o esta haya 
sido negativa) y en los que se obtiene un resultado de infección resuelta en una prueba de 
diagnóstico serológico.

Se notificarán al CCAES de forma agregada los martes con los datos de la semana 
anterior, de lunes a domingo, antes de las 12:00 horas.

Número de casos acumulados confirmados por PCR u otras pruebas de diagnóstico 
moleculares.

Número de casos totales.
Número de casos hospitalizados (incluidos los ingresados en UCI).
Número de casos ingresados en UCI.
Número de casos fallecidos.
Número de altas epidemiológicas.
Número de casos en personal sanitario y socio-sanitario.

Esta información se continuará remitiendo de la forma prevista en el anexo 1 de la 
Orden SND/352/2020, de 16 de abril, hasta que se encuentre disponible y operativa la 
base de datos de información individualizada.

–  Número de profesionales de los servicios de vigilancia epidemiológica (técnicos 
salud pública, epidemiólogos, enfermería de salud pública, otro personal técnico) 
dedicados a la respuesta de COVID-19 en relación al número de casos diarios detectados 
y a la población de referencia. Se deberá indicar el personal inicial y el nuevo personal de 
refuerzo incorporado.

Esta información se notificará con una periodicidad semanal al CCAES. Se notificará 
los martes antes de las 12:00 horas con los datos de la semana anterior, de lunes a 
domingo.

–  Porcentaje de casos sospechosos de COVID-19 en los que se ha realizado una 
PCR o pruebas de diagnóstico molecular.
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Esta información se notificará de forma agregada con una periodicidad semanal al 
CCAES. Se notificará los martes antes de las 12:00 horas con los datos de la semana 
anterior, de lunes a domingo.

–  Porcentaje de contactos estrechos que desarrollan síntomas durante el seguimiento 
y número de estos contactos que se confirman como casos.

Esta información se notificará de forma agregada semanalmente al CCAES a partir 
de los sistemas de seguimiento de contactos que se establezcan. Se calculará de la 
siguiente forma: contactos con síntomas esa semana/contactos en seguimiento esa 
semana x 100; contactos que se confirman como caso esa semana/contactos en 
seguimiento esa semana x 100. Se notificará los martes antes de las 12:00 horas con 
los datos de la semana anterior, de lunes a domingo.

–  Número de casos en personal sanitario con infección activa por SARS-CoV-2 
confirmados por PCR o técnicas de diagnóstico molecular equivalentes. Esta información 
se notificará de forma agregada semanalmente al CCAES. Será un dato acumulado que 
se notificará los martes antes de las 12:00 horas con los datos de la semana anterior, de 
lunes a domingo.

Número de casos en personal sanitario con infección resuelta.

Se refiere a personal sanitario asintomático y en el que se obtiene un resultado de 
infección resuelta en una prueba de diagnóstico serológico sin una prueba de PCR. Se 
notificarán al CCAES de forma agregada los martes con los datos de la semana anterior, 
de lunes a domingo, antes de las 12:00 horas.

–  Total de personal sanitario que permanecen de baja por infección por SARS-CoV-2. 
Esta información se notificará de forma agregada semanalmente al CCAES. Será un dato 
acumulado que se notificará los martes antes de las 12:00 horas con los datos de la 
semana anterior, de lunes a domingo.

–   Total de personal sanitario con infección por SARS-CoV-2 que han sido dados de 
alta. Esta información se notificará de forma agregada semanalmente al CCAES. Será un 
dato acumulado que se notificará los martes antes de las 12.00 horas con los datos de la 
semana anterior, de lunes a domingo.

ANEXO III

Identificación de laboratorios y de personas de contacto

Los laboratorios autorizados en España para la realización de pruebas diagnósticas, 
laboratorios de COVID-19, mediante PCR o pruebas moleculares deberán facilitar sus 
datos de identificación a la dirección de correo electrónico: serlab@sanidad.gob.es.

Datos de identificación 
del Laboratorio Código*

Nombre centro 
hospitalario (en su 

caso)

Nombre y apellidos del 
responsable** Cargo Correo electrónico Teléfono de 

contacto

(*)  En el caso de laboratorios públicos o privados ubicados en un hospital se empleará el código del mismo, 
a partir del Catálogo Nacional de Hospitales. https://www.mscbs.gob.es/ciudadanos/prestaciones/
centrosServiciosSNS/hospitales/home.htm

Para los laboratorios privados no ubicados en un hospital será el código CCN del REGCESS http://regcess.
mscbs.es/regcessWeb/inicioBuscarCentrosAction.do

(**)  En el caso de ser la Consejería de Sanidad quien informe, será un único responsable.
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ANEXO IV

Remisión de datos por las personas responsables de los laboratorios autorizados 
en España

La siguiente información será remitida por las personas responsables de los laboratorios 
autorizados en España para la realización de pruebas diagnósticas de COVID-19 mediante 
PCR o pruebas moleculares, según el formato y sistema de transmisión habilitado facilitado 
por el Ministerio de Sanidad. Si la Consejería de Sanidad contara con la capacidad de 
extraer estos datos de todos los laboratorios de su competencia, podrá ser quien realice la 
remisión al Ministerio.

Esta información se actualizará diariamente antes de las 12:00 horas.
De cada prueba realizada se consignará la siguiente información:

Información

Identificador del paciente.

Origen de la indicación de la prueba (AP, AE, Otros).

Fecha de nacimiento.

Sexo.

Tipo de prueba (PCR, otra prueba molecular).

Fecha de realización de la prueba.

Resultado prueba.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD
5081 Orden SND/413/2020, de 15 de mayo, por la que se establecen medidas 

especiales para la inspección técnica de vehículos.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, establece 
una serie de medidas que afectan a los sectores industriales, que se consideran 
necesarias para combatir esta pandemia en España. En aplicación del artículo 10 del 
referido real decreto, las estaciones de Inspección Técnica de Vehículos (en adelante, 
ITV) en España han sido cerradas al público.

El artículo 4.3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, establece que los 
Ministros designados como autoridades competentes delegadas, entre ellas el Ministro 
de Sanidad, quedan habilitados para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones interpretativas que, en la esfera específica de su actuación, sean 
necesarias para garantizar la prestación de todos los servicios.

En uso de dicha habilitación, se dictó la Orden SND/325/2020, de 6 de abril, por la 
que se establecen criterios interpretativos y se prorroga la validez de los certificados de 
verificaciones y mantenimientos preventivos establecidos en la regulación de seguridad 
industrial y metrológica, la cual ha establecido la prórroga automática de los certificados 
de inspección técnica de vehículos hasta los treinta días naturales posteriores a la 
finalización del estado de alarma y sus prórrogas.

De acuerdo con lo anterior y con el objetivo de posibilitar la realización del elevado 
número de inspecciones técnicas periódicas de vehículos que han quedado pendientes 
tras la declaración del estado de alarma, de forma que puedan compatibilizarse con la 
ejecución de las inspecciones técnicas de vehículos cuya validez expira en los próximos 
meses, resulta necesario ampliar de modo escalonado la prórroga automática 
establecida en la Orden SND/325/2020, de 6 de abril, y adoptar medidas en relación con 
la cumplimentación de las tarjetas ITV.

En su virtud, resuelvo:

Primero. Ampliación de la prórroga de la validez del certificado de inspección técnica 
periódica de los vehículos.

El plazo de validez de los certificados de inspección técnica periódica de los 
vehículos cuya fecha de próxima inspección se encontrara comprendida en el periodo de 
vigencia del estado de alarma, previsto en el apartado primero de la Orden SND/
325/2020, de 6 de abril, por la que se establecen criterios interpretativos y se prorroga la 
validez de los certificados de verificaciones y mantenimientos preventivos establecidos 
en la regulación de seguridad industrial y metrológica, se amplía en quince días 
naturales por cada semana transcurrida desde el inicio del estado de alarma hasta que 
se hubiera producido el vencimiento del certificado, conforme a lo dispuesto en el 
siguiente cuadro:

Fecha de inspección inicial Periodo de prórroga (días naturales)

Semana 1: 14 a 20 de marzo. 30 días más 15 días adicionales.

Semana 2: 21 a 27 de marzo. 30 días más 2 periodos de 15 días.

Semana 3: 28 de marzo a 3 de abril. 30 días más 3 periodos de 15 días.

Semana n. 30 días más n periodos de 15 días.
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Los anteriores periodos no se aplicarán a la validez de los certificados de inspección 
técnica periódica de los vehículos agrícolas destinados a labores en el campo, que será 
prorrogada hasta el 10 de noviembre de 2020.

Segundo. Cumplimentación de las tarjetas ITV y certificados de inspección técnica.

Una vez realizadas las inspecciones técnicas periódicas de los vehículos cuyos 
certificados hayan sido objeto de prórroga automática, para la cumplimentación de la 
fecha hasta la que es válida la inspección en las tarjetas ITV y los certificados de 
inspección técnica de los vehículos a los que se refieren los artículos 10 y 18 del Real 
Decreto 920/2017, de 23 de octubre, por el que se regula la inspección técnica de 
vehículos, se tomará como referencia la fecha de validez que conste en la tarjeta ITV y 
no computará, en ningún caso, la prórroga de los certificados concedida como 
consecuencia de la declaración del estado de alarma y de sus sucesivas prórrogas.

Tercero. Efectos.

La presente orden producirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Cuarto. Régimen de recursos.

Contra la presente orden, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo en 
el plazo de dos meses a partir del día siguiente al de su publicación, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Madrid, 15 de mayo de 2020.–El Ministro de Sanidad, Salvador Illa Roca.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE TRABAJO Y ECONOMÍA SOCIAL
4946 Orden TES/406/2020, de 7 de mayo, por la que se distribuyen territorialmente 

para el ejercicio económico de 2020, para su gestión por las comunidades 
autónomas con competencias asumidas, subvenciones del ámbito laboral 
financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, incluyendo 
aquellas destinadas a la ejecución del Plan de Choque por el Empleo Joven 
2019-2021 y del Plan Reincorpora-T 2019-2021.

El Sistema Nacional de Empleo es el conjunto de estructuras, medidas y acciones 
necesarias para promover y desarrollar la política de empleo, y está integrado por el 
Servicio Público de Empleo Estatal y los servicios públicos de empleo de las comunidades 
autónomas.

El conjunto de servicios y programas que desarrollan las políticas activas de empleo 
tiene como finalidad mejorar las posibilidades de acceso al empleo de los desempleados 
y la adaptación de la formación y su recualificación para el empleo, así como aquellas 
otras destinadas a fomentar el espíritu empresarial y la economía social.

Las políticas activas de empleo en España a partir de 2013 han seguido una nueva 
Estrategia basada en las líneas de actuación que fueron acordadas con las comunidades 
autónomas en el seno de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales de 11 de 
abril de 2013. La clave del cambio al nuevo modelo de políticas activas de empleo ha sido la 
modificación del modelo de financiación y gestión anterior, articulado en torno a instrumentos 
jurídicos pensados para programas establecidos centralizadamente, para establecer un 
nuevo marco de financiación, ejecución, control y evaluación orientado hacia la consecución 
de determinados objetivos, siguiendo directrices y ejes prioritarios de actuación.

Este nuevo marco de actuación tiene como finalidad principal incrementar la eficacia 
en la utilización de los fondos públicos asignados a cada comunidad autónoma para la 
ejecución de los servicios y programas de políticas activas de empleo.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 10 del texto refundido de la Ley de Empleo, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, la Estrategia Española 
de Activación para el Empleo, como instrumento de coordinación del Sistema Nacional de 
Empleo, se articulará en torno a seis ejes (orientación, formación, oportunidades de 
empleo, igualdad de oportunidades en el acceso al empleo, emprendimiento y mejora del 
marco institucional) en los que se integrarán los objetivos en materia de políticas de 
activación para el empleo y el conjunto de los servicios y programas desarrollados por los 
servicios públicos de empleo.

El nuevo marco se concretó así en la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo 2014-2016, aprobada por el Real Decreto 751/2014, de 5 de septiembre.

Los principios que se establecieron en esta Estrategia atribuyeron gran importancia a 
los aspectos de programación, seguimiento y evaluación. La evaluación se basó en los 
principios establecidos en esta Estrategia y, muy especialmente, en los de eficacia, servicio 
a la ciudadanía y consecución de resultados.

La Estrategia estableció dos niveles de seguimiento y evaluación: por una parte, en el 
cumplimiento de los objetivos estratégicos y estructurales, y por otra, en el seguimiento 
detallado y evaluación de los servicios y programas que se desarrollen de cara al 
cumplimiento de los citados objetivos.

El sistema se aplicó por primera vez en la evaluación del Plan Anual de Política de 
Empleo para 2013 y los resultados de la evaluación de los respectivos Planes anuales de 
Política de Empleo se vienen aplicando cada año para determinar el reparto de un 
porcentaje de los fondos a distribuir a las comunidades autónomas, habiendo quedado 
consolidado el sistema iniciado en 2013.
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El Real Decreto 1032/2017, de 15 de diciembre, aprobó la Estrategia Española de 
Activación para el Empleo 2017-2020, que añade a los ya establecidos objetivos 
estratégicos y estructurales, los denominados objetivos clave, cuya finalidad es conocer 
los resultados últimos de la actuación de los servicios públicos de empleo, y son 
consecuencia de las recomendaciones realizadas por la Red Europea de servicios públicos 
de empleo. En esta Estrategia se detalla el ciclo de preparación, ejecución y evaluación del 
Plan Anual de Política de Empleo de cada ejercicio.

El Plan Anual de Política de Empleo para 2020, según lo previsto en el artículo 11 del 
texto refundido de la Ley de Empleo concretará los objetivos de la Estrategia Española de 
Activación para el Empleo a alcanzar en este año, en el conjunto de España y en cada una 
de las distintas comunidades autónomas, así como los indicadores que se van a utilizar 
para conocer y evaluar su grado de cumplimiento, teniendo en cuenta además su 
adecuación a la situación provocada por el COVID-19.

A su vez, el citado Plan contendrá el conjunto de los servicios y programas que cada 
comunidad autónoma llevará a cabo, comprendiendo tanto los que establezca libremente, 
ajustándose a la realidad de las personas desempleadas y del tejido productivo de su 
ámbito territorial, como los servicios y programas de ámbito estatal que son de aplicación 
en todo el Estado, con independencia del ámbito territorial en el que vivan sus destinatarios.

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de diciembre de 2018 aprueba el Plan de 
Choque por el Empleo Joven 2019-2021 y el Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de abril 
de 2019 aprueba el Plan Reincorpora-T 2019-2021. El primero de ellos, incluye 50 medidas 
con un coste estimado para 2020 de 667 millones de euros, y el segundo recoge 60 medidas 
con un coste estimado para 2020 de 1.480 millones de euros, si bien para políticas de 
activación se prevé destinar 487 millones de euros.

En concreto, de manera específica, en la presente orden se distribuyen los importes 
destinados a reforzar la red de personal dedicado a labores de orientación profesional para 
el empleo y prospección del mercado de trabajo que se mencionan en los dos planes 
antes citados. No obstante, este personal no circunscribirá su actuación a los colectivos 
objeto de dichos planes.

Con cargo a los fondos asignados en base a la presente orden ministerial, se podrán 
financiar los costes de la atención a las personas que sean beneficiarias del Programa de 
Activación para el Empleo. A partir del 30 de abril de 2018, este Programa pierde su 
vigencia en aplicación de lo dispuesto en el Real Decreto-ley 7/2017, de 28 de abril, por el 
que se prórroga y modifica el Programa de Activación para el Empleo, pero en 2020 
pueden todavía seguir existiendo personas beneficiarias del mismo, si bien con carácter 
muy residual.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, declara el estado de alarma para la gestión 
de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y desde esa fecha de forma sucesiva el 
Gobierno ha adoptado numerosas medidas de ámbito económico, social y laboral con la 
forma de Real Decreto-ley para enfrentarse a la mencionada crisis. Una de ellas, aprobada 
en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo consiste en desafectar de forma 
extraordinaria los ingresos obtenidos por la cotización para la formación obtenidos 
en 2020. Por ello, las cantidades que se asignen a las comunidades autónomas financiadas 
con cargo a dicha cuota podrán utilizarse para financiar programas de fomento del empleo 
o iniciativas de formación profesional para el empleo, de acuerdo con las necesidades que 
cada una de ellas considere más necesario. De esta forma, en estos momentos de 
incertidumbre se dota de mayor flexibilidad a la utilización de los fondos destinados a 
financiar medidas de políticas activas de empleo, medidas que resultarán un elemento 
clave en la recuperación económica del país, una vez se haya superado la crisis sanitaria.

No obstante, se ha considerado prudente esperar a un momento posterior del ejercicio 
para asignar fondos destinados a financiar iniciativas de formación profesional para el 
empleo, de forma que pueda conocerse con mayor precisión cómo han afectado las 
medidas adoptadas para enfrentarse a la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 a los 
ingresos derivados de la cotización por formación profesional para el empleo.
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El artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, 
establece que la Conferencia Sectorial correspondiente fijará los criterios objetivos que 
sirvan de base para la distribución territorial de los créditos destinados al cumplimiento de 
planes y programas respecto de los cuales las comunidades autónomas tengan asumidas 
competencias de ejecución, siempre que estos créditos no hayan sido objeto de 
transferencia directa en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio, y 
que posteriormente mediante Acuerdo del Consejo de Ministros se aprobará la distribución 
definitiva entre las comunidades autónomas y se procederá a la suscripción o aprobación 
de los instrumentos jurídicos, convenios o resoluciones, a través de los cuales se 
formalicen los compromisos financieros. Asimismo, establece que en estas normas o 
convenios mediante los que se distribuyan los fondos a las comunidades autónomas se 
establecerán las condiciones de gestión de los fondos objeto de distribución.

En cualquier caso, la distribución de fondos que se derive de la Conferencia Sectorial 
deberá supeditarse de forma estricta al cumplimiento de las exigencias de los principios de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, recogidos en la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, así como en el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de febrero de 2013, por el que se aprueban las 
instrucciones de aplicación del artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, publicado mediante Resolución de 27 de febrero de 2013, de la Secretaría 
de Estado de Presupuestos y Gastos.

Asimismo, con fecha de 31 de marzo de 2020 el Ministerio de Hacienda emitió con 
carácter favorable el informe preceptivo y vinculante establecido en el artículo 20.3 de la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, en relación con las transferencias a realizar a las comunidades autónomas.

A su vez, con fecha 1 de abril de 2020, se autorizó el gasto en el presupuesto del 
Servicio Público de Empleo Estatal para los programas y servicios de políticas activas de 
empleo financiados con cargo al presupuesto de este organismo.

La Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales, en la reunión celebrada el 20 de 
diciembre de 2018, aprobó, los criterios de distribución territorial de los créditos correspondientes 
al período 2019-2021, para la ejecución de los servicios y programas incluidos en los distintos 
ejes de políticas activas de empleo establecidos en el artículo 10.4 del texto refundido de la Ley 
de Empleo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, así como el 
programa de modernización de los servicios públicos de empleo.

En la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales de 1 de abril de 2020, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 21 del texto refundido de la Ley de Empleo, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, y 86 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, se refrendan los criterios de distribución 
mencionados respecto de la distribución del 90 por cien de las cantidades asignadas a 
cada comunidad autónoma en 2019 en los programas de fomento del empleo, 
modernización de los servicios públicos de empleo y flexibilidad entre fomento del empleo 
y formación profesional para el empleo, cuya financiación no proviene de la cotización por 
formación profesional, y se aprueba la propia distribución de créditos que resulta de su 
aplicación, entre comunidades autónomas con competencias de gestión estatutariamente 
asumidas en materia de políticas activas de empleo.

En este sentido, se debe tener en cuenta que se ha mantenido la asignación de una 
parte de los fondos en base al cumplimiento de los objetivos previamente fijados, en 
atención a lo indicado en el informe de evaluación de los servicios públicos de empleo de 
España elaborado por la Red de los Servicios Públicos de Empleo de la Unión Europea.

Finalmente, el Consejo de Ministros, en su reunión del 14 de abril de 2020, formalizó 
los criterios de distribución territorial y la distribución resultante de los créditos previstos 
para el ejercicio económico de 2020, correspondientes a las ayudas citadas en los párrafos 
anteriores.
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Por todo ello, debe procederse a la distribución de las cantidades asignadas a cada 
comunidad autónoma para la ejecución de las acciones antes descritas.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Objeto.

1.  El objeto de esta orden es dar publicidad a los criterios objetivos de la distribución 
territorial para el ejercicio económico 2020, entre las distintas comunidades autónomas 
con competencias de gestión asumidas, de las subvenciones correspondientes a 
servicios y programas de políticas activas de empleo, en concreto, programas de 
fomento del empleo, modernización de los servicios públicos de empleo y flexibilidad 
entre fomento del empleo y formación profesional para el empleo que se recogerán en el 
Plan Anual de Política de Empleo para 2020, incluidos en los ejes mencionados en el 
artículo 10.4 del texto refundido de la Ley de Empleo, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, incluyendo aquellas destinadas a la ejecución del 
Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021 y del Plan Reincorpora-T 2019-2021, 
en los términos recogidos en el anexo I, en el que aparecen también las cantidades 
correspondientes a cada una de las comunidades autónomas. En la presente orden, se 
incluyen, también las cantidades destinadas a financiar la atención a las personas 
beneficiarias del Programa de Activación para el Empleo durante 2020.

2.  Asimismo, se establecen las condiciones de gestión de las subvenciones que se 
conceden en base a la presente orden en aplicación de lo dispuesto en el artículo 86 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Artículo 2.  Justificación.

1.  Finalizado el ejercicio económico 2020, y no más tarde del 31 de marzo de 2021, 
las comunidades autónomas remitirán la información relativa a la totalidad de los 
compromisos de créditos, de las obligaciones reconocidas y de los pagos realizados, 
relativos a las subvenciones gestionadas recogidas en esta orden, financiadas con cargo 
a los Presupuestos del Servicio Público de Empleo Estatal de 2020.

Los documentos justificativos se ajustarán a los modelos que aparecen en el anexo II 
y serán firmados por el titular del centro gestor de la subvención o subvenciones al que, en 
su caso, dará su conformidad el interventor o el responsable económico-financiero. Si la 
conformidad fuere dada por el responsable económico-financiero, por no disponer el centro 
gestor del órgano fiscalizador que ejerza la función interventora, en los anexos de la 
presente orden ministerial, en que ha de insertar dicha conformidad, se hará constar la 
disposición normativa de la comunidad autónoma que así lo determine, con referencia 
expresa al diario oficial de su publicación. Dichos documentos justificativos deberán 
acompañarse de los soportes informáticos y demás documentación que se determinen en 
las resoluciones correspondientes.

La documentación recogida en los anexos II.1 y II.2 debe enviarse al Servicio Público 
de Empleo Estatal.

La ejecución de las subvenciones gestionadas por las comunidades autónomas, como 
compromisos de créditos, obligaciones reconocidas y pagos realizados, de conformidad 
con su legislación presupuestaria, se imputará al ejercicio para el que se hayan distribuido 
territorialmente dichas subvenciones.

2.  Las comunidades autónomas aportarán la información necesaria para evaluar el 
cumplimiento de los objetivos estratégicos y estructurales, así como para el seguimiento 
detallado y evaluación de los servicios y programas que desarrollen de cara al cumplimiento 
de los citados objetivos, en los términos que recoja el Plan Anual de Política de Empleo 
para 2020.

El seguimiento de los servicios y programas, incluido los relativos al Plan de Choque 
por el Empleo Joven 2019-2021 y el Plan Reincorpora-T 2019-2021, así como de las 
personas que participen en ellos, se efectuará en el marco del Sistema Nacional de 
Empleo, considerando el Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo y 
teniendo en cuenta los respectivos Planes Anuales de Actuación que sean de aplicación. cv
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3.  Los remanentes de fondos no comprometidos resultantes al finalizar cada ejercicio, 
que se encuentren en poder de las comunidades autónomas, seguirán manteniendo el 
destino específico para el que fueron transferidos y se utilizarán en el siguiente ejercicio, 
como situación de tesorería en el origen. Estos remanentes serán descontados de la 
cantidad que corresponda transferir a cada comunidad autónoma, tal como establece la 
regla quinta del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, para la ejecución de 
acciones y medidas de políticas activas de empleo.

4.  El Servicio Público de Empleo Estatal descontará en los siguientes libramientos 
que deba realizar a favor de cada comunidad autónoma las cantidades que se hubieran 
comprometido en los ejercicios 2012 y 2013 que no se hubieran abonado efectivamente a 
los beneficiarios o proveedores en los términos establecidos en el apartado 8.1 de la 
Estrategia Española de Empleo 2012-2014, aprobada por Real Decreto 1542/2011, de 31 
de octubre, según lo dispuesto en la disposición transitoria única del Real Decreto 751/2014, 
de 5 de septiembre, por el que se aprueba la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo 2014-2016.

El Servicio Público de Empleo Estatal descontará en los siguientes libramientos que 
deba realizar a favor de cada comunidad autónoma las cantidades que se hubieran 
comprometido en los ejercicios 2014 a 2016, y se hubiera justificado la imposibilidad de 
proceder a su pago antes de 31 de marzo del año siguiente que corresponda, cuando 
dicha causa hubiera desaparecido durante el ejercicio 2020 y no se hubiera procedido al 
citado pago con anterioridad a 31 de marzo de 2021.

Asimismo, el Servicio Público de Empleo Estatal descontará en los siguientes 
libramientos que deba realizar a favor de cada comunidad autónoma las cantidades que 
se hubieran comprometido en el ejercicio 2017, se hubiera justificado la imposibilidad de 
proceder al pago durante 2018 y 2019, y dicha causa hubiera desaparecido durante 2020, 
y no se hubiera abonado el importe correspondiente durante el citado ejercicio 2020, salvo 
que se justifique la imposibilidad de proceder al abono efectivo dentro del propio ejercicio. 
En todo caso, se entenderá como causa justificada de no haber procedido al pago 
mencionado en el plazo estipulado, el haber desaparecido la causa que impedía el pago 
muy avanzado el ejercicio, lo que ha impedido realizar los trámites para el pago antes de 
finalizar este.

El Servicio Público de Empleo Estatal descontará en los siguientes libramientos que 
deba realizar a favor de cada comunidad autónoma, las cantidades comprometidas y no 
pagadas a 31 de diciembre de 2019, cuando el abono efectivo a las personas o entidades 
que realizan la acción o colaboran en la prestación del servicio, o bien llevan a cabo el 
respectivo programa, no se hubiera producido durante 2020, salvo que exista causa 
justificada para ello.

Para ello, las comunidades autónomas deberán remitir correctamente cumplimentado 
antes del 31 de marzo de 2021 el anexo III, teniendo en cuenta lo indicado en la disposición 
adicional segunda, en lo referido al concepto de reintegro utilizado en la presente orden y 
la posibilidad de reutilización de los mismos.

Artículo 3.  Identificación de la fuente de financiación.

1.  En los contratos y demás documentación necesaria para la realización de servicios 
y programas que se financien con cargo a los fondos distribuidos en esta orden ministerial, 
así como en la señalización exterior existente en los lugares en los que se realicen estos 
servicios y programas, y en todo caso, en las actividades de difusión que cada comunidad 
autónoma pueda desarrollar en relación con estas actividades, deberá constar 
expresamente, en lugar visible, que se han financiado con cargo a los fondos recibidos del 
Servicio Público de Empleo Estatal, incorporando junto a los elementos identificativos de 
la comunidad autónoma respectiva, los elementos establecidos en el anexo IV.

2.  El incumplimiento de estas obligaciones supondrá el inicio del procedimiento 
regulado en el artículo 31.3 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, y en su caso, del 
procedimiento de reintegro regulado en los artículos 41 y siguientes de la mencionada ley. cv
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Artículo 4.  Financiación de las políticas de activación para el empleo.

1.  Las medidas recogidas en el Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021 y en 
el Plan Reincorpora-T 2019-2021, aprobados por Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 
de diciembre de 2018 y de 5 de abril de 2019 respectivamente, se podrán financiar con 
cargo a los fondos asignados mediante la presente orden ministerial, atendiendo a la 
finalidad concreta de cada medida.

2.  El diseño, asignación y seguimiento del itinerario individual y personalizado de 
empleo, así como las acciones de inserción del Programa de Activación para el Empleo, 
regulado por el Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre, prorrogado por el Real 
Decreto-ley 1/2016, de 15 de abril, y por el Real Decreto-ley 7/2017, de 28 de abril, cuya 
ejecución corresponde a las comunidades autónomas, se financiarán con cargo a la 
aplicación 19.101.241-A.454.00.

Con cargo a los fondos distribuidos en esta orden se podrán financiar los gastos 
destinados a garantizar que todo beneficiario del Programa de Activación para el Empleo 
disponga de un tutor que elaborará el itinerario individual y personalizado de empleo, 
realizará el seguimiento de dicho itinerario, controlará las obligaciones adquiridas por el 
beneficiario en el compromiso de actividad y propondrá las medidas de activación 
necesarias para posibilitar la inserción laboral del trabajador, en los términos previstos en 
el artículo 6 del Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre.

La asignación de un tutor a cada beneficiario del Programa de Activación para el 
Empleo se podrá realizar mediante la concesión de subvenciones públicas, contratación 
administrativa, suscripción de convenios, gestión directa o cualquier otra forma jurídica 
ajustada a derecho.

A los efectos de este programa, se considerará gestión directa exclusivamente el 
incremento de los medios humanos del servicio público de empleo de la comunidad 
autónoma, que solo podrán incluir personal especializado en actuaciones incluidas en el 
Eje 1 de orientación, de acuerdo con la definición que se recoge en el artículo 10.4.a) del 
texto refundido de la Ley de Empleo. En ningún caso el incremento de medios humanos 
podrá suponer un incremento de plantilla con carácter indefinido ni con vocación de 
permanencia.

Asimismo los servicios públicos de empleo u órgano con competencias en la ejecución 
del Programa de Activación para el Empleo de las comunidades autónomas podrán utilizar 
agencias de colocación para garantizar la asignación de un tutor a cada beneficiario del 
mencionado Programa, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1796/2010, de 30 
de diciembre, por el que se regulan las agencias de colocación.

3.  Además, las comunidades autónomas podrán, con cargo a los fondos distribuidos 
mediante la presente orden, realizar los servicios y programas regulados en la normativa 
estatal recogida en el anexo I, así como desarrollar programas y servicios de políticas de 
activación para el empleo, distintos de los anteriores, adaptados a la realidad de las 
personas desempleadas y del tejido productivo de su ámbito territorial.

4.  Las comunidades autónomas utilizarán los fondos estatales distribuidos mediante 
esta orden para la ejecución de los programas mencionados en los apartados anteriores, 
siempre que estos se incluyan en el Plan Anual de Política de Empleo para 2020, se dirijan 
al cumplimiento de los objetivos establecidos en este plan y se integren en alguno de los 
ejes regulados en el artículo 10.4 del texto refundido de la Ley de Empleo.

5.  En la aplicación presupuestaria 19.101.241-B.454.09 se incluyen fondos 
destinados a financiar programas recogidos en el eje de formación que no se encuentran 
financiados con cargo a la cuota de formación profesional para el empleo.

6.  En la aplicación presupuestaria 19.101.241-A.454.03, se estima que las cantidades 
recogidas en el anexo V se destinarán a la financiación de medidas destinadas a facilitar 
la inserción socio laboral de mujeres víctimas de violencia de género, en los términos 
recogidos en los artículos 10 y 11 del Real Decreto 1917/2008, de 21 de noviembre, por el 
que se aprueba el programa de inserción socio laboral para mujeres víctimas de violencia 
de género.
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Las becas derivadas de la participación de las mujeres víctimas de violencia de género 
en acciones formativas de formación profesional para el empleo, previstas en el artículo 7 
del Real Decreto 1917/2008, de 21 de noviembre, se abonarán con cargo a los fondos que 
se distribuyan y a los que puedan disponer las comunidades autónomas para financiar las 
acciones formativas de formación profesional para el empleo.

7.  Con los créditos consignados en la aplicación 19.101.241-A.454.90 se financiará 
la medida destinada a reforzar los servicios públicos de empleo de las comunidades 
autónomas mediante la contratación por tiempo determinado de nuevas personas 
dedicadas a labores de orientación de personas desempleadas para favorecer su 
inserción, así como llevar a cabo labores de prospección del mercado de trabajo.

En el anexo VI de esta orden se recoge un desglose indicativo del número de personas 
destinadas a las labores antes mencionadas que deben prestar sus servicios en cada 
comunidad autónoma, por lo que las comunidades autónomas pueden no financiar la 
totalidad de las personas indicadas en el anexo o pueden superar esa cifra.

En 2020, el personal contratado no podrá tener carácter indefinido ni tener vocación de 
permanencia, sin perjuicio de que en 2020 se procederá a estudiar su posible consolidación, 
en los términos expuestos en el Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021.

Para poder participar en los procesos selectivos de este personal será necesario reunir 
los siguientes requisitos generales:

1.º  Cumplir los requisitos del artículo 56 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público.

2.º  Respecto a la nacionalidad: Tener la nacionalidad española; ser nacional de los 
Estados miembros de la Unión Europea; cualquiera que sea su nacionalidad, el cónyuge 
de los españoles y de los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea, 
siempre que no estén separados de derecho, también, con las mismas condiciones, 
podrán participar sus descendientes y los de su cónyuge que vivan a su cargo, menores 
de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes; o las personas incluidas en el 
ámbito de aplicación de los Tratados Internacionales celebrados por la Unión Europea y 
ratificados por España en los que sea de aplicación la libre circulación de trabajadores.

3.º  Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas.
4.º  Tener cumplidos dieciséis años y no exceder, en su caso, de la edad máxima de 

jubilación forzosa.
5.º  No haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de 

cualquiera de las administraciones públicas o de los órganos constitucionales o estatutarios 
de las comunidades autónomas, ni hallarse en inhabilitación absoluta o especial para 
empleos o cargos públicos por resolución judicial, para el acceso al cuerpo o escala de 
funcionario, o para ejercer funciones similares a las que desempeñaban en el caso del 
personal laboral, en el que hubiese sido separado o inhabilitado. En el caso de ser nacional 
de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente ni haber sido sometido 
a sanción disciplinaria o equivalente que impida, en su Estado, en los mismos términos el 
acceso a la función pública.

6.º  Estar en posesión del título universitario de Grado exigido para el grupo A1, así 
como Diplomatura exigida para A2 de conformidad a lo establecido en el artículo 76 del 
Estatuto Básico del Empleado Público.

Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán prever la 
selección de empleados públicos debidamente capacitados para cubrir los puestos de 
trabajo en las comunidades autónomas que gocen de dos lenguas oficiales.

En cuanto al cumplimiento de requisitos específicos que guarden relación objetiva y 
proporcionada con las funciones asumidas y las tareas a desempeñar, las personas que 
formen parte de la red de orientadores, deberán contar con formación en orientación 
laboral e información del mercado de trabajo y experiencia en orientación laboral y/o 
gestión de empleo.
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Este personal debe suponer un incremento de la plantilla del servicio público de 
empleo respectivo. A estos efectos se considera que se ha producido el citado incremento 
de plantilla cuando el número de efectivos que realiza labores de orientación y 
prospección en la respectiva comunidad autónoma es mayor en 2020 de lo que era a 31 
de diciembre de 2018; o cuando el número de efectivos que realiza labores de orientación 
y prospección de mercado de trabajo en la respectiva comunidad autónoma hubiera 
disminuido durante 2019, disminuya durante 2020 o vaya a disminuir durante el resto de 
años de vigencia del Plan de Choque por el Empleo Joven, 2020 y 2021, de no haberse 
producido la aprobación del presente programa. En todo caso, se consideran incluidas 
en este concepto las personas que sustituyan a las contratadas para esta finalidad 
durante 2019 y que hubieran causado baja durante 2020.

A estos efectos, el «número de efectivos» se refiere a personas trabajadoras que 
realmente estén desempeñando funciones de orientación o prospección con independencia 
del número de puestos que puedan existir para ejercitar estas en el respectivo servicio 
público de empleo autonómico. Quedan excluidos de este concepto las vacantes o puestos 
sin cobertura.

8.  Con el fin de tener un soporte que permita recoger adecuadamente la información 
necesaria de las cantidades y resultados obtenidos por los programas y servicios 
financiados con cargo a los fondos del presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal 
distribuidos por esta orden, las comunidades autónomas deberán cumplimentar además 
del anexo II.1, el estado justificativo correspondiente al anexo II.2.

9.  Las comunidades autónomas deberán proporcionar al Servicio Público de Empleo 
Estatal la información necesaria para llevar a cabo el seguimiento y evaluación de los 
Planes Anuales de Política de Empleo, en los términos previstos en el artículo 2.2:

a)  Por una parte, se facilitará la información precisa para la evaluación del grado de 
cumplimiento de los objetivos previstos en el Plan Anual de Política de Empleo para 2020, 
de acuerdo con los indicadores recogidos en el plan, que se efectuará en la forma que se 
determine por el Servicio Público de Empleo Estatal, en colaboración con las comunidades 
autónomas.

b)  Por otra parte, se deberá proporcionar al Servicio Público de Empleo Estatal los 
resultados obtenidos en cada uno de los programas y servicios incluidos en el Plan Anual 
de Política de Empleo para 2020, con la información que se especifica en el aplicativo 
correspondiente, en el plazo establecido en el artículo 2.1.

10.  Las comunidades autónomas deberán proporcionar al Servicio Público de 
Empleo Estatal los datos estadísticos necesarios de su gestión, en los términos y 
condiciones que se establezcan con el fin de que quede garantizada su integración en la 
estadística estatal. Para realizar esta función el Servicio Público de Empleo Estatal contará 
con la colaboración de la Fundación Estatal para la Formación en el Empleo.

Artículo 5.  Redistribución de fondos asignados y subvencionalidad del gasto.

1.  Las comunidades autónomas podrán ordenar y, en su caso, redistribuir según sus 
necesidades de gestión y en función de las especificidades de los colectivos a atender, las 
cantidades asignadas por medio de la presente orden, destinándolas a financiar tanto 
programas de fomento del empleo como iniciativas de formación profesional para el 
empleo, para lo cual llevarán a cabo las redistribuciones o transferencias que procedan.

Se permitirá por tanto la redistribución de las cantidades asignadas desde las 
aplicaciones del concepto 19.101.241-A.454 a aplicaciones del concepto 19.101.241-B.452 
y viceversa, en el momento en que se proceda a la efectiva distribución de fondos desde las 
últimas aplicaciones citadas, con las limitaciones mencionadas en los puntos 3 y 4 de este 
artículo.

Asimismo, de forma extraordinaria, atendiendo a las excepcionales circunstancias 
derivadas de las medidas adoptadas para hacer frente a la crisis sanitaria provocada por 
el COVID-19, en 2020 se permite transferir el 50 por cien del importe distribuido mediante 
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la presente orden desde la aplicación 19.101.241-A.458 a las aplicaciones 19.101.241-
A.454 y 19.101.241-B.452, en los términos indicados en el artículo 6. En ningún caso se 
podrán realizar transferencias para aumentar la dotación destinada a financiar las 
cantidades asignadas desde la aplicación 19.101.241-A.458.

2.  Las cantidades asignadas a cada comunidad autónoma desde la aplicación 
19.101.241-B.454.09 se pueden utilizar tanto para financiar servicios y programas de 
formación profesional para el empleo, sin necesidad de redistribución o transferencia 
alguna, sin perjuicio de que las comunidades autónomas que así lo decidan puedan 
realizar estas, como para financiar servicios y programas de fomento del empleo, mediante 
su transferencia a la aplicación que corresponda dentro del concepto 454, en función del 
programa o servicio concreto que se pretenda realizar.

3.  Los créditos que se consignen y se distribuyan a las comunidades autónomas en 
la aplicación 19.101.241-B.452.90 se deberán utilizar para financiar las acciones de 
formación profesional para el empleo relacionadas con la negociación colectiva y con el 
diálogo social, en los términos recogidos en la Orden TMS/379/2019, de 28 de marzo, por 
la que se desarrolla el Real Decreto 694/2017, de 3 de julio. Una vez tramitada la respectiva 
convocatoria si hubiera algún importe que no se hubiera comprometido como consecuencia 
de la convocatoria, o de convocatorias anteriores, este podrá ser objeto de redistribución 
o transferencia tanto a programas de fomento del empleo como iniciativas de formación 
profesional para el empleo, en los términos del apartado 1 de este artículo.

4.  Las cantidades asignadas a cada comunidad autónoma desde la aplicación 
19.101.241-A.454.90, contemplada en el artículo 4.7, no podrán ser objeto de redistribución 
o transferencia a otras aplicaciones, según lo señalado en el apartado 1 de este artículo, 
salvo en lo relativo a:

a)  Importe que no sea suficiente para la contratación de una nueva persona 
trabajadora si no se ha podido contratar el número indicativo de personas trabajadoras 
incluidas en el anexo VI. Esto es, una vez contratadas el número máximo de personas 
posibles con la cuantía asignada, el importe que resta resulta inferior a la cantidad que se 
debe abonar a una nueva persona trabajadora que vaya a desarrollar labores de 
orientación y prospección, de acuerdo con la normativa reguladora en materia de personal 
en la respectiva comunidad autónoma.

b)  Importe que reste una vez contratado el número indicativo de personas 
trabajadoras incluidas en el anexo antes mencionado. Es decir, la comunidad autónoma ha 
contratado al número indicativo de personas trabajadoras dedicadas a labores de 
orientación y prospección y por las retribuciones que tiene asignadas dicho personal de 
acuerdo con su normativa reguladora, existe un remanente sobre la cuantía asignada por 
el Servicio Público de Empleo Estatal para esta finalidad.

c)  Importe resultante de la contratación o efectivo inicio de los servicios en un 
momento posterior a 1 de enero de 2020. En este sentido se debe tener en cuenta que los 
cálculos realizados han tenido en cuenta la contratación del personal destinado a labores 
de orientación y prospección del mercado de trabajo, desde el 1 de enero de 2020, por lo 
que si dicho personal comenzara a prestar sus servicios en un momento temporal posterior 
de dicho ejercicio, el remanente de crédito que de esta circunstancia pudiera derivarse, 
también puede ser objeto de reasignación. Dentro de este supuesto se incluyen los 
procesos convocados o en curso para aumentar la plantilla con este personal tramitados 
por las comunidades autónomas que hubieran sido aplazados o demorados como 
consecuencia de la crisis ocasionada por el COVID-19. Para hacer uso de esta posibilidad 
las comunidades autónomas deben tener incorporados o en fase de incorporación al 
menos a la mitad del número de personas máximo posible con los fondos asignados. Para 
determinar este número máximo se debe considerar como incorporado (aunque de forma 
efectiva lo vaya a estar, en todo o en parte, en un momento posterior del ejercicio) desde 
el 1 de enero de 2020 al respectivo personal dedicado a tareas de orientación.

5.  Las comunidades autónomas podrán destinar hasta un máximo del 2 por cien de 
las cantidades asignadas mediante esta orden ministerial, para financiar los gastos de 
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seguimiento, evaluación, control y publicidad necesarios para la aplicación de la presente 
orden. Estos gastos de seguimiento, evaluación, control y publicidad no serán adicionales 
al crédito total de cada programa sino que forman parte del mismo.

En el caso de las cantidades que se distribuyan y de las que puedan disponer las 
comunidades autónomas destinadas a financiar iniciativas de oferta formativa dirigida a 
trabajadores ocupados, este porcentaje puede complementarse en un 3 por cien adicional.

La aplicación del porcentaje total del 5 por cien, a que se refiere el párrafo anterior, por 
parte de las comunidades autónomas que hayan asumido o asuman, durante el año 2020, 
la ampliación de los medios económicos adscritos a los servicios traspasados en materia 
de gestión de la formación profesional para el empleo (formación de oferta para 
trabajadores ocupados), únicamente se computará sobre el incremento de los créditos de 
«subvenciones gestionadas» para financiar iniciativas de formación de oferta dirigida a 
trabajadores ocupados territorializados por la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos 
Laborales para el presente ejercicio económico que exceda de la asignación efectuada en 
el ejercicio de 2020 (cuando se realice), consolidada a 31 de octubre de dicho año, y 
actualizada a euros corrientes de 2020.

Asimismo se puede aplicar un 3 por cien adicional de las cantidades destinadas a 
financiar iniciativas de oferta formativa para trabajadores desempleados y de las 
cantidades destinadas a financiar la ejecución de programas que permitan la realización 
de formación en alternancia con el empleo, para la financiación de actuaciones de 
seguimiento y control, cuando para dichas actuaciones para este tipo de iniciativas las 
comunidades autónomas recurran al apoyo de entidades externas especializadas e 
independientes, en los términos y condiciones previstos en el artículo 18.3 de la 
Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional 
para el Empleo en el ámbito laboral.

Estos gastos no serán adicionales al crédito, sino que formarán parte del mismo. En su 
caso, el 5 por cien de gastos de gestión, evaluación, control, seguimiento y publicidad se 
calculará sobre las cantidades que efectivamente se destinen a financiar las distintas 
iniciativas de formación profesional para el empleo, una vez realizadas las redistribuciones 
que en su caso cada comunidad autónoma decida llevar a cabo.

La utilización de estos gastos de gestión, evaluación, control, seguimiento y publicidad 
en ningún caso podrán financiar gastos que supongan un incremento de medios humanos 
con carácter indefinido o vocación de permanencia en el respectivo organismo.

Artículo 6.  Programa financiado con cargo al presupuesto del Servicio Público de Empleo 
Estatal, de modernización de los servicios públicos de empleo de las comunidades 
autónomas.

1.  Las cantidades asignadas para este programa se incluyen en la aplicación 
19.101.241-A.458.00 del presupuesto de gastos del Servicio Público de Empleo Estatal 
recogidos en el anexo I y podrán financiar exclusivamente los siguientes gastos:

a)  Modificación de la red de oficinas de empleo, incluyendo entre otros los gastos de 
apertura y cierre de oficinas o las obras de acondicionamiento, siempre que se trate de 
oficinas de empleo en las que presten sus servicios empleados públicos adscritos al 
Servicio Público de Empleo Estatal. En todo caso, se podrán utilizar estos fondos para 
adaptar las oficinas de empleo, para la adecuada prestación de servicios del refuerzo de 
las plantillas de las personas dedicadas a tareas de orientación y prospección de empleo 
que se financiarán con cargo a los fondos asignados a cada comunidad autónoma desde 
los presupuestos del Servicio Público de Empleo Estatal. En ningún caso, se podrán 
financiar con cargo a los fondos de modernización de los servicios públicos de empleo la 
apertura o cierre de oficinas de empleo sin el acuerdo previo con el Servicio Público de 
Empleo Estatal.

Estos fondos no podrán utilizarse para financiar gastos de arrendamientos o alquileres, 
reparación, mantenimiento, funcionamiento y reposición de oficinas que fueron objeto del 
respectivo traspaso de medios materiales a las comunidades autónomas.
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b)  La adquisición de mobiliario, archivos, material de oficinas o informático y el 
establecimiento de equipos de seguridad y vigilancia, como mejora del equipamiento de 
las oficinas de empleo, en las que presten sus servicios empleados públicos adscritos al 
Servicio Público de Empleo Estatal. En esta medida se incluyen gastos para la mejora de 
las oficinas de empleo en su integridad, por lo que se incluye tanto el mobiliario, archivos, 
material o equipos o servicios, utilizado por el personal que preste sus servicios en el 
Servicio Público de Empleo Estatal, como el utilizado por el personal que preste sus 
servicios en los servicios públicos de empleo de las comunidades autónomas. En todo 
caso, se podrán utilizar estos fondos para la adquisición de material a utilizar por las 
plantillas de las personas dedicadas a tareas de orientación y prospección del mercado de 
trabajo que se financiarán con cargo a los fondos asignados a cada comunidad autónoma 
desde los presupuestos del Servicio Público de Empleo Estatal.

Estos fondos no podrán utilizarse para financiar gastos de reparación, mantenimiento 
o funcionamiento.

c)  El coste de los servicios de vigilancia y seguridad necesarios para la protección de 
bienes, trabajadores y usuarios y controles de identidad en accesos a las oficinas de 
empleo, en las que presten sus servicios empleados públicos adscritos al Servicio Público 
de Empleo Estatal.

d)  Implantación y desarrollo del Sistema de Información de los Servicios Públicos de 
Empleo de cara a garantizar la integridad de la información contenida en este sistema.

e)  El desarrollo y mantenimiento de aplicaciones informáticas, adquisición y 
mantenimiento de equipos informáticos y la adquisición de productos y herramientas 
informáticas de los servicios públicos de empleo de las comunidades autónomas, siempre 
que se trate de aplicaciones, equipos o herramientas que se utilicen en la red de oficinas 
de empleo con presencia de personal adscrito al Servicio Público de Empleo Estatal, y que 
tenga por finalidad mejorar el servicio ofrecido a la ciudadanía. En todo caso, se podrán 
utilizar estos fondos para el desarrollo y mantenimiento de aplicaciones informáticas o 
equipos informáticos y adquisición de productos a utilizar por el refuerzo de las plantillas 
de las personas dedicadas a tareas de orientación y prospección del mercado de trabajo 
que se financiarán con cargo a los fondos asignados a cada comunidad autónoma desde 
los presupuestos del Servicio Público de Empleo Estatal.

f)  Nuevas utilidades para la mejora del servicio, incluyendo entre otros gastos el 
establecimiento de sistemas de espera inteligente, centros de información telefónica, 
sistemas de auto información, así como cualquier tipo de gasto dirigido a la simplificación 
de procedimientos administrativos o a incrementar la eficacia y eficiencia de los 
procedimientos existentes, exclusivamente, en el ámbito de las políticas activas de empleo.

g)  El coste de la prestación de los servicios de control de accesos o recepción, 
comprobación de usuarios y orientación en puntos de información y auto información, el 
control de entradas y flujos de público e información general sobre el funcionamiento de 
las oficinas de empleo, en las que presten sus servicios empleados públicos adscritos al 
Servicio Público de Empleo Estatal, siempre que se realice por personal ajeno al servicio 
público correspondiente.

h)   Mejora de los medios humanos existentes mediante su incremento o mediante la 
impartición de acciones formativas en materias relacionadas con los servicios que vayan 
a desarrollar.

En ningún caso el incremento de medios humanos podrá suponer un incremento de 
plantilla con carácter indefinido ni con vocación de permanencia.

2.  No resulta de aplicación lo previsto en el artículo 5 en cuanto a las posibilidades 
de reasignación y transferencia de fondos a los créditos incluidos en la aplicación 
presupuestaria 19.101.241-A.458.00.

3.  El Servicio Público de Empleo Estatal podrá instar a las comunidades autónomas la 
utilización de las cantidades recogidas en la aplicación presupuestaria 19.101.241-A.458.00 
para la realización de los gastos mencionados en las letras a), b), c) y g) del apartado 1.

Para ello, el Coordinador Territorial dirigirá una solicitud motivada de ejecución de 
gasto a la comunidad autónoma respectiva, incluyendo en todo caso un importe indicativo cv
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del gasto a realizar, el cual no podrá nunca superar el 50 por cien de los fondos asignados 
para modernizar el respectivo servicio público de empleo autonómico. El 50 por cien de los 
fondos asignados desde la aplicación 19.101.241-A.458 que pueden transferirse a las 
aplicaciones 19.101.241-A.454 y 19.101.241-B.452, de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo corresponde en todo caso a la parte de fondos en los que el Coordinador Territorial 
no puede incidir, de forma que no cabe alegar la falta de realización de todas o algunas de 
las iniciativas propuestas por el Coordinador Territorial en base a lo dispuesto en el 
apartado 3 de este artículo, por haber hecho uso de la flexibilidad prevista en el párrafo 
tercero del artículo 5.1.

La comunidad autónoma receptora de esta solicitud podrá acometer el gasto solicitado 
con cargo a los fondos librados para realizar este tipo de acciones y medidas o justificar la 
falta de necesidad de la mejora indicada en el plazo de 15 días desde la recepción de la 
citada solicitud. En este segundo supuesto, el Servicio Público de Empleo Estatal podrá 
aceptar la justificación de la comunidad autónoma o bien mantener su intención inicial. Si 
la comunidad autónoma no acomete las acciones indicadas no se considerarán 
adecuadamente justificados, con cargo a los fondos asignados para modernizar el servicio 
público de empleo autonómico, el importe igual al indicado en su escrito de solicitud, 
procediendo al descuento del citado importe con cargo a los fondos que se libren en el 
ejercicio 2020, de tal forma que esta cantidad indebidamente justificada incrementará las 
cantidades de los remanentes no comprometidos con los efectos previstos en el apartado 
cuarto del artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

4.  La comunidad autónoma respectiva informará en la primera reunión celebrada por 
la Subcomisión de Coordinación del Convenio de Colaboración para la gestión del empleo 
y de las prestaciones por desempleo, de los importes y medidas en los que pretende 
utilizar los fondos mencionados en este artículo que afecten a su ámbito territorial. Si no 
estuviera aún suscrito el citado Convenio de Colaboración, se efectuará dicha 
comunicación en una reunión entre los representantes que determinen la comunidad 
autónoma y el Servicio Público de Empleo Estatal, siendo uno de estos últimos el 
correspondiente Coordinador Territorial.

Asimismo, esta Subcomisión de Coordinación u órgano equivalente debe ser informada 
tan pronto como sea conocida y, en todo caso, en la última reunión celebrada de cualquier 
variación que se produzca en las previsiones iniciales de utilización de estos importes y 
medidas.

5.  La justificación de los fondos asignados a cada comunidad autónoma deberá 
incluir en todo caso las actas de las dos reuniones de la Subcomisión de Coordinación u 
órgano equivalente, referidas en el apartado anterior, con mención expresa de la fecha de 
celebración, los asistentes y los asuntos tratados.

En caso de no aportarse estos documentos los fondos mencionados en este artículo 
no se podrán considerar adecuadamente justificados a efectos de lo establecido en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

Artículo 7.  Igualdad efectiva entre hombres y mujeres.

De acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, las actuaciones que se desarrollen en cada uno 
de los programas contemplados en la presente orden tendrán como uno de sus objetivos 
prioritarios aumentar la participación de las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en 
la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Para ello, se mejorará la empleabilidad y la 
permanencia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel formativo y su 
adaptabilidad a los requerimientos del mercado de trabajo.

Disposición adicional primera.  Cumplimentación y remisión de estados justificativos.

1.  Resultando aplicable la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, por disposición expresa 
de su artículo 3.4.a), a las subvenciones territorializadas por la presente orden en favor de 
las comunidades autónomas, con competencias de gestión estatutariamente asumidas en 
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materias sobre las que el Estado ostenta la regulación legislativa plena, habida cuenta 
asimismo el carácter de fondos de empleo de ámbito nacional, a que se refiere el 
artículo 21 del texto refundido de la Ley de Empleo, al amparo de lo establecido en 
el  artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, las comunidades autónomas 
cumplimentarán los anexos II.2 y III de esta orden, a efectos de considerar adecuadamente 
justificadas las subvenciones concedidas, ya que resulta necesaria la disposición por el 
Servicio Público de Empleo Estatal y por el Ministerio de Trabajo y Economía Social, de 
información sobre la gestión de las políticas activas de empleo y su incidencia en el 
mercado laboral en el ámbito estatal.

2.  El Servicio Público de Empleo Estatal no procederá en el ejercicio 2021 al 
libramiento a las comunidades autónomas de las subvenciones gestionadas que se 
territorialicen para dicho ejercicio, en tanto no hayan sido remitidos, debidamente 
cumplimentados, a dicho organismo los anexos mencionados en el párrafo anterior.

Disposición adicional segunda.  Declaración de reintegros hechos efectivos en la tesorería 
de las comunidades autónomas, resultantes de la gestión de subvenciones del ámbito 
laboral financiadas por el Estado.

1.  Del montante de compromisos de créditos se minorarán los reintegros obtenidos 
por la comunidad autónoma correspondientes a los fondos distribuidos en la presente 
orden, cumplimentándose en la forma indicada en el anexo II.1 de esta orden.

No obstante, no deberá procederse a la minoración mencionada cuando las cantidades 
objeto de reintegro procedentes de fondos asignados desde las aplicaciones del concepto 
19.101.241-A.454 del presupuesto de gastos del Servicio Público de Empleo Estatal, se 
utilicen en el mismo ejercicio o en el siguiente al que se hiciera efectivo dicho reintegro 
para la financiación de programas y servicios de políticas de activación para el empleo.

En 2020, respecto a las aplicaciones del concepto 19.101.241-A.454 las comunidades 
autónomas podrán utilizar tanto los importes de los reintegros obtenidos en 2019, siempre 
que no se hubieran incluido en la justificación presentada en el propio ejercicio 2019, como 
los reintegros obtenidos en el propio ejercicio 2020, para la ejecución de servicios y 
programas de políticas activas de empleo que se hubieran incluido en el Plan Anual de 
Política de Empleo para 2020. En el caso de los reintegros obtenidos durante 2020, las 
comunidades autónomas podrán utilizarlos en 2020 o en 2021 para la ejecución de 
servicios y programas de políticas activas de empleo que se hubieran incluido en el Plan 
Anual de Política de Empleo para 2020 o 2021 respectivamente.

2.  En lo que respecta a las aplicaciones del concepto 19.101.241-B.452, se modifica 
lo indicado en la disposición adicional segunda de la Orden TMS/425/2018, de 8 de abril, 
de forma que en 2020 las comunidades autónomas podrán utilizar los importes de los 
reintegros obtenidos en el año 2019 exclusivamente para financiar iniciativas de formación 
profesional para el empleo. En caso de proceder a esta utilización, en la justificación de los 
fondos asignados en 2019 no deberá procederse a la minoración de los reintegros 
obtenidos.

Además, en el caso de los reintegros obtenidos en 2020 no deberá procederse a la 
minoración mencionada en el apartado 1, cuando las cantidades objeto de reintegro se 
utilicen en el mismo ejercicio o en el siguiente al que se hiciera efectivo dicho reintegro 
para la financiación de programas y servicios de políticas de activación para el empleo. 
Así, estos reintegros podrán utilizarse en 2020 o en 2021 para la ejecución de servicios y 
programas de políticas activas de empleo que se hubieran incluido en el Plan Anual de 
Política de Empleo para 2020 o 2021, respectivamente.

3.  A los efectos de esta orden ministerial se incluirán en el concepto de reintegros tanto 
las cantidades que son consecuencia de un procedimiento de reintegro en sentido estricto 
en aplicación de la respectiva normativa, como la devolución de los excesos previamente 
abonados por la administración, una vez ha finalizado el respectivo expediente administrativo, 
así como aquellas cantidades previamente comprometidas que por cualquier causa 
legalmente establecida no lleguen a generar una obligación de pago, una vez que la 
ejecución de la respectiva actuación que se financia hubiera realizado por completo. cv
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Por ello, cuando exista una causa legalmente establecida que determine que un 
compromiso de crédito adquirido no dará lugar a una obligación de pago, se podrá reutilizar 
el importe correspondiente como reintegro a los efectos señalados en este artículo, lo que 
debe tenerse en consideración a la hora de cumplimentar el anexo III.

4.  Se considera que una comunidad autónoma ha obtenido un reintegro en función 
de la fecha de este ingreso efectivo en la tesorería de la comunidad autónoma por parte 
de la persona, entidad o empresa obligada a realizar este abono, salvo que se justifique 
por parte de la comunidad autónoma respectiva que, a pesar del ingreso efectivo, el 
expediente no estuviera finalizado en cuyo caso se atenderá a la fecha de su finalización 
efectiva. En este último caso, se deberá dejar constancia documental que justifique la 
finalización del expediente administrativo en un momento posterior al ingreso efectivo del 
reintegro solicitado.

En el supuesto de las cantidades previamente comprometidas que por cualquier causa 
legal no lleguen a generar una obligación de pago, se considerará que el reintegro se ha 
producido en el momento en que haya finalizado el expediente por haber abonado la 
cantidad debida al beneficiario o proveedor que ha ejecutado o realizado el respectivo 
proyecto.

5.  El importe de los reintegros mencionados en esta disposición adicional se entiende 
utilizado por la comunidad autónoma en la ejecución de políticas activas de empleo cuando 
el citado importe se hubiera comprometido presupuestariamente en su ejecución, 
incluyéndose esta información en los anexos II.1 y II.2, y en su caso II.3, a los efectos 
correspondientes.

Disposición adicional tercera.  Especialidades en la aplicación de los fondos en las 
comunidades autónomas de Andalucía, Extremadura y Comunidad Foral de Navarra.

1.  Las comunidades autónomas de Andalucía y Extremadura no podrán financiar 
gastos incluidos en el programa de colaboración con las corporaciones locales para la 
contratación de trabajadores desempleados en la realización de obras y servicios de 
interés general y social regulado en la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
de 26 de octubre de 1998, con cargo a los fondos recogidos en la presente orden.

2.  La Comunidad Foral de Navarra no podrá financiar con cargo a los fondos 
recogidos en la presente orden ministerial gastos incluidos en:

a)  Los programas de fomento del empleo autónomo y fomento de la economía social 
regulados en la Orden TAS/1622/2007, de 5 de junio, por la que se regula la concesión de 
subvenciones al programa de promoción del empleo autónomo, y en la Orden 
TAS/3501/2005, de 7 de noviembre por la que se establecen las bases reguladoras para 
la concesión de subvenciones de fomento del empleo y mejora de la competitividad en las 
cooperativas y sociedades laborales.

b)  El programa de integración laboral de personas con discapacidad en Centros 
Especiales de Empleo, regulado en el Real Decreto 469/2006, de 21 de abril, por el que se 
regulan las unidades de apoyo a la actividad profesional en el marco de los servicios de 
ajuste personal y social de los Centros Especiales de Empleo y en la Orden del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales de 16 de octubre de 1998, por la que se establecen las 
bases reguladoras para la concesión de las ayudas y subvenciones públicas destinadas al 
fomento de la integración laboral de personas con discapacidad en centros especiales de 
empleo y trabajo autónomo.

Disposición adicional cuarta.  Incumplimiento por las comunidades autónomas de la 
obligación de registrar las ofertas y demandas de empleo en el Portal Único de Empleo.

1.  A efectos de lo dispuesto en el artículo 21.3 del texto refundido de la Ley de Empleo, 
se consideran sujetas al cumplimiento de la obligación establecida en su artículo 13.b). 2.º 
las cantidades recogidas en la aplicación 19.101.241-A.458.00 del anexo I de esta orden, así 
como las cantidades incluidas en la aplicación 19.101.241-A.454.00.
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2.  En base a ello, si alguna comunidad autónoma no cumpliera lo establecido en el 
citado artículo 13.b).2.º del texto refundido de la Ley de Empleo, el Servicio Público de 
Empleo Estatal no procederá a librar las cantidades asignadas a la citada comunidad 
autónoma en los subconceptos citados en el párrafo anterior, hasta que no se subsane 
esta situación.

Disposición adicional quinta.  Cofinanciación del Programa Operativo de Garantía Juvenil 
y de los Programas Operativos Regionales.

1.  Los fondos librados a cada comunidad autónoma en aplicación de esta orden 
podrán ser utilizados por estas como financiación nacional en las acciones y medidas que 
desarrollen y sean objeto de cofinanciación por el Fondo Social Europeo tanto a través del 
Programa Operativo de Garantía Juvenil, como de los respectivos Programas Operativos 
Regionales, siempre que los servicios y programas objeto de financiación se recojan en el 
Plan Anual de Política de Empleo para 2020.

Asimismo, se permite la utilización de los fondos librados en los ejercicios 2014 a 2019, 
con excepción de aquellos que se pagaran con base en la Orden ESS/763/2016, de 5 de 
abril, como financiación nacional en las acciones y medidas que desarrollen y sean objeto 
de cofinanciación por el Fondo Social Europeo a través de los respectivos Programas 
Operativos Regionales, siempre que se trate de acciones y medidas incluidas en el Plan 
Anual de Política de Empleo del año que corresponda.

La comunidad autónoma respectiva debe analizar y garantizar que no se produce la 
justificación de las mismas medidas al Programa Operativo de Garantía Juvenil y al 
respectivo Programa Operativo Regional.

En el supuesto de que se utilizara la posibilidad prevista en la presente disposición, y 
en la acción o medida concreta cuyos gastos se justifican en el Programa Operativo de 
Empleo Juvenil o en el Programa Operativo Regional, no se hubiera mencionado en el 
apartado correspondiente del Plan Anual de Política de Empleo, la fuente de financiación 
comunitaria, la comunidad autónoma debe poner en conocimiento del Servicio Público de 
Empleo Estatal esta circunstancia. Esta comunicación se realizará, bien modificando la 
información de las medidas y acciones incluidas en el respectivo Plan Anual de Política 
de Empleo en el aplicativo creado al efecto, o bien remitiendo un escrito al Servicio Público 
de Empleo Estatal, en el que se indique la medida o acción concreta, el Plan Anual de 
Política de Empleo afectado y el importe estimado de la correspondiente financiación 
comunitaria.

2.  En todo caso, la utilización de estos fondos en los términos expuestos exigirá el 
adecuado cumplimiento de la normativa nacional y comunitaria que fuera de aplicación en 
cada supuesto. De forma específica se debe tener en cuenta que los gastos de las 
operaciones que se cofinancien con los fondos indicados en esta disposición deben 
cumplir con la normativa de elegibilidad aplicable y ser acordes con lo dispuesto en los 
criterios de selección de las operaciones previamente aprobados.

La comunidad autónoma pondrá en práctica los procesos que sean necesarios para 
evitar la doble cofinanciación de los gastos que justifique. En este sentido, debe tener en 
cuenta que el Servicio Público de Empleo Estatal con cargo a los Programas Operativos 
Nacionales en los que participa como organismo intermedio sólo justificará gastos 
derivados de bonificaciones en las cotizaciones sociales como medida de fomento de la 
contratación.

3.  Los ingresos procedentes de la Comisión Europea que perciban las comunidades 
autónomas en aplicación de esta disposición, deberán asignarse en el presupuesto de la 
comunidad autónoma a la ejecución de acciones y medidas incluidas en el Plan Anual de 
Política de Empleo de la misma anualidad o de la anualidad siguiente a aquella en que se 
perciba de forma efectiva el ingreso, ya que la cofinanciación que ha dado lugar a dicho 
ingreso procede de subvenciones gestionadas en el ámbito de la ejecución de la legislación 
laboral y no de fondos procedentes de la aplicación de la normativa que regula los recursos 
propios de las comunidades autónomas.
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Disposición final única.  Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 7 de mayo de 2020.–La Ministra de Trabajo y Economía Social, Yolanda Díaz 
Pérez.

ANEXO I

Créditos de subvenciones gestionadas por Comunidades Autónomas con 
competencias estatutariamente asumidas en el ámbito de las políticas activas de 
empleo financiadas con cargo al presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal 
y del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, incluyendo aquellos destinados a la 
ejecución del plan de choque por el Empleo Joven 2019-2021 y a la ejecución 

del Plan Reincorpora-T 2019-2021.

La Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales, en la reunión celebrada el 20 de 
diciembre de 2018, aprobó, los criterios de distribución territorial de los créditos correspondientes 
al período 2019-2021, para la ejecución de los servicios y programas incluidos en los distintos 
ejes de políticas activas de empleo establecidos en el artículo 10.4 del texto refundido de la Ley 
de Empleo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, así como el 
programa de modernización de los servicios públicos de empleo.

Los criterios fijados el 20 de diciembre de 2018 son los siguientes:

–  En 2019, se garantiza a todas las Comunidades Autónomas el 95 por cien de los 
fondos asignados en 2018. En 2020, se garantiza a cada Comunidad Autónoma el 90 por 
cien de lo asignado en 2019 y en 2021, se asegura a cada Comunidad Autónoma que 
percibirá el 85 por cien de lo asignado en 2020.

–  La cantidad restante a se asignará de la siguiente forma:

1.  Un 30 por cien de los fondos se asigna entre las diferentes comunidades 
autónomas en función del grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el Plan Anual 
de Política de Empleo del año anterior, esto es, el Plan Anual de Empleo de 2019, en el 
caso de la asignación de fondos del año 2020.

2.  Un 30 por cien de los fondos se asigna entre las diferentes comunidades 
autónomas en base a la plantilla de personas con discapacidad en los Centros Especiales 
de Empleo, según el último dato de que disponga el Servicio Público de Empleo Estatal 
(plantillas a 31/12/2018 en el caso de la asignación para 2020).

3.  Un 35 por cien de los fondos se asigna entre las diferentes comunidades 
autónomas en función al número de personas inscritas como demandantes de empleo en 
el Sistema Nacional de Empleo a 31 de diciembre del año anterior al de la distribución que 
se vaya a aprobar (31/12/2019 en el caso de la distribución de 2020). El 50 por cien de los 
fondos a distribuir se asignará de acuerdo con datos de paro registrado y el 50 por cien 
restante de este apartado se asignará en base a datos de demandantes no ocupados.

4.  Un 5 por cien de los fondos se asigna entre las diferentes comunidades autónomas 
en base al número de personas ocupadas a 31 de diciembre del año anterior (31/12/2019, 
en el caso de la asignación de 2020).

Además, se proponen criterios específicos para la distribución de fondos destinados a 
financiar:

1.  El programa o medida destinada a reforzar la red de los Servicios Públicos de 
Empleo con 3.000 personas dedicadas a labores de orientación:

–  El 50 por cien de los fondos destinados a financiar esta medida se asignará entre las 
Comunidades Autónomas en función del número de oficinas existente en cada una de 
ellas a 31/12/2018. cv
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–  El 50 por cien restante se asignará a las comunidades autónomas, de la siguiente 
forma: el 50 por cien de los fondos a distribuir asignará de acuerdo con datos de paro 
registrado y el 50 por cien restante, en base a datos de demandantes no ocupados, todo 
ello, teniendo en cuenta los datos a 31/12/2018.

2.  Las subvenciones destinadas a financiar la formación en materias relativas al 
diálogo social y la negociación colectiva:

El 50 por cien del importe se asignará en proporción al número de personas ocupadas 
en cada comunidad autónoma y el otro 50 por cien en proporción al número de personas 
activas existentes en cada comunidad autónoma (a 31/12/2019 en ambos casos en el 
supuesto del año 2020).

En la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales de 1 de abril de 2020, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 21 del texto refundido de la Ley de Empleo, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, y 86 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, se refrenda el criterio de la distribución 
del 90 por cien de las cantidades asignadas a cada comunidad autónoma en 2019 en los 
programas de fomento del empleo, modernización de los servicios públicos de empleo y 
flexibilidad entre fomento del empleo y formación profesional para el empleo, cuya 
financiación no proviene de la cotización por formación profesional, quedando pendiente 
de distribución la cantidad destinada a financiar iniciativas de formación profesional para 
el empleo, así como el potencial exceso sobre el 90 por cien distribuido en los programas 
antes citados.

Por ello, el importe total a distribuir asciende a 1.048.544.799,30 euros, el 90 por cien 
de los 1.165.049.777,00 euros asignados en 2019 para financiar los programas de fomento 
del empleo, modernización de los servicios públicos de empleo y flexibilidad entre fomento 
del empleo y formación profesional para el empleo. La totalidad del importe se recoge en 
el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal.

La distribución territorializada por comunidades autónomas desglosada por 
aplicaciones del presupuesto de gastos del Servicio Público de Empleo Estatal de 2018, 
prorrogado para 2020, de los 1.048.544.799,30 euros antes mencionados, arroja la 
asignación individualizada que se indica.

Las referencias a las disposiciones reguladoras de los servicios y programas se 
entienden efectuadas asimismo, a las normas que las modifiquen o sustituyan o regulen 
nuevos programas incluidos en cada apartado.

SERVICIOS Y PROGRAMAS DE FOMENTO DEL EMPLEO Y DE FORMACIÓN 
PROFESIONAL PARA EL EMPLEO

1.  Orientación profesional (EJE 1)

Aplicación Presupuestaria 19.101.241-A.454.00

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 7 de diciembre de 2018.

–  Plan Reincorpora-T 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 5 de abril de 2019.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.
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–  Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 20 de enero de 1998, por la 
que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones para la 
realización de acciones de orientación profesional para el empleo y asistencia para el 
autoempleo.

–  Orden TAS/2643/2003, de 18 de septiembre, por la que se regulan las bases para la 
concesión de subvenciones para la puesta en práctica de programas experimentales en 
materia de empleo.

Orientación Profesional (EJE 1) (En euros)

Andalucía. 57.916.520,00

Aragón. 10.213.746,00

Asturias. 9.919.942,00

Illes Balears. 7.701.529,00

Canarias. 23.666.747,00

Cantabria. 4.959.706,00

Castilla - La Mancha. 14.670.911,00

Castilla y León. 20.845.185,00

Cataluña. 57.177.445,00

Comunidad Valenciana. 32.835.164,00

Extremadura. 15.030.088,00

Galicia. 27.505.391,00

Madrid. 45.245.353,00

Murcia. 10.149.735,00

Navarra. 3.975.463,00

La Rioja. 1.900.522,00

    Total. 343.713.447,00

Aplicación Presupuestaria 19.101.241-A.454.90

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 20 de enero de 1998, por la 
que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones para la 
realización de acciones de orientación profesional para el empleo y asistencia para el 
autoempleo.

–  Orden TAS/2643/2003, de 18 de septiembre, por la que se regulan las bases para la 
concesión de subvenciones para la puesta en práctica de programas experimentales en 
materia de empleo.

–  Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 7 de diciembre de 2018. cv
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–  Plan Reincorpora-T 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 5 de abril de 2019.

Programa de refuerzo de los servicios 
públicos de empleo autonómicos en labores 
de orientación y prospección para el empleo

(EJE 1)

(En euros)

Andalucía. 20.014.695,00

Aragón. 1.906.335,00

Asturias. 2.212.515,00

Illes Balears. 1.396.035,00

Canarias. 4.049.595,00

Cantabria. 863.865,00

Castilla - La Mancha. 4.173.525,00

Castilla y León. 4.625.505,00

Cataluña. 8.292.375,00

Comunidad Valenciana. 7.198.875,00

Extremadura. 3.233.115,00

Galicia. 4.793.175,00

Madrid. 6.236.595,00

Murcia. 2.580.660,00

Navarra. 918.540,00

La Rioja. 404.595,00

    Total. 72.900.000,00

2.  Oportunidades de empleo (EJE 3)

Aplicación Presupuestaria 19.101.241-A.454.02

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Real Decreto 870/2007, de 2 de julio, por el que se regula el programa de empleo 
con apoyo como medida de fomento de empleo de personas con discapacidad en el 
mercado ordinario de trabajo.

–  Real Decreto 469/2006, de 21 de abril, por el que se regulan las unidades de apoyo 
a la actividad profesional en el marco de los servicios de ajuste personal y social de los 
Centros Especiales de Empleo.

–  Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el que se regula la concesión directa 
de determinadas subvenciones en los ámbitos del empleo y de la formación profesional 
ocupacional.

–  Real Decreto 290/2004, de 20 de febrero, por el que se regulan los enclaves 
laborales como medida de fomento del empleo de las personas con discapacidad.
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–  Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 7 de diciembre de 2018.

–  Plan Reincorpora-T 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 5 de abril de 2019.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 26 de octubre de 1998, por la 
que se establecen las bases para la concesión de subvenciones por el Instituto Nacional 
de Empleo, en el ámbito de colaboración con las Corporaciones Locales para la 
contratación de trabajadores desempleados en la realización de obras y servicios de 
interés general y social.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 16 de octubre de 1998, por la 
que se establecen las bases reguladoras para la concesión de las ayudas y subvenciones 
públicas destinadas al fomento de la integración laboral de personas con discapacidad en 
centros especiales de empleo y trabajo autónomo.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 19 de diciembre de 1997, por 
la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones públicas, por 
el Instituto Nacional de Empleo en el ámbito de la colaboración con órganos de la 
Administración General del Estado y sus organismos autónomos, Comunidades 
Autónomas, Universidades e instituciones sin ánimo de lucro, que contraten trabajadores 
desempleados para la realización de obras y servicios de interés general y social.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 13 de abril de 1994, por la 
que se regula la concesión de las ayudas y subvenciones sobre fomento del empleo de los 
trabajadores con discapacidad que establece el capítulo II del Real Decreto 1451/1983, 
de 11 de mayo, por el que en cumplimiento de lo establecido en la Ley 13/1982, de 7 de 
abril, se regula el empleo selectivo y las medidas de fomento del empleo de los trabajadores 
minusválidos.

Oportunidades de empleo
(EJE 3) (En euros)

Andalucía. 80.543.613,24

Aragón. 13.946.606,25

Asturias. 13.753.698,14

Illes Balears. 10.268.242,07

Canarias. 30.848.368,64

Cantabria. 6.831.932,75

Castilla - La Mancha. 20.373.427,82

Castilla y León. 28.785.718,33

Cataluña. 81.243.348,72

Comunidad Valenciana. 45.136.325,95

Extremadura. 19.487.763,00

Galicia. 34.935.359,00

Madrid. 62.989.613,00

Murcia. 13.251.904,43

Navarra. 4.955.774,40

La Rioja. 2.701.840,56

    Total. 470.053.536,30
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3.  Fomento de la igualdad de oportunidades de empleo (EJE 4)

Aplicación Presupuestaria 19.101.241-A.454.03

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 1917/2008, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el programa de 
inserción laboral para mujeres víctimas de violencia de género.

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 7 de diciembre de 2018.

–  Plan Reincorpora-T 2019-2021, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 5 de abril de 2019.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.

Fomento de la igualdad de oportunidades en 
el empleo (EJE 4) (En euros)

Andalucía. 3.033.048,00

Aragón. 534.888,00

Asturias. 519.504,00

Illes Balears. 403.320,00

Canarias. 1.239.408,00

Cantabria. 259.728,00

Castilla - La Mancha. 768.312,00

Castilla y León. 1.091.640,00

Cataluña. 2.994.336,00

Comunidad Valenciana. 1.719.552,00

Extremadura. 787.104,00

Galicia. 1.440.432,00

Madrid. 2.369.472,00

Murcia. 531.528,00

Navarra. 208.200,00

La Rioja. 99.528,00

    Total. 18.000.000,00

4.  Emprendimiento (EJE 5)

Ayudas al trabajo autónomo, cooperativas y sociedades laborales y subvenciones de 
cuotas a la Seguridad Social derivadas de la capitalización de las prestaciones por 
desempleo y promoción de la actividad económica territorial.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
49

46
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

61



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 133	 Martes 12 de mayo de 2020	 Sec. III.   Pág. 32194

Aplicación Presupuestaria 19.101.241-A.454.06

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Real Decreto 357/2006, de 24 de marzo, por el que se regula la concesión directa de 
determinadas subvenciones en los ámbitos del empleo y de la formación profesional ocupacional.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 13 de abril de 1994, por la 
que se establecen las bases reguladoras de la concesión de las subvenciones consistentes 
en el abono, a los trabajadores que hicieren uso del derecho previsto en el artículo 1º del 
Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, de cuotas a la Seguridad Social, según lo 
dispuesto en el artículo 4.2 de dicho Real Decreto.

–  Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 15 julio de 1999 por la que se 
establecen las bases de concesión de subvenciones públicas para el fomento de desarrollo 
local e impulso de los proyectos y empresas calificadas como I + E.

–  Orden TAS/1622/2007, de 5 de junio, por la que se regula la concesión de 
subvenciones al programa de promoción del empleo autónomo.

–  Orden TAS/3501/2005, de 7 de noviembre por la que se establecen las bases 
reguladoras para la concesión de subvenciones de fomento del empleo y mejora de la 
competitividad en las cooperativas y sociedades laborales.

Subvención de cuotas a la Seguridad Social 
de la capitalización de prestaciones por 
desempleo y promoción de la actividad 

económica territorial. Emprendimiento (EJE 5)

(En euros)

Andalucía. 4.143.411,00

Aragón. 721.868,00

Asturias. 705.463,00

Illes Balears. 543.485,00

Canarias. 1.662.815,00

Cantabria. 351.135,00

Castilla - La Mancha. 1.045.037,00

Castilla y León. 1.477.135,00

Cataluña. 4.059.193,00

Comunidad Valenciana. 2.336.495,00

Extremadura. 1.055.980,00

Galicia. 1.922.359,00

Madrid. 3.213.713,00

Murcia. 714.669,00

Navarra. 277.438,00

La Rioja. 135.576,00

    Total. 24.365.772,00
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5.  Flexibilidad: formación y recualificación(EJE 2)

Aplicación Presupuestaria 19.101.241-B.454.09

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.

Flexibilidad: Formación y recualificación
(EJE 2) (En euros)

Andalucía. 11.038.932,00

Aragón. 1.946.749,00

Asturias. 1.890.750,00

Illes Balears. 1.467.916,00

Canarias. 4.510.899,00

Cantabria. 945.323,00

Castilla - La Mancha. 2.796.288,00

Castilla y León. 3.973.106,00

Cataluña. 10.898.065,00

Comunidad Valenciana. 6.258.407,00

Extremadura. 2.864.746,00

Galicia. 5.242.548,00

Madrid. 8.623.800,00

Murcia. 1.934.547,00

Navarra. 757.728,00

La Rioja. 362.240,00

    Total. 65.512.044,00

MODERNIZACIÓN (EJE 6)

Aplicación Presupuestaria: 19.101.241-A.458.00

Disposiciones reguladoras:

–  Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

–  Orden ESS/381/2018, de 10 de abril, por la que se aprueba la Guía técnica de 
referencia para el desarrollo de los protocolos de la Cartera Común de Servicios del 
Sistema Nacional de Empleo.

–  Acuerdo del Consejo de Ministros que apruebe el Plan Anual de Política de Empleo 
para el ejercicio 2020.
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Modernización de los Servicios Públicos de 
Empleo
(EJE 6)

(En euros)

Andalucía. 9.182.729,00

Aragón. 1.599.818,00

Asturias. 1.563.459,00

Illes Balears. 1.204.481,00

Canarias. 3.685.172,00

Cantabria. 778.193,00

Castilla - La Mancha. 2.316.037,00

Castilla y León. 3.273.658,00

Cataluña. 8.996.079,00

Comunidad Valenciana. 5.178.192,00

Extremadura. 2.340.284,00

Galicia. 4.260.380,00

Madrid. 7.122.308,00

Murcia. 1.583.870,00

Navarra. 614.867,00

La Rioja. 300.473,00

    Total. 54.000.000,00
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INSTRUCCIONES PARA LA ADECUADA CUMPLIMENTACIÓN DEL ANEXO II.1

a)  Respecto de los créditos del Servicio Público de Empleo Estatal, se consignarán 
cada uno de los programas identificados por la correspondiente aplicación presupuestaria 
(desagregada a nivel de subconcepto o concepto, desde la que se libraron los fondos) 
atendiendo a la agrupación de aplicaciones que se recoge en el artículo 5 de esta orden. 
En la columna de «Redistribución según criterios flexibilidad», únicamente se harán 
constar las modificaciones efectuadas entre cada uno de los distintos servicios y programas 
(identificados por la correspondiente aplicación presupuestaria desagregada a nivel de 
subconcepto).

Se recuerda que en este ejercicio (2020) es posible la redistribución de fondos de las 
aplicaciones 19.101.241-B.452 a las aplicaciones 19.101.241-A.454 y viceversa, en el 
momento en que se proceda a la efectiva distribución de fondos desde las últimas 
aplicaciones citadas. En todo caso, se deben tener en cuenta las limitaciones recogidas en 
los apartados 3 y 4 del artículo 5.

Se recuerda que en este ejercicio se permite de forma excepcional la transferencia de 
un máximo del 50 por cien fondos asignados desde la aplicación 19.101.241-A.458 a las 
aplicaciones 19.101.241-B.452 y 19.101.241-A.454, en los términos indicados en los 
artículos 5 y 6.

b)  Si la comunidad autónoma, según su propia organización administrativa, no 
dispone de intervención para la fiscalización de la ejecución presupuestaria, la conformidad 
será prestada por el Responsable Económico-Financiero, al que corresponda la llevanza 
de la contabilidad del centro gestor de las subvenciones, haciéndose constar los extremos 
recogidos al efecto en el artículo 2.1 de esta orden ministerial.

c)  El total de la columna (2) «Redistribución según criterios de flexibilidad» será «0»
d)  La asignación definitiva de los créditos será el resultado de añadir o minorar a 

cada crédito de la asignación inicialmente realizada el importe de las redistribuciones que 
le afecten (en positivo o en negativo).

d)  Los reintegros obtenidos, materializados en la tesorería de la Administración 
autonómica, de conformidad con la disposición adicional segunda de esta orden, se 
consignarán, con signo negativo, en la columna de «Compromisos de créditos», 
desagregados para cada subvención, a que se refiere el número 1 de estas instrucciones 
con mención expresa del ejercicio de origen de los fondos y el ejercicio en que se hace 
efectivo el respectivo reintegro en la tesorería de las comunidades autónomas. No 
obstante, estos reintegros se consignarán también con signo positivo cuando los fondos 
obtenidos se hubieran comprometido en la ejecución de servicios y programas de políticas 
activas incluidas en el Plan Anual de Política de Empleo para 2020.

e)  La columna de «Compromisos de créditos» únicamente recogerá los compromisos 
netos contabilizados y aprobados hasta el fin del ejercicio corriente, deducidas las 
anulaciones realizadas durante el ejercicio, incluidas las derivadas de las operaciones del 
ejercicio. El importe de esta columna no podrá ser superior a la asignación definitiva.
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ANEXO IV

Elementos identificativos del origen de las subvenciones distribuidas 
en esta orden

En los contratos y resto de documentación utilizada en servicios y programas de 
fomento del empleo, y formación profesional para el empleo, señalización exterior de 
centros y lugares donde se realizan estas acciones y actividades de comunicación 
desarrolladas que promocionen la realización de las mismas deben aparecer, en los 
mismos términos en que se recojan los elementos identificativos de la comunidad 
autónoma respectiva los siguientes elementos:

1.  Composición horizontal:

2.  Composición vertical:

Se optará por la más adecuada teniendo en cuenta los documentos o soportes en los 
que vaya a insertarse.

3.  Los colores a utilizar serán los siguientes:

Preferentemente se ha de utilizar el logotipo en color

a)  En el escudo:

–  Negro Pantone.
–  Rojo Pantone 186.
–  Plata Pantone 877.
–  Oro Pantone 872.
–  Verde Pantone 3415.
–  Azul Pantone 2935.
–  Púrpura Pantone 218.
–  Granada Pantone 1345. cv
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b)  En el fondo:

–  Negro Pantone.
–  Amarillo Pantone 116.
–  Azul Pantone 286.
–  Gris Pantone 824 (al 18 %).

La tipografía a utilizar será Gill Sans en mayúsculas.

En caso de no existir elementos identificativos de cada comunidad autónoma en los 
soportes mencionados anteriormente el tamaño de los elementos antes mencionados será de:

–  Sobre una estructura rectangular, figurarán en 2/3, aproximadamente, la imagen del 
Ministerio y en el 1/3 restante, la representación del Servicio Público de Empleo Estatal.

–  El tamaño del escudo será de 18 mm. de ancho. El escudo y logotipo estarán 
protegidos por una zona que no será traspasada por ningún otro elemento. Esta zona de 
protección deberá regirse por la medida modular «x», que corresponde a la altura del 
Escudo.

ANEXO V

Medidas para facilitar la inserción socio laboral de las mujeres víctimas 
de violencia de género

Medidas para facilitar la inserción sociolaboral de 
las mujeres víctimas de violencia de género (En euros)

Andalucía. 709.735

Aragón. 226.940

Asturias. 94.631

Illes Balears. 94.631

Canarias. 236.578

Cantabria. 110.197

Castilla - La Mancha. 283.894

Castilla y León. 463.157

Cataluña. 449.499

Comunidad Valenciana. 709.734

Extremadura. 165.605

Galicia. 354.867

Madrid. 828.024

Murcia. 141.947

Navarra. 88.334

La Rioja. 42.227

    Total. 5.000.000
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ANEXO VI

Número de personas dedicadas a labores de orientación y/o prospección de empleo 
a contratar por cada comunidad Autónoma con cargo a los fondos asignados en la 

aplicación 19.101.241-A.454.90

Comunidades Autónomas

Número
de personas 

estimado
Total

Andalucía. 798

Aragón. 75

Principado de Asturias. 88

Illes Balears. 54

Canarias. 158

Cantabria. 34

Castilla-La Mancha. 162

Castilla y León. 180

Cataluña. 323

Comunidad Valenciana. 280

Extremadura. 129

Galicia. 188

Comunidad de Madrid. 243

Región de Murcia. 101

Comunidad Foral de Navarra. 36

La Rioja. 15

    Total. 2.864

Para totalizar las 3.000 personas indicadas en el plan de refuerzo habría que sumar las 
personas que van a prestar sus servicios en el Servicio Público de Empleo Estatal y en el 
Servicio Público de Empleo de la Comunidad Autónoma del País Vasco.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD Y AGENDA URBANA
4930 Resolución de 5 de mayo de 2020, de la Dirección de la Agencia Estatal de 

Seguridad Aérea, por la que se emite exención, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 71 del Reglamento (UE) 2018/1139, para la 
extensión de la validez y otros períodos de tiempo, relativos a las licencias, 
habilitaciones, atribuciones, anotaciones y certificados de pilotos, 
instructores, examinadores y TCP para la reducción del impacto negativo 
sobre la aviación comercial y general, ocasionado por la crisis global del 
coronavirus COVID-19.

La situación creada por la crisis global del COVID-19 ha conllevado la imposición de 
restricciones drásticas en los viajes y el cierre de fronteras entre numerosos países.

Los titulares de licencias de piloto emitidas conforme al Anexo I (Parte FCL), del 
Reglamento (UE) 1178/2011 de la Comisión de 3 de noviembre de 2011 por el que se 
establecen requisitos técnicos y procedimientos administrativos relacionados con el 
personal de vuelo de la aviación civil, que requieren realizar verificaciones de 
competencia (LPC) para revalidar las habilitaciones de clase, tipo, instrumental y de 
montaña no pueden acceder a las aeronaves o simuladores (FSTD) en los que se 
realizan los vuelos, entrenamientos y verificaciones necesarias para el mantenimiento de 
dichas habilitaciones así como tampoco pueden acceder en fecha, a los exámenes 
requeridos para el mantenimiento de sus competencias lingüísticas.

Igualmente, los titulares de las licencias de piloto de aviación ligera (LAPL), globo 
(BPL), planeador (SPL) y habilitaciones de montaña y vuelo entre nubes con planeador 
no pueden mantener su experiencia reciente para conservar sus atribuciones.

Lo mismo ocurre con los titulares de certificados de instructor y examinador conforme 
a la Parte FCL, al Anexo III (Parte SFCL) del Reglamento (UE) 2018/1976 de la 
Comisión de 14 de diciembre por el que se establecen disposiciones de aplicación para 
la operación de planeadores y al Anexo III (Parte BFCL) del Reglamento (UE) 2018/395 
de la Comisión de 13 de marzo por el que se establecen normas detalladas para la 
operación de globos, que requieren que se realice una evaluación de competencia para 
revalidar sus privilegios de instructor o examinador para poder continuar ejerciendo sus 
funciones.

Los titulares de un certificado inicial de miembro de tripulación de cabina de 
pasajeros, con validez de acuerdo al requisito CC.CCA.105 del Anexo V (Parte CC) del 
Reglamento (UE) 1178/2011, que no hayan ejercido las atribuciones correspondientes 
durante los 60 meses anteriores, deben renovar su certificado si quieren ejercerlas

Los titulares de certificados médicos, que necesitan realizar un examen médico 
recurrente para revalidar sus certificados y continuar ejerciendo los privilegios de sus 
licencias, tienen limitado el acceso a los médicos examinadores aéreos (AME) y Centros 
Médicos (AeMC) para realizar los reconocimientos previstos.

Adicionalmente, los titulares de certificados de médico examinador aéreo conforme al 
Anexo IV (Parte MED) del Reglamento (UE) 1178/2011 que realizan los exámenes a los 
poseedores de certificados 2 y LAPL pueden experimentar dificultades para conseguir 
renovar estos privilegios a través de sus Autoridades competentes.

La Resolución de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea (en adelante AESA) de 16 
de diciembre de 2016, establece la realización de exámenes electrónicos de 
conocimientos teóricos para la obtención de títulos, licencias y habilitaciones 
aeronáuticos civiles de avión y helicóptero; y la Resolución de 3 de diciembre de 2019, 
establece las bases para el desarrollo de los exámenes electrónicos de conocimientos 
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teóricos, para la obtención de licencias de piloto (FCL) en las categorías de planeador y 
globo, todo ello en aplicación del Reglamento (UE) n.º 1178/2011.

De conformidad con la evolución de la situación de la pandemia del coronavirus, las 
recomendaciones de las autoridades estatales y autonómicas, y evaluada la situación 
específica de AESA, esta Dirección dictó la Resolución de 18 de marzo de 2020 por la 
que se establecen medidas extraordinarias sobre la prestación del servicio de exámenes 
electrónicos de conocimientos teóricos para la obtención de títulos, licencias y 
habilitaciones aeronáuticos civiles, en relación con el estado de alarma declarado por el 
gobierno y las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias sobre contención del 
coronavirus COVID-19.

La presente resolución complementa a la del 18 de marzo, incluyendo el resto de 
profesionales que se regulan en el Reglamento (UE) 1178/2011.

Además, después de finalizar los exámenes de conocimientos teóricos los aspirantes 
a la emisión de una licencia o la habilitación de vuelo instrumental tampoco pueden 
acceder a las instalaciones, aeronaves y simuladores donde llevar a cabo el subsiguiente 
entrenamiento práctico dentro de los períodos de tiempo establecidos en los puntos 
FCL.025 (c)(1) de la Parte FCL del Reglamento (UE) 1178/2011.

Los aspirantes a una habilitación de tipo o clase no pueden acceder a las 
instalaciones de entrenamiento, ni a las aeronaves y simuladores para cumplir con el 
segundo subpárrafo del punto FCL.725 (c) de la Parte FCL del citado Reglamento por lo 
que resulta preciso arbitrar medidas que impidan el bloqueo de la actividad.

Por lo anteriormente expuesto, se considera necesario adoptar esta exención, para 
reducir la severidad y el impacto negativo que de otro modo tendrían sobre la aviación 
las alteraciones e interrupciones en la continuidad de la formación y la caducidad de las 
habilitaciones y certificados.

En virtud de lo anterior, esta Dirección resuelve:

Primero. Objeto.

La presente resolución, en virtud del artículo 71 de Reglamento (UE) 2018/1139 del 
Parlamento y del Consejo de 4 de julio de 2018, concede exenciones de los requisitos 
aplicables referidos en el apartado segundo, siempre que se cumplan las condiciones 
recogidas en los siguientes apartados.

Segundo. Ámbito.

Esta resolución es aplicable a las licencias, habilitaciones y certificados emitidos por 
AESA, en relación con los requisitos que a continuación se determinan:

a) Los requisitos del Reglamento (UE) n.º 1178/2011, establecidos en los siguientes 
puntos:

– FCL.025, FCL.055, FCL.060, FCL.140.A, FCL.140.H, FCL.625, FCL.725, FCL.740, 
FCL.735.A, FCL.735.H, FCL.805, FCL.810, FCL.825, FCL.815, FCL.940 y FCL.1025, así 
como el punto (1) de la Sección H del Apéndice 3 del Anexo I (Parte-FCL), punto 4 de la 
Sección A IR (A), punto 3 de la Sección A bis IR(A), punto 4 de la Sección B IR (H), y 
punto 4 de la Sección C IR (As) del Apéndice 6 del Anexo I (Parte-FCL).

– CC.CCA.105.
– MED.A.045 y MED.D.030 el Anexo IV (Parte-MED);

b) Los requisitos del Reglamento (UE) 2018/395, establecidos en los siguientes 
puntos:

– BFCL.135, BFCL.160, BFCL.200, BFCL.215 y BFCL.360 del Anexo III (Parte-
BFCL).
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c) Los requisitos del Reglamento (UE) No 2018/1976, establecidos en los 
siguientes puntos:

– SFCL.135, SFCL.155, SFCL.160, SFCL.205, SFCL.215 y SFCL.360 del Anexo III 
(Parte-SFCL)

Tercero. Exenciones en el ámbito del Reglamento (UE) 1178/2011.

a) Se extiende cuatro meses la validez de las habilitaciones de tipo, clase, vuelo 
instrumental y montaña que fuesen válidas a fecha 14 de marzo de 2020 y cuyo periodo 
ordinario de validez expirase antes del 31 de julio de 2020, anotadas en las licencias de 
piloto emitidas de conformidad con la Parte FCL, cuyos titulares cumplan las siguientes 
condiciones:

1. Dispongan de una habilitación de clase, o tipo para operar aeronaves de dichas 
clases y tipos que no estén incluidos en organizaciones para las que es aplicable el 
Anexo III (Parte ORO) del Reglamento (UE) 965/2012 de la Comisión de 5 de octubre 
de 2012, por el que se establecen requisitos técnicos y procedimientos administrativos 
en relación con las operaciones aéreas.

2. Dispongan de una anotación de competencia lingüística válida.
3. Hayan recibido un briefing impartido por un instructor con las debidas 

atribuciones, en el que se refresquen los conocimientos teóricos necesarios para ejercer 
de manera segura las atribuciones de la habilitación de la que se trate y llevar a cabo de 
manera segura las maniobras y procedimientos aplicables. Este briefing deberá 
realizarse previamente a la aplicación de la extensión e incluirá los procedimientos 
normales, anormales y de emergencia específicos de la habilitación.

Una vez superado el briefing descrito en el punto 3, un examinador, actuando de 
acuerdo con lo establecido en el FCL.1030, anotará la nueva fecha de validez de la 
habilitación o emitirá un certificado equivalente, en cuyo caso, éste deberá acompañar 
obligatoriamente a la licencia junto con el resto de los documentos establecidos en esta 
resolución.

b) Se extiende cuatro meses la validez de los certificados médicos emitidos 
conforme a la Parte MED, que no incluyan limitaciones, salvo limitaciones visuales (VDL, 
VNL, VML), válidos a fecha 14 de marzo de 2020, y cuyo periodo ordinario de validez 
expirase antes del 31 de julio de 2020. La extensión de la validez será automática, sin 
necesidad de expedición de un nuevo certificado médico. Los interesados deberán portar 
el certificado médico junto con una copia de esta resolución.

c) Se extiende la validez de los certificados de médico examinador aéreo (AME) 
con atribuciones para emitir certificados médicos de clase 2, LAPL y CC incluidos en la 
parte MED.D.030, que dispongan de un certificado de AME válido a fecha 14 de marzo 
de 2020, y cuyo periodo ordinario de validez expirase antes del 31 de julio de 2020, 
hasta la fecha en que finalice el periodo de aplicación de esta resolución.

d) Se extiende durante el periodo de aplicación de esta resolución, el periodo de 60 
meses recogido en el punto CC.CCA.105 para aquellos titulares de un certificado de 
miembro de tripulación de cabina que no hayan ejercido atribuciones como miembro de 
tripulación de cabina de pasajeros, cuando el periodo de 60 meses finalizara después 
del 14 de marzo de 2020.

e) Se extiende la validez de las anotaciones de competencia lingüística conforme al 
punto FCL.055 de la Parte FCL, válidas a fecha 14 de marzo de 2020, y cuyo periodo 
ordinario de validez expirase antes del 31 de julio de 2020, hasta la fecha en que finalice 
el periodo de aplicación de esta resolución.

f) Se extiende la validez de los certificados de instructor y examinador válidos a 
fecha 14 de marzo de 2020, y cuyo periodo ordinario de validez expirase antes del 31 de 
julio de 2020, durante el periodo de aplicación de esta resolución. Si la extensión puede 
realizarse en la licencia, será anotada por el examinador y si se expide en un certificado 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 133 Martes 12 de mayo de 2020 Sec. I.   Pág. 32123

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
49

30
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

84



independiente, el titular de la licencia deberá presentar una solicitud a la autoridad para 
la anotación de la extensión del plazo de validez.

g) Se extiende el tiempo de validez de las recomendaciones para acudir a los 
exámenes de conocimientos teóricos emitidos por una Organización de Formación 
Declarada (DTO) o una Organización de Formación Aprobada (ATO) conforme al punto 
FCL.025(a)(3) de la Parte FCL, punto BFCL.135(b)(3) de la Parte BFCL y el punto 
SFCL.135(b)(3) de la Parte SFCL, durante el periodo de aplicación de esta resolución.

h) Se extiende el período de validez de los exámenes de conocimientos teóricos 
para la emisión de una licencia conforme al FCL.025 (c)(1) y (c)(2) de la Parte-FCL, 
punto BFCL.135(d) de la Parte-BFCL y punto SFCL.135(d) de la Parte-SFCL, durante el 
periodo de aplicación de esta resolución.

i) Se extienden durante el periodo de aplicación de esta resolución, los períodos de 
tiempo especificados en el punto FCL.725 (c) de la Parte FCL relativos a:

– El tiempo que puede transcurrir entre el comienzo de un curso de formación de 
habilitación de tipo o clase y la superación de la prueba de pericia.

– El tiempo que puede transcurrir entre la superación de la prueba de pericia y la 
solicitud de emisión de la habilitación de tipo o clase.

j) Se extienden durante el periodo de aplicación de esta resolución los períodos de 
tiempo especificados en los siguientes puntos de la Parte FCL, siempre que el periodo 
de tiempo regular finalice en dicho periodo:

(A) Punto FCL.735.A(b).
(B) Punto FCL.735.H(b).
(C) Punto (1) de la Sección H del Apéndice 3 a la Parte-FCL.
(D) Punto 4 de la Sección A IR (A), punto 3 de la Sección A bis IR (A), punto 4 de la 

Sección B IR (H), y punto 4 de la Sección C IR (As) del Apéndice 6 del Anexo I (Parte 
FCL).

(E) Puntos (a)(1) y (b)(2) del punto FCL.810.
(F) Punto FCL.815(b).
(G) Punto FCL.825(c).

Los solicitantes de las licencias, habilitaciones y certificados que se acojan a esta 
extensión deberán recibir previamente el entrenamiento adicional necesario que 
determine una DTO o una ATO.

k) En el caso de los períodos de tiempo especificados en los puntos FCL.025(b)(2) 
de la Parte FCL, Punto BFCL.135 (c)(2) de la Parte BFCL y punto SFCL.135(c)(2) de la 
Parte SFCL, se extienden por un período de tiempo igual a aquel en el que el solicitante 
no haya podido acceder a la realización de los exámenes debido a las razones 
expuestas en el preámbulo de esta resolución.

l) Antes de la finalización del periodo de cuatro meses referido en (a) y (b), si AESA 
considera que las razones para la emisión de esta exención siguen siendo aplicables, 
podrá extender el periodo de validez de la habilitación o certificado otros 4 meses o 
hasta la finalización del periodo de validez de esta resolución, lo que ocurra antes.

m) En relación con la aplicación de los siguientes requisitos de experiencia reciente 
de la Parte FCL éstos quedan extendidos como se indica a continuación:

– El tiempo de los dos últimos años indicado en el punto FCL.140 A (a) se extiende a 
los 2 últimos años y 8 meses.

– El tiempo de los últimos 12 meses indicado en el punto FCL.140 H (a) se extiende 
a los 20 últimos meses.

– Se extiende a los últimos 32 meses en los siguientes casos:

(i) Punto FCL.805(e).
(ii) Punto FCL.830(d).
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Todos los titulares de licencias Parte FCL que se acojan a las extensiones 
establecidas en el punto (m) habrán recibido, previo a retomar la actividad, un briefing 
impartido por un instructor con las debidas atribuciones de instrucción, en el que se 
refresquen los conocimientos teóricos necesarios para operar de manera segura la 
aeronave de la que se trate y llevar a cabo de manera segura las maniobras y 
procedimientos aplicables. Este briefing incluirá los procedimientos anormales y de 
emergencia específicos de la categoría de aeronave, la clase o tipo de aeronave y de las 
atribuciones específicas aplicables.

El instructor que ha impartido el briefing deberá emitir un certificado indicando que el 
titular ha superado satisfactoriamente el mismo.

n) En el caso de la experiencia reciente contemplada en el FCL.060 b) y c) se 
podrá extender la validez o aliviar el cumplimiento de los requisitos establecidos en dicho 
apartado, siempre que se realice de conformidad con una exención emitida por la 
Autoridad del operador aéreo. En el caso de aquellos operadores aéreos españoles que 
realicen operaciones de transporte aéreo comercial u operaciones no comerciales con 
aeronaves propulsadas complejas, se remitirá propuesta de exención a la Dirección de 
Seguridad de Aeronaves.

Cuarto. Exenciones en el ámbito del Reglamento (UE) 2018/395.

a) En relación con la aplicación de los siguientes requisitos de experiencia reciente 
de la Parte BFCL éstos quedan extendidos como se indica a continuación:

(1) A los últimos 30 meses, en todos los siguientes casos:

(i) Puntos (a)(1)(i), (a)(2) y (f)(1) del punto BFCL.160.
(ii) Punto BFCL.215(d)(2)).

(2) A los últimos 56 meses, en todos los siguientes casos:

(i) Punto BFCL.160(a)(1)(ii).
(ii) Punto BFCL.200(d).

(3) A los últimos 300 días, en el caso del punto BFCL.215(d)(1).
(4) A los últimos 3 años y 8 meses, en el caso del punto BFCL.360(a)(1).

Todos los titulares de licencias expedidas de conformidad con la Parte BFCL que se 
acojan a las extensiones establecidas en el punto (a) habrán recibido, previamente a 
retomar la actividad, un briefing impartido por un instructor con las debidas atribuciones 
de instrucción, en el que se refresquen los conocimientos teóricos necesarios para 
operar de manera segura la aeronave de la que se trate y llevar a cabo de manera 
segura las maniobras y procedimientos aplicables. Este briefing incluirá los 
procedimientos anormales y de emergencia específicos de la categoría de aeronave, la 
clase o tipo de aeronave y de las atribuciones específicas aplicables.

El instructor que ha impartido el briefing deberá emitir un certificado indicando que el 
titular ha superado satisfactoriamente el mismo.

Quinto. Exenciones en el ámbito del Reglamento (UE) 2018/1976.

a) En relación con la aplicación de los siguientes requisitos de experiencia reciente 
de la Parte-SFCL éstos quedan extendidos como se indica a continuación:

(1) A los últimos 2 años y 8 meses, en todos los siguientes casos:

(i) Punto SFCL.155(c).
(ii) Punto SFCL.205(f).
(iii) Punto SFCL.215(e).
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(2) A los últimos 30 meses, en el caso de los puntos (a) y (b) del punto SFCL.160.
(3) A los últimos 3 años y 8 meses, en el caso del punto SFCL.360(a)(1).

Todos los titulares de licencias expedidas de conformidad con la Parte SFCL que se 
acojan a las extensiones establecidas en el punto (a) habrán recibido, previamente a 
retomar la actividad, un briefing impartido por un instructor con las debidas atribuciones 
de instrucción, en el que se refresquen los conocimientos teóricos necesarios para 
operar de manera segura la aeronave de la que se trate y llevar a cabo de manera 
segura las maniobras y procedimientos aplicables. Este briefing incluirá los 
procedimientos anormales y de emergencia específicos de la categoría de aeronave, la 
clase o tipo de aeronave y de las atribuciones específicas aplicables.

El instructor que ha impartido el briefing deberá emitir un certificado indicando que el 
titular ha superado satisfactoriamente el mismo.

Sexto. Eficacia.

La presente resolución será aplicable retroactivamente desde el 14 de marzo 
de 2020, y mantendrá su eficacia hasta el día 14 de noviembre de 2020, ambos 
incluidos. Cada una de las medidas contempladas en ella se aplicará en los plazos que 
se establecen en los respectivos apartados; medidas y plazos que podrán ser 
modificados mediante una nueva Resolución de esta Dirección.

Séptimo. Publicidad.

Esta Resolución o cualquiera de sus modificaciones deberán hacerse públicas en la 
página web de AESA y publicarse en el «Boletín Oficial del Estado».

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso contencioso-administrativo, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-administrativo de Madrid, en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a la publicación de este acto, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 46.1 de la 
Ley 29/1998 de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa o 
alternativamente, recurso potestativo de reposición ante la Directora de AESA, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en el plazo de un 
mes contado a partir del día siguiente a la publicación de este acto.

Madrid, 5 de mayo de 2020.–La Directora de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, 
Isabel Maestre Moreno.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD Y AGENDA URBANA
5019 Resolución de 8 de mayo de 2020, de la Dirección de la Agencia Estatal de 

Seguridad Aérea, por la que se emite exención, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 71 del Reglamento (UE) 2018/1139, para la 
extensión de los periodos de validez de las verificaciones de línea y de los 
entrenamientos periódicos de gestión de recursos de cabina de las 
tripulaciones de vuelo de los operadores de transporte aéreo comercial, en 
relación con la situación creada por la crisis global del coronavirus COVID-19.

La situación creada por la crisis global del COVID-19 ha conllevado la imposición de 
restricciones drásticas en materia de movilidad tanto dentro como fuera del territorio 
español, así como el cierre de fronteras entre numerosos países. Estas restricciones 
están dificultando el cumplimiento por los operadores aéreos de los requisitos exigidos 
para el ejercicio de la actividad.

El 18 de marzo de 2020 la Agencia Estatal de Seguridad Aérea publicó una 
resolución por la que se emitían exenciones para la extensión de los periodos de validez 
de las licencias, habilitaciones y certificado de los profesionales y operadores aéreos 
españoles. Esta resolución pretende ampliar el alcance de dicha exención en cuanto a lo 
relativo a operadores de transporte aéreo comercial y en lo relativo a los entrenamientos 
periódicos de gestión de recursos de cabina y verificaciones en línea de las tripulaciones 
de vuelo.

Las tripulaciones de vuelo de los operadores de transporte aéreo comercial tienen 
que realizar anualmente a una verificación de línea con el objeto de demostrar que son 
competentes para llevar a cabo las operaciones normales de línea. Estas verificaciones 
son llevadas a cabo por comandantes con elevada experiencia designados por el 
operador.

Como consecuencia de la situación actual, los comandantes que realizan las 
verificaciones tienen dificultades para viajar a los lugares donde se encuentran las 
tripulaciones que tienen que realizar la verificación en línea. Por otro lado, y como 
consecuencia de la reducción de la actividad de las compañías aéreas, no es posible 
realizar a tiempo las verificaciones en línea bien por falta de operaciones o bien por falta 
de comandantes verificadores.

Como resultado de estas circunstancias imprevistas es necesario aplicar esta 
exención a los operadores de transporte aéreo comercial para asegurar una cierta 
continuidad del nivel de su operación.

Esta exención pretende reducir la severidad de los trastornos que de otro modo 
ocurrirían en el ámbito de las operaciones comerciales debido a la no disponibilidad de 
un número suficiente de tripulaciones de vuelo para llevar a cabo las operaciones de 
transporte aéreo comercial.

Evaluada la situación específica, esta Dirección resuelve:

Primero. Objeto.

La presente resolución, en virtud del artículo 71 de Reglamento (UE) 2018/1139, 
concede exenciones a los requisitos aplicables referidos en el apartado segundo, 
siempre que se cumplan las condiciones recogidas en el apartado tercero.
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Segundo. Ámbito.

Esta resolución es aplicable a los operadores a los que la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea (en adelante, AESA) haya emitido el correspondiente Certificado de 
Operador Aéreo.

Se extiende por cuatro meses la validez de las verificaciones de línea de los 
tripulantes de vuelo de acuerdo al requisito ORO.FC.230 c) y/o de los entrenamientos 
periódicos de gestión de recursos de cabina de vuelo de acuerdo al ORO.FC.230 e)1) 
y e)2), requisitos establecidos en el Reglamento (UE) N.o 965/2012, de 5 de octubre 
de 2012, de la Comisión, siempre y cuando se requiera fueran realizados entre el 14 de 
marzo de 2020 y el 31 de julio de 2020, y se cumplan las condiciones que se establecen 
en el apartado siguiente.

Tercero. Medidas de mitigación necesarias.

a) Para la extensión de la validez de las verificaciones de línea, de acuerdo al 
requisito ORO.FC.230 c), el operador deberá asegurar que los tripulantes de vuelo que 
se beneficien de esta exención:

i. Sean titulares de una habilitación de tipo o clase válida para operar las aeronaves 
del operador.

ii. Hayan recibido un entrenamiento específico sobre la operación normal, seguido 
de la realización de una evaluación por los medios establecidos por el operador para 
determinar que se mantiene el nivel de conocimiento requerido para realizar operaciones 
de línea de acuerdo a los procedimientos operacionales y tipo de la operación en 
cuestión, así como los procedimientos específicos de la parte SPA (Anexo V del 
Reglamento (UE) N.o 965/2012, de 5 de octubre de 2012, de la Comisión), según aplique 
a cada operador.

b) Para  la extensión de la validez del entrenamiento periódico gestión de recursos 
de cabina de acuerdo al ORO.FC.230 e) 1) y e) 2), el operador garantizará que los 
tripulantes de vuelo completen un entrenamiento alternativo no presencial por los medios 
establecidos por el operador (on-line, CBT, por vídeo…).

c) Para todos los casos anteriores el operador deberá gestionar adecuadamente, 
de acuerdo con el requisito ORO.GEN.200, el riesgo asociado a la exención a la que se 
acoja. Se deberá tener en cuenta el efecto acumulativo de otras exenciones relativas a 
competencia de las tripulaciones (extensiones de validez de OPCs/LPCs) a las que se 
haya acogido el operador.

d) Los operadores que necesiten acogerse a esta exención tendrán que justificar su 
necesidad y la imposibilidad de cumplir con los requisitos en cuestión. Deberán notificar 
a AESA la justificación de la necesidad de la exención y las medidas mitigadoras 
implementadas.

e) Antes de la finalización del periodo de cuatro meses referido en el apartado 
segundo, si AESA considera que las razones para la emisión de esta exención siguen 
siendo aplicables, se podrá extender el periodo de validez por otros cuatro meses o 
hasta la finalización del periodo de validez de esta resolución, de producirse ésta con 
anterioridad, previa solicitud de revalidación indicando que se realiza al amparo de la 
presente resolución.

Cuarto. Vigencia.

Las medidas contenidas en esta resolución se aplicarán con efectos desde el 14 de 
marzo de 2020 hasta el día 14 de noviembre de 2020, ambos incluidos.
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Quinto. Publicidad.

Esta resolución deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado» y en la página 
web de AESA.

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso contencioso-administrativo, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-administrativo de Madrid, en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a la publicación de este acto, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 46.1 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladores de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, o alternativamente, recurso potestativo de reposición ante la Directora de 
AESA, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en el 
plazo de un mes contado a partir del día siguiente a la publicación de esta resolución.

Madrid, 8 de mayo de 2020.–La Directora de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, 
Isabel Maestre Moreno.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD Y AGENDA URBANA
5054 Orden TMA/410/2020, de 14 de mayo, por la que se limita la entrada en 

España a las aeronaves y buques de pasaje a través de los puntos de 
entrada designados con capacidad de atención a emergencias de salud 
pública de importancia internacional.

En base a la evolución de la situación de la epidemia por el coronavirus COVID-19 y 
por recomendación del Comité de Emergencias del Reglamento Sanitario Internacional 
(2005), el 30 de enero de 2020, el Director General de la Organización Mundial de la 
Salud declaró el brote del nuevo coronavirus COVID-19 como una Emergencia de Salud 
Pública de Importancia Internacional (ESPII), ya que su propagación internacional 
supone un riesgo para la salud pública de los países y exige una respuesta internacional 
coordinada. Esta situación ha sido prorrogada en la tercera reunión del Comité de 
Emergencias celebrada el día 30 de abril de 2020.

En su declaración, el Comité de Emergencias instó a los países a estar preparados 
para contener la enfermedad mediante la adopción de medidas firmes para detectar la 
enfermedad de manera precoz, aislar y tratar los casos, hacer seguimiento de los 
contactos y promover medidas de distanciamiento social acordes con el riesgo.

El principal objetivo al declarar una ESPII es garantizar la seguridad sanitaria 
mediante la aplicación del Reglamento Sanitario Internacional (RSI) cuya finalidad y 
alcance es prevenir la propagación internacional de enfermedades, proteger contra esa 
propagación, controlarla y darle una respuesta de salud pública proporcionada y 
restringida a los riesgos para la salud pública, evitando al mismo tiempo las 
interferencias innecesarias con el tráfico y el comercio internacional.

En este marco, debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de 
salud pública ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el 
Gobierno, al amparo de lo dispuesto en el artículo 4, apartados b) y d), de la Ley 
Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, ha declarado 
el estado de alarma en todo el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis sanitaria, 
mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y que, por el momento ha sido 
prorrogado en cuatro ocasiones, la última a través del Real Decreto 514/2020, de 8 de 
mayo, hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, en los términos expresados en 
dicha norma.

La declaración del estado de alarma ha permitido la adopción de medidas que han 
conseguido alcanzar gradualmente el objetivo de disminuir la transmisión de la 
enfermedad y reducir al máximo el riesgo de colapso en las unidades de cuidados 
intensivos hospitalarios, de acuerdo con los datos proporcionados por la Red Nacional 
de Vigilancia Epidemiológica. De hecho, transcurridas ocho semanas desde la 
declaración del estado de alarma, nuestro país ha iniciado la transición hacia una nueva 
normalidad.

Según lo dispuesto en el artículo 3 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, en 
aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas para 
hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su 
reunión de 28 de abril de 2020, el Ministro de Sanidad, a propuesta, en su caso, de las 
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, y a la vista de la evolución 
de los indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, 
podrá acordar, en el ámbito de su competencia, la progresión de las medidas aplicables 
en un determinado ámbito territorial, sin perjuicio de las habilitaciones conferidas al resto 
de autoridades delegadas competentes.
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En este sentido, la habilitación al Ministro de Sanidad y a las demás autoridades 
competentes delegadas, se refiere a las medidas de desescalada en todos los ámbitos 
de actividad afectados por las restricciones establecidas en la declaración del estado de 
alarma y sus sucesivas prórrogas, así como en las disposiciones que lo modifican, 
aplican y desarrollan.

Este Plan, denominado Plan para la Transición a una Nueva Normalidad (en 
adelante, PTNN), establece los principales parámetros e instrumentos para la adaptación 
del conjunto de la sociedad a la nueva normalidad, con las máximas garantías de 
seguridad sanitaria y recuperando progresivamente los niveles de bienestar social y 
económico anteriores al inicio de esta crisis. A tal fin, prevé un proceso de desescalada 
gradual, asimétrico, coordinado con las comunidades autónomas, y adaptable a los 
cambios de orientación necesarios en función de la evolución de los datos epidemiológicos 
y del impacto de las medidas adoptadas.

En materia de movilidad, el PTNN reconoce que la misma es fundamental para la 
vida social y el desarrollo de la actividad económica, pero, a su vez y al mismo tiempo, 
puede facilitar el contagio, al trasladar el virus entre los distintos territorios. De ahí que 
las medidas a implantar en la desescalada deben estar basadas en el principio de 
progresividad y adaptabilidad, pudiendo clasificarse en tres categorías: las que podemos 
denominar «gestión de la oferta»; las que pueden englobarse en la «gestión de la 
demanda»; y finalmente, las «medidas mitigadoras del riesgo cuando no es posible 
mantener la distancia social», que son medidas sanitarias de autoprotección.

La complejidad del sistema, la diversidad de actores y ámbitos directa e 
indirectamente implicados en la gestión de la movilidad y de los distintos modos de 
transporte, junto con la naturaleza imprevisible y dinámica de la evolución de la situación 
de crisis sanitaria, aconsejan plantear un enfoque prudente y gradual en la flexibilización 
de las medidas adoptadas hasta el momento.

Por tanto, es preciso tener en cuenta la necesidad de seguir minimizando el riesgo 
que representa la epidemia para la salud de la población y evitando que las capacidades 
del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar. En este escenario se hace preciso 
reforzar las capacidades en ámbitos, como son la vigilancia epidemiológica y la 
identificación y contención de las fuentes de contagio, dado que los datos de personas 
todavía hospitalizadas y la detección, aunque con menos frecuencia de casos nuevos, 
aconsejan mantener medidas de contención.

La Organización Mundial de la Salud, con fecha 16 de abril de 2020, definió los 
principios a tener en cuenta a la hora de plantear el levantamiento de las medidas de 
desconfinamiento. Entre los citados principios, merecen especial atención por su relación 
con el ámbito de la movilidad y el transporte, gestionar el riesgo de importar y exportar 
casos más allá de nuestras fronteras, para lo que recomienda la implementación de 
medidas de control y aislamiento para personas contagiadas o que provengan de zonas 
de riesgo.

Por su parte, la Comisión Europea ha presentado el 13 de mayo un conjunto de 
directrices y recomendaciones para ayudar a los Estados Miembros a levantar 
gradualmente las restricciones al transporte. Las orientaciones de la Comisión tienen 
objetivo ofrecer a la ciudadanía europea la posibilidad de viajar, tan pronto como la 
situación sanitaria lo permita, adoptando medidas específicas en lugar de prohibiciones 
generales, pero abordando también la protección de la salud.

Con este objetivo, teniendo en cuenta los criterios expresados por la Organización 
Mundial de la Salud, así como las recomendaciones de la Comisión, atendiendo a la 
evolución de la situación epidemiológica, y en línea con otros países de nuestro entorno, 
se hace preciso limitar los riesgos derivados de la movilidad y transporte de personas 
procedentes de zonas distintas del territorio nacional, por lo que durante el periodo 
desescalada se deben intensificar las medidas de control higiénico sanitarias a todos 
viajeros internacionales con el objetivo de identificar de manera temprana a las personas 
enfermas y a sus contactos.
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Para ello la presente orden adopta medidas específicas a fin de garantizar que en el 
proceso de desescalada y de flexibilización de las limitaciones a la libre circulación, se 
minimizan los riesgos de importación de casos que puedan poner en riesgo el proceso 
iniciado. Estas medidas consisten en limitar los puntos de entrada en España a aquellos 
puertos y aeropuertos españoles designados como «Puntos de Entrada con capacidad 
de atención a Emergencias de Salud Pública de Importancia Internacional» en el 
Acuerdo de Consejo de Ministros de 7 de marzo de 2014.

El citado Acuerdo tuvo como fundamento la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General 
de Salud Pública, establece que «el personal de los servicios de sanidad exterior 
responderá ante cualquier evento que pueda suponer un riesgo para la salud pública en 
las fronteras españolas, desempeñando el papel de agente de autoridad sanitaria y 
coordinando la respuesta con las distintas Administraciones a nivel nacional». Asimismo, 
el Real Decreto 1418/1986, de 13 de junio, sobre funciones del Ministerio de Sanidad y 
Consumo en materia de sanidad exterior, en su artículo 2.4, establece que «es función 
del Ministerio de Sanidad (…) el régimen de actuación coordinada e inmediata en los 
supuestos de urgencias o emergencias que, en el tráfico internacional, afecten a o 
puedan afectar a la salud de las personas».

La determinación de los aeropuertos y puertos designados en el Acuerdo de Consejo 
de Ministros de 7 de marzo de 2014 se realizó a partir de la evaluación de las 
capacidades básicas en el conjunto de aeropuertos y puertos de interés general de los 
servicios de sanidad exterior.

En el contexto actual, el Ministerio de Sanidad entiende que son los mismos puertos 
y aeropuertos los que cuentan con los medios necesarios por parte de los servicios de 
sanidad exterior para atender las necesidades derivadas de las medidas excepcionales 
de contención y preventivas a implementar por dichos servicios en el transporte de 
pasajeros para impedir la propagación del coronavirus SARS-Cov-2 y detener la 
progresión de la enfermedad COVID-19, en la medida que se concilia la protección de la 
salud en nuestro país y la movilidad de las personas procedentes del extranjero.

Al mismo tiempo, la orden contempla determinadas excepciones a la citada limitación 
y prevé mecanismos de flexibilización y revisión en base a necesidades detectadas, 
capacidades del sistema de salud, así como evolución de la situación de crisis sanitaria.

Estas medidas se suman a las adoptadas en la Orden INT/401/2020, de 11 de mayo, 
por la que se restablecen temporalmente los controles en las fronteras interiores aéreas 
y marítimas, con motivo de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
para un mejor control de pasajeros.

Se considera que las medidas contempladas en la presente orden cumplen el 
principio de proporcionalidad, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, 
según la cual «el enjuiciamiento de la proporcionalidad de una medida (…) se articula en 
dos fases: a) la primera parte de ese canon de control consiste en examinar que la 
norma persigue una finalidad constitucionalmente legítima; y b) la segunda parte implica 
revisar si la medida (…) se ampara en ese objetivo constitucional de un modo 
proporcionado. Esta segunda fase de análisis exige, a su vez, verificar, sucesivamente el 
cumpliendo de la «triple condición de (i) adecuación de la medida al objetivo propuesto 
(juicio de idoneidad); (ii) necesidad de la medida para alcanzar su objetivo, sin que sea 
posible su logro a través de otra más moderada con igual eficacia (juicio de necesidad) y 
(iii) ponderación de la medida por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el 
interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto (juicio de 
proporcionalidad estricto)».

La orden tiene como fin primordial proteger la salud y para ello recoge medidas 
proporcionales al citado objetivo. Incluye excepciones y habilitaciones a fin de ir 
ajustando los puntos de entrada a las necesidades, capacidades y evolución de la crisis 
sanitaria.

Por ello, a propuesta del Ministro de Sanidad, en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 4 y 14 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara 
el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
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el COVID-19, así como en el artículo 3 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el 
que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, dispongo:

Artículo 1. Objeto.

La presente orden tiene por objeto designar los puertos y aeropuertos enumerados 
en el artículo 3 como los únicos puntos de entrada en España de los medios de 
transporte incluidos en su ámbito de aplicación, salvo las excepciones previstas en el 
artículo 4.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

La presente orden se aplicará a los siguientes medios de transporte que lleguen a 
territorio nacional:

a) Los vuelos de pasajeros con origen en cualquier aeropuerto situado fuera del 
territorio español.

b) Buques de pasaje de transbordo rodado y buques de pasaje que presten servicio 
de línea regular con origen en cualquier puerto situado fuera de territorio español con 
pasajeros que no sean los conductores de las cabezas tractoras de la mercancía rodada.

Artículo 3. Puntos de entrada.

1. Los medios de transporte incluidos en el ámbito de aplicación de esta orden que 
lleguen a España, únicamente podrán utilizar los puertos y aeropuertos contemplados en 
el Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de marzo de 2014, por el que se establecen los 
puertos y aeropuertos españoles designados como «puntos de entrada con capacidad 
de atención de emergencias de salud pública de importancia internacional», según lo 
establecido en el Reglamento Sanitario Internacional (RSI-2005), que son los siguientes:

a) Aeropuertos de «Josep Tarradellas Barcelona-El Prat», «Gran Canaria», «Adolfo 
Suarez Madrid-Barajas», «Málaga-Costa del Sol» y «Palma de Mallorca».

b) Puertos de Barcelona, Bilbao, Las Palmas de Gran Canaria, Málaga, Palma de 
Mallorca, Tenerife, Valencia y Vigo.

2. El Ministerio de Sanidad adoptará las medidas necesarias de control sanitarias 
para evitar que puedan suponer un riesgo para la población de nuestro país.

Artículo 4. Excepciones.

1. La limitación no se aplicará a:

a) Las aeronaves de Estado, la realización de escalas con fines no comerciales, los 
vuelos exclusivos de carga ni a los vuelos posicionales, humanitarios, médicos o de 
emergencia.

b) Los buques de Estado, los buques que transporten carga exclusivamente ni a los 
buques que realicen navegaciones con fines humanitarios, médicos o de emergencia.

2. El Ministerio de Sanidad, previa solicitud justificativa, podrá levantar la limitación 
prevista en esta orden autorizando puntualmente aeronaves o buques que transporten 
exclusivamente ciudadanos españoles, residentes en España u otros colectivos 
contemplados en la Orden INT/401/2020.

3. En todo caso se adoptarán las medidas necesarias de control sanitario para 
evitar que supongan un riesgo para la población de nuestro país.
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Disposición final primera. Habilitaciones.

Cuando de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Real Decreto 514/2020, 
de 8 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se acuerde conjuntamente con una comunidad 
autónoma la modificación, ampliación o restricción de alguna de las medidas previstas 
en la presente orden, con el fin de adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia 
sanitaria en cada comunidad autónoma, por resolución del Ministro de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, se modificará o actualizará el listado de los puntos de 
entrada recogidos en el artículo 3, de acuerdo con la propuesta realizada a tales efectos 
por el Ministro de Sanidad.

Disposición final segunda. Información y notificación de la medida.

Esta medida se comunicará, a través del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana a la Comisión Europea y al resto de Estado miembros del 
establecimiento de estas medidas excepcionales y, a través del Ministerio de Sanidad, se 
realizará la correspondiente notificación a la Organización Mundial de Salud en 
aplicación del Reglamento Sanitario Internacional.

Disposición final tercera. Entrada en vigor y efectos.

1. Esta orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial 
de Estado» y producirá efectos a las 00:00 del día 16 de mayo de 2020.

2. Tendrá vigencia hasta las 00:00 del día 24 de mayo, sin perjuicio, en su caso, de 
sus eventuales prórrogas que pudiesen acordarse.

Madrid, 14 de mayo de 2020.–El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, José Luis Ábalos Meco.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD Y AGENDA URBANA
5089 Orden TMA/415/2020, de 17 de mayo, por la que se amplía la relación de 

puntos de entrada designados con capacidad de atención a emergencias de 
salud pública de importancia internacional.

La Orden TMA/410/2020, de 14 de mayo, por la que se limita la entrada en España a 
las aeronaves y buques de pasaje a través de los puntos de entrada designados con 
capacidad de atención a emergencias de salud pública de importancia internacional, con 
el fin de proteger la salud pública contra los riesgos derivados de la propagación del 
COVID-19, controlarla y dar una respuesta proporcionada y restringida a los riesgos para 
la salud pública, limita el acceso a los vuelos de pasajeros con origen en cualquier 
aeropuerto situado fuera del territorio español, a los aeropuertos contemplados en el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de marzo de 2014, por el que se establecen los 
puertos y aeropuertos españoles designados como «puntos de entrada con capacidad 
de atención de emergencias de salud pública de importancia internacional», según lo 
establecido en el Reglamento Sanitario Internacional (RSI-2005).

La disposición final primera de esa orden establece que, cuando de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 4 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el que se 
prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
se acuerde conjuntamente con una comunidad autónoma la modificación, ampliación o 
restricción de alguna de las medidas previstas en la presente orden, con el fin de 
adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia sanitaria en cada comunidad 
autónoma, por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, se 
modificará o actualizará el listado de los puntos de entrada recogidos en el artículo 3, de 
acuerdo con la propuesta.

En base a la citada disposición, las comunidades autónomas de Andalucía, 
Canarias, Illes Balears y la Comunidad Valenciana, han solicitado al Ministro de 
Sanidad ampliar la relación de aeropuertos designados con capacidad para atender la 
emergencia sanitaria provocada por la expansión de la enfermedad COVID-19, 
teniendo en cuenta sus necesidades específicas, las capacidades estratégicas del 
sistema sanitario en sus correspondientes ámbitos geográficos, los recursos ofrecidos 
para reforzar el control sanitario en los puntos designados con personal formado a 
tales efectos, así como la evolución de la emergencia sanitaria en la respectiva 
Comunidad Autónoma y su capacidad de reacción ante eventuales riesgos asociados 
a la medida propuesta.

A la vista de las solicitudes presentadas por las autoridades autonómicas 
correspondientes, se reciben en el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
las propuestas del Ministerio de Sanidad, de 16 y 17 de mayo de 2020, según las cuales, 
teniendo en cuenta las alegaciones formuladas por cada una de las comunidades 
autónomas y la evaluación realizada por los órganos del Ministerio de Sanidad en las 
provincias e islas de Sevilla, Menorca, Eivissa, Lanzarote, Fuerteventura, Tenerife, 
Alicante y Valencia en la fase 1 de desescalada del Plan de transición hacia la nueva 
normalidad, se propone la inclusión de los aeropuertos de «Sevilla», «Menorca», «Ibiza», 
«Lanzarote-César Manrique», «Fuerteventura», «Tenerife Sur», «Alicante-Elche» y 
«Valencia» en la lista de aeropuertos incluidos como puntos de entrada en España.
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Sanidad, y en el ejercicio de la habilitación 
contenida en la disposición final primera de la Orden TMA/410/2020, de 14 de mayo, por 
la que se limita la entrada en España a las aeronaves y buques de pasaje a través de los 
puntos de entrada designados con capacidad de atención a emergencias de salud 
pública de importancia internacional establece, resuelvo:

Primero. Ampliación de los aeropuertos designados como puntos de entrada con 
capacidad de atención a la emergencia de salud pública ocasionada por la 
enfermedad COVID-19.

A los efectos previstos en la Orden TMA/410/2020, de 14 de mayo, por la que se limita 
la entrada en España a las aeronaves y buques de pasaje a través de los puntos de 
entrada designados con capacidad de atención a emergencias de salud pública de 
importancia internacional, se amplían los aeropuertos designados como puntos de 
entrada, en su artículo 3.1, epígrafe a), a los aeropuertos de «Sevilla», «Menorca», 
«Ibiza», «Lanzarote-César Manrique», «Fuerteventura», «Tenerife Sur», «Alicante-Elche» 
y «Valencia».

Se mantienen inalteradas el resto de las disposiciones de la Orden TMA/410/2020, 
de 14 de mayo, que seguirán siendo aplicables con la única modificación contemplada 
en el párrafo anterior.

Segundo. Publicidad y efectos.

La presente orden se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», producirá efectos 
desde las 00:00 horas del día 18 de mayo, y mantendrá su eficacia durante la vigencia 
de la Orden TMA/410/2020, de 14 mayo, por la que se limita la entrada en España a las 
aeronaves y buques de pasaje a través de los puntos de entrada designados con 
capacidad de atención a emergencias de salud pública de importancia internacional.

Madrid, 17 de mayo de 2020.–El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, José Luis Ábalos Meco.
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V. Anuncios
A. Contratación del Sector Público

MINISTERIO DE SANIDAD

13578 Anuncio  de  formalización  de  contratos  de:  Dirección  del  Instituto
Nacional  de  Gestión  Sanitaria  (INGESA).  Objeto:  Servicio  para  la
coordinación logística y transporte aéreo, ferrocarril y por carretera de
los  materiales  hospitalarios  adquiridos  por  el  Instituto  Nacional  de
Gestión  Sanitaria  en  China.  Expediente:  Covid59.

1. Poder adjudicador:

1.1) Nombre: Dirección del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA).
1.2) Número de identificación fiscal: Q2869002B.
1.3) Dirección: c/ Alcalá, 56.
1.4) Localidad: Madrid.
1.5) Provincia: Madrid.
1.6) Código postal: 28014.
1.7) País: España.
1.8) Código NUTS: ES300.
1.9) Teléfono: 913380781.
1.10) Fax: 913380853.
1.11) Correo electrónico: bazuara@ingesa.sanidad.gob.es
1.12) Dirección principal: http://www.ingesa.mscbs.es
1.13) Dirección del perfil de comprador: https://contrataciondelestado.es/wps/

poc?uri=deeplink:perfilContratante&idBp=BCFBo8vhaU8%3D

2. Tipo de poder adjudicador y principal actividad ejercida:

2.1) Tipo: Administración General del Estado.
2.2) Actividad principal ejercida: Sanidad.

4. Códigos CPV: 60400000 (Servicios de transporte aéreo), 60100000 (Servicios
de transporte por carretera) y 60200000 (Servicios de transporte ferroviario).

5. Lugar principal de prestación de los servicios: ES.

6. Descripción de la licitación: Servicio para la coordinación logística y transporte
aéreo, ferrocarril y por carretera de los materiales hospitalarios adquiridos por el
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria en China.

7. Tipo de procedimiento de adjudicación:

7.1) Tipo: Negociado sin publicidad acelerado (Covid19).

7.2) Justificación:

7.2.1) Situación de extrema urgencia.

7.3) Explicación: Covid19.

9.  Criterios  de  adjudicación:  Cumplimiento  requisitos  técnicos  (Ponderación:
100%).

10. Fecha de adjudicación: 6 de mayo de 2020.

11. Ofertas recibidas:

11.1) Número de ofertas recibidas: 1.
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12. Adjudicatarios:

12.1) Nombre: Dsv Air & Sea, S.A.U.C.
12.2) Número de identificación fiscal: A08192593.
12.3) Dirección: Pagesía, s/n  Polígono Industrial Moli de la Bastida.
12.4) Localidad: Rubí (Barcelona).
12.6) Código postal: 08191.
12.7) País: España.

13. Valor de las ofertas:

13.1) Valor de la oferta seleccionada: 6.500.000,00 euros.

16. Procedimientos de recurso:

16.1) Órgano competente para los procedimientos de recurso:

16.1.1) Nombre: Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.
16.1.2) Dirección: Alcalá, 56.
16.1.3) Localidad: Madrid.
16.1.5) Código postal: 28014.
16.1.6) País: España.

16.4) Servicio del que se puede obtener información sobre el procedimiento de
recurso:

16.4.1) Nombre: Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.
16.4.2) Dirección: Alcalá, 56.
16.4.3) Localidad: Madrid.
16.4.5) Código postal: 28014.
16.4.6) País: España.

18. Fecha de envío del anuncio: 8 de mayo de 2020.

Madrid,  8  de  mayo  de  2020.-  Director  del  Instituto  Nacional  de  Gestión
Sanitaria,  Alfonso  María  Jiménez  Palacios.

ID: A200017618-1
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V. Anuncios
A. Contratación del Sector Público

MINISTERIO DE SANIDAD

13580 Anuncio  de  formalización  de  contratos  de:  Dirección  del  Instituto
Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA). Objeto: Suministro de kits de
detección  y  de  extracción  para  el  diagnóstico  del  COVID-19  .
Expediente:  Covid61.

1. Poder adjudicador:
1.1) Nombre: Dirección del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA).
1.2) Número de identificación fiscal: Q2869002B.
1.3) Dirección: c/ Alcalá, 56.
1.4) Localidad: Madrid.
1.5) Provincia: Madrid.
1.6) Código postal: 28014.
1.7) País: España.
1.8) Código NUTS: ES300.
1.9) Teléfono: 913380781.
1.10) Fax: 913380853.
1.11) Correo electrónico: bazuara@ingesa.sanidad.gob.es
1.12) Dirección principal: http://www.ingesa.mscbs.es
1.13) Dirección del perfil de comprador: https://contrataciondelestado.es/wps/

poc?uri=deeplink:perfilContratante&idBp=BCFBo8vhaU8%3D

2. Tipo de poder adjudicador y principal actividad ejercida:
2.1) Tipo: Administración General del Estado.
2.2) Actividad principal ejercida: Sanidad.

4. Códigos CPV: 33100000 (Equipamiento médico).

5. Lugar principal de entrega de los suministros: ES.

6. Descripción de la licitación: Suministro de kits de detección y de extracción para
el diagnóstico del COVID-19 .

7. Tipo de procedimiento de adjudicación:
7.1) Tipo: Negociado sin publicidad acelerado (Covid19).
7.2) Justificación:

7.2.1) Situación de extrema urgencia.
7.3) Explicación: Covid19.

9.  Criterios  de  adjudicación:  Cumplimiento  requisitos  técnicos  (Ponderación:
100%).

10. Fecha de adjudicación: 7 de mayo de 2020.

11. Ofertas recibidas:
11.1) Número de ofertas recibidas: 1.

12. Adjudicatarios:
12.1) Nombre: Roche Diagnostics, S.L.
12.2) Número de identificación fiscal: B61503355.
12.3) Dirección: Avda. Generalitat, 171-173.
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12.4) Localidad: San Cugat del Vallés (Barcelona).
12.6) Código postal: 08174.
12.7) País: España.

13. Valor de las ofertas:
13.1) Valor de la oferta seleccionada: 2.637.613,62 euros.

16. Procedimientos de recurso:
16.1) Órgano competente para los procedimientos de recurso:

16.1.1) Nombre: Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.
16.1.2) Dirección: Alcalá, 56.
16.1.3) Localidad: Madrid.
16.1.5) Código postal: 28014.
16.1.6) País: España.

16.4) Servicio del que se puede obtener información sobre el procedimiento de
recurso:
16.4.1) Nombre: Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.
16.4.2) Dirección: Alcalá, 56.
16.4.3) Localidad: Madrid.
16.4.5) Código postal: 28014.
16.4.6) País: España.

18. Fecha de envío del anuncio: 8 de mayo de 2020.

Madrid,  8  de  mayo  de  2020.-  Director  del  Instituto  Nacional  de  Gestión
Sanitaria,  Alfonso  María  Jiménez  Palacios.

ID: A200017634-1
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